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Prólogo 

 

Por Luci Cavallero1

 

A diez años del primer NI UNA MENOS, el grito colectivo que puso la violencia por razones de género como un problema público y po-lítico, contar con una herramienta como La década luchada: 10 años de protocolos, trabajo y militancia por universidades libres de violen-cias por motivos de género resulta un aporte fundamental al balance sobre lo construido en el abordaje y la prevención de las violencias machistas. 

El último ciclo de luchas transfeministas y populares en el que se inscriben los 10 años de Ni Una Menos, nos puso frente a la pregunta sobre cómo narrar lo que hemos logrado y lo que falta, lo que está en peligro y lo que resulta irreversible. Por poner un ejemplo, el desman-telamiento de las principales políticas de género por parte del actual gobierno no nos hace perder de vista el cambio que hemos logrado en la sensibilidad de las grandes mayorías de nuestro país frente a la violencia por razones de género. En cualquier caso, hacer un balance mientras asistimos a una contraofensiva patriarcal es de por sí un desafío gigante. Porque, si de algo se trata esta contraofensiva, es de borrar nuestra fuerza y nuestro lugar de enunciación. Por eso celebro desde mi práctica militante y como hija de la universidad pública y 

1   Es socióloga (UBA), investigadora y activista argentina, especialista en economía feminista. Forma parte del colectivo Ni Una Menos.

gratuita el texto colectivo que se construye en los doce capítulos aquí reunidos. 

La pregunta acerca de por qué se incluye el desmantelamiento de las políticas de género en un balance público sigue siendo un interrogante a conservar que aquí es tratado en toda su profundi-dad: ¿se puede agotar la medición de la efectividad de un proceso de transformación en una cantidad de resoluciones o leyes? O es necesario abordarlo también como un saldo organizativo que se ha capilarizado y extendido en miles de iniciativas a nivel federal y porque no, global, que van desde espacios de género en escuelas, sindicatos y universidades, asambleas y rondas territoriales y que han ido complejizando y pluralizando el diagnóstico y el abordaje de las violencias. Lo más virtuoso de este texto es que todas esas dimensiones están abordadas tomando como punto de partida la creación de un protocolo para el abordaje y prevención de las vio-lencias en las universidades públicas argentinas.

Desde aquel primer Ni una Menos, hemos ido narrando las vio-lencias hasta dar cuenta de las formas en que está entramada con desigualdades económicas y violencias institucionales. Un acumula-do construido colectivamente que nos permitió desplazarnos desde aquel Ni Una Menos hasta decir “Vivas, Libres y desendeudadas nos queremos” para poner en evidencia que es imposible vivir una vida libre de violencias en un país atravesado por el ajuste permanente al que nos somete la deuda externa.

En esa fuerza que construimos está enmarcado este libro que apa-rece en un momento crucial, poniendo en valor la voz de las prota-gonistas que sostienen procesos complejos y contradictorios. Insisto, este ejercicio es una urgencia de los movimientos transfeministas para contrarrestar la contraofensiva neolibeal y fascista que, entre muchas otras estrategias, ocupa los medios de difusión desprestigian-do, estigmatizando y culpabilizando a la tarea de nuestro movimien-to. Esta ofensiva incluye campañas orquestadas internacionalmente por la ultraderecha como la de las llamadas “falsas denuncias”2 que buscan asegurar la impunidad de los agresores y normalizar la vio-lencia de género. 

El libro atraviesa de manera transversal todos los dilemas, difi-cultades y aprendizajes que implican consolidar la implementación de un protocolo de atención y abordaje de las violencias en la uni-versidad. Pero es mucho más que hablar de la implementación de un protocolo. Ya desde el capítulo 1 nos encontramos con los desafíos da la creación de una agenda universitaria feminista y federal a partir de la experiencia de los CPRES en la RUGE-CIN.  

O el capítulo 2 que nos invita a la reflexión desde la clínica de casos como espacio de reflexión colectiva. Es, entonces, desde la práctica situada en la universidad desde donde se narran las múlti-ples aristas y dimensiones que implica el abordaje de la violencia por razones de género, incluso para nombrar, como invita el capítulo 6, “todo lo que no es violencia de género”. Pero también para reflexionar qué violencias se denuncian y cuáles permanecen en el silencio, como el capítulo 4 nos invita a reflexionar sobre las situaciones de discri-minación y violencia de las personas LGBTNBIQ+ en las universida-des públicas argentinas. Esa violencia que no es solo una, como nos propone abordar el capítulo 7, se nombra como trama en la apuesta pedagógica para comprenderla de forma integral.

La pregunta por las condiciones materiales que hacen posible “cuidar a las que cuidan” también es materia de reflexión en el libro en el capítulo 3 y en el capítulo 5 y una pregunta fundamental en un contexto de precarización generalizada, donde se demanda cuidado y acompañamiento frente a un estado que abandona. Por eso, como propone el capítulo 10, la prevención y el abordaje de las violencias 

 

2   Hace referencia al proyecto de ley impulsado por la Senadora radical Carolina Losada, que obtuvo dictamen de comisión en el Senado, y busca modificar artículos del Código Penal para endurecer sanciones contra la falsa denuncia, el falso testimonio y el encubrimiento en determinados delitos, tales como la violencia por motivos de género.

en las universidades es inseparable de las luchas gremiales y estudian-tiles por presupuesto e infraestructura.  

En este recorrido, hay lugar para las preguntas profundas incluso dentro de la urgencia: ¿cómo salir del castigo como una vía de repara-ción de las violencias? Eso nos invita a pensar el capítulo 5, sumergién-dose en los modelos de atención de las violencias que implican distin-tas lecturas del conflicto, apostando por “un modelo integral orientado a la prevención, la reparación y la transformación del lazo social”. 

Aún en un contexto de retrocesos hay espacios para seguir ima-ginando futuro, como nos invita el capítulo 9 a seguir trabajando por legitimar los equipos de atención en el tejido institucional universita-rio o extender las fronteras de la universidad y hacer crecer la capa-cidad de articulación con los gobiernos provinciales y municipales, como plantea el capítulo 11. 

Este libro no puede ser más oportuno, llega también en un con-texto de profundo ataque a la universidad pública y gratuita, que es desfinanciada como espacio de reflexión, pero también como caja de resonancia de las luchas. Si el movimiento transfeminista argentino inspiró al mundo entero y es capaz de producir consignas, métodos y formas que se replican a lo largo y ancho de distintos continentes, es porque está formado por una transversalidad donde la universidad pública cumple un rol central como lugar donde se alojan y se produ-cen reflexiones que nutren nuestras prácticas políticas. ¡Que viva la universidad pública, gratuita y feminista!




Introducción

 

Dra. Andrea Varela y Dra. Verónica Cruz

 

Nos complace presentar esta obra, que sintetiza el proceso de cons-trucción colectiva de políticas universitarias feministas desarrollado en el sistema universitario argentino durante la última década. El li-bro recorre los ejes estructurantes de dichas políticas y propone una reflexión crítica sobre los desafíos que enfrenta su institucionaliza-ción en un presente marcado por la profundización del neoliberalis-mo y la consecuente regresión en las conquistas populares.

El texto reconstruye una experiencia universitaria inédita, reco-nociendo el papel decisivo de las militancias feministas históricas y, más recientemente, del movimiento Ni Una Menos. Estas gestas han permeado, tensionado e interpelado las culturas institucionales moldeadas por el patriarcado y el androcentrismo, abriendo caminos hacia horizontes más igualitarios y democráticos. En este marco, se destaca la creación de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias (RUGE) y su incorporación a la agen-da del Consejo Interuniversitario Nacional en 2018, con represen-tación federal a través de los Consejos de Planificación Regional de la Educación Superior. A ello se suma la conformación del Foro de Rectoras y Vicerrectoras de instituciones universitarias públicas, hi-tos que marcan avances significativos en la institucionalización de la perspectiva de género en las universidades públicas.

La presente publicación, de carácter testimonial, analítico y docu-mental, surge en ocasión de cumplirse una década de la creación del primer protocolo universitario para la prevención y atención de la vio-lencia de género. La obra se organiza en tres ejes temáticos: el primero aborda las iniciativas que posibilitaron federalizar la agenda y construir un estado de situación respecto de las violencias de género en las uni-versidades; el segundo describe y analiza las estrategias implementadas para prevenir y atender dichas violencias; y el tercero reúne experien-cias y reflexiones sobre la importancia de consolidar el trabajo colec-tivo e intersectorial en cada territorio. El desarrollo de cada capítulo se nutre cualitativa y cuantitativamente de un reciente informe de la RUGE-CIN, elaborado por la Comisión de Protocolos bajo la denomi-nación “Relevamiento sobre los Protocolos para el abordaje de las Violen-cias por motivos de Género en el Sistema Universitario”3. 

Los capítulos muestran cómo estas políticas se despliegan en un entramado de programas y actividades que buscan incidir transver-salmente en las relaciones institucionales. Se destacan los protocolos de actuación ante situaciones de violencia y discriminación por moti-vos de género, identidad u orientación sexual; las clínicas de casos; los trayectos formativos en el marco de la Ley Micaela; las acciones para transversalizar la perspectiva de género en la vida universitaria; y los dispositivos de escucha y acompañamiento a las trayectorias educati-vas de estudiantes LGBTNBIQ+, incluyendo iniciativas de inclusión del colectivo travesti-trans. En el mismo sentido, se reconocen las articulaciones con gremios universitarios y áreas gubernamentales, el desarrollo de políticas de cuidado (dentro y fuera de los equipos de atención), y la reflexión crítica de los diferentes equipos acerca de las tensiones entre perspectivas antipunitivas y de reparación. 

Desde estas consideraciones, el capítulo 1 analiza la organización y funcionamiento de los de los siete Consejos Regionales de Planifica-

3  En https://ruge.cin.edu.ar/documentos-y-publicaciones/43-informe-preliminar-

ruge-relevamiento-sobre-los-protocolos-para-el-abordaje-de-las-violencias-por-

motivos-de-genero-en-el-sistema-universitario ción de la Educación Superior (CPRES) que conforman la Red, desta-cando su rol en la federalización de las políticas de género. A través de relatos en primera persona, recupera experiencias territoriales e identifica avances y desafíos, examinando condiciones instituciona-les y contextuales que -en diálogo con los marcos normativos- inci-den en la transversalización de la perspectiva de género. 

El capítulo 2 narra e historiza el trabajo colaborativo e interdis-ciplinario desarrollado en las Clínicas de Casos como espacios de reflexión que exploran nudos problemáticos y fortalecen estrategias de intervención frente a violencias de género en las universidades, señalando también su aporte a la reforma de protocolos y a la cualificación de las respuestas institucionales. 

El capítulo 3 presenta un análisis del estado actual de los protoco-los de violencia de género en universidades públicas, a partir de datos cuantitativos y cualitativos que describen el proceso de su implemen-tación, los desafíos y las tensiones contextuales e institucionales que lo atraviesan, y plantean la necesidad de fortalecer estos dispositivos desde horizontes feministas y políticas de cuidado.

El capítulo 4 explora las experiencias de personas LGBTNBIQ+ en relación con situaciones de violencia -principalmente simbólica- y discriminación en universidades, reflexionando sobre la baja canti-dad de denuncias y sus causas, así como sobre las brechas existentes entre las políticas y dispositivos institucionales y las problemáticas que afectan a las disidencias sexo-genéricas.

El capítulo 5 focaliza en el debate entre enfoques punitivos y anti-punitivos en relación con la atención de la violencia de género, mos-trando, por un lado, la impregnación de estas perspectivas en las uni-versidades y sus protocolos; y por otro, la importancia de desplegar prácticas centradas en el cuidado y la reparación que transformen los vínculos sociales. 

El capítulo 6 indaga el incremento de situaciones de malestar y conflicto que no se encuadran estrictamente como violencia de géne-ro, pero que afectan los vínculos universitarios, las formas de convi-vencia y la vida institucional y requieren intervención. 

El capítulo 7 comunica lo trabajado en la dimensión preventiva de las violencias de género a partir de la implementación de la Ley Mi-caela con quienes integran los diferentes estamentos de las universi-dades, examinando la construcción de consensos institucionales, los avances y las resistencias frente a la transversalización de género en un contexto político y económico adverso. 

El capítulo 8 describe y analiza la situación de los equipos que implementan protocolos de violencia de género, poniendo el foco en la necesidad de generar políticas de cuidado que trasciendan el plano enunciativo y se redistribuyan como derecho, valorando los saberes producidos aún en las condiciones adversas en las que muchos de ellos desarrollan su trabajo.

El capítulo 9 examina las condiciones laborales y el reconocimien-to institucional de los equipos de atención en escenarios de precari-zación y sobrecarga de tareas que tensionan la institucionalización de las políticas de género y su impacto en términos de transformar las culturas institucionales, planteando la necesidad de fortalecer su legitimidad y garantizar derechos laborales. 

El capítulo 10 refiere a la articulación entre los equipos de género, los gremios y las organizaciones estudiantiles en las universidades, examinando los mecanismos de vinculación y la institucionalización de políticas dirigidas a incluir a colectivos de diversidad sexo-gené-rica en esas tramas.

El capítulo 11 explora los factores que favorecen u obstaculizan las relaciones entre universidades y gobiernos provinciales y muni-cipales teniendo como eje las políticas de género y su construcción estratégica e intersectorial para la atención de casos.

El capítulo 12 comunica y reflexiona acerca del rol del Foro de Rectoras y Vicerrectoras en el desarrollo de políticas de género uni-versitarias. Evalúa los avances logrados en una década de implemen-tación de protocolos destacando su impacto en la garantía de dere-chos y en la transformación institucional, donde el Estado juega un papel decisivo.

La escritura de esta obra ofrece una contextualización y recons-trucción analítica de las múltiples dimensiones que componen estas iniciativas, poniendo en evidencia avances, tensiones y dificultades. Un denominador común es la relación entre activismo, territorio y universidad, junto con la politicidad feminista y el pensamiento crí-tico, que se inscriben en un escenario de creciente conflictividad so-cial, precarización de lo común y fragilización de las subjetividades. Estas condiciones impactan también de manera negativa en las con-diciones materiales y simbólicas en las que los equipos -conformados en su mayoría por mujeres profesionales- sostienen estas políticas.

En una época signada por el individualismo y el debilitamiento del lazo social, desnaturalizar y abordar las violencias constituye un imperativo ético y político para quienes defendemos una educación pública de calidad, democrática e inclusiva. Esta praxis feminista se concreta en la formación permanente, la producción de conoci-mientos situados y la gestión institucional, en diálogo con un marco normativo que establece responsabilidades en la construcción de en-tornos educativos libres de violencia y discriminación. Tales esfuer-zos impulsan la transversalización de la perspectiva de género en la docencia, la investigación y la extensión, aún en un contexto de crisis y desfinanciamiento de las políticas públicas.

En tiempos donde la crueldad y el odio tienden a naturalizarse, esta producción colectiva constituye una oportunidad para valorar lo trabajado por la RUGE en el sistema universitario durante la última década y, al mismo tiempo, renovar el compromiso con la profundi-zación de planes de igualdad que fortalezcan acciones en cada insti-tución. Continuar generando políticas orientadas por este horizonte de sentidos es una apuesta estratégica para erradicar desigualdades y construir escenarios más democráticos e igualitarios, reconociendo el papel decisivo de la universidad pública y del conocimiento -en-tendido como bien público y social- en la formación de ciudadanías críticas y en la sostenibilidad de una vida común basada en la reci-procidad y la justicia social.

Finalmente en esta introducción queremos decir que el recorrido que aquí se presenta no habría sido posible sin el compromiso sosteni-do de los equipos que, en cada universidad, han asumido la tarea de di-señar, implementar y sostener políticas de género en contextos muchas veces adversos. Su labor cotidiana -hecha de militancia, profesionalis-mo y creatividad- constituye el verdadero motor de las transformacio-nes que hoy permiten vislumbrar, no sin dificultades, instituciones más inclusivas y democráticas. Reconocer y poner en valor ese esfuerzo co-lectivo es también afirmar que la construcción de universidades libres de violencias por motivos de género es un proceso vivo y disputado, que se renueva en cada territorio y que se fortalece por la convicción, la dedicación y el compromiso de quienes lo hacen posible.




LA UNIVERSIDAD FEMINISTA:

Crónica de una (segunda) reforma

 

Rec. Sandra Torlucci (UNA)

Ex Rec. Gabriela Diker (UNGS)

 

La institucionalización de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias (RUGE) en el marco del Consejo Interuniversitario Nacional, la existencia de protocolos contra la vio-lencia de género en la gran mayoría de las instituciones universitarias la producción de estadísticas sobre desigualdades de género en el sis-tema universitario; las modificaciones en el Sistema de Información Universitaria (SIU) que permiten el registro de identidades sexoge-néricas no binarias; la adopción de la Ley Micaela de capacitación obligatoria en perspectiva de género por parte del CIN y de todas las universidades nacionales; la posibilidad de emitir diplomas en lenguaje no binario; la introducción de áreas de género en el organi-grama de buena parte de las instituciones del sistema; la aprobación de normas que establecen la paridad en los órganos de gobierno en muchas universidades; e incluso el detalle -nada menor- de que luego de ochenta y un plenarios de “rectores”, la instancia que reúne a todas las autoridades universitarias nacionales en el marco del CIN incluya hoy la palabra “rectoras”, son sólo algunos de los pasos que en muy poco tiempo hemos dado en dirección a instalar la perspectiva de género en la agenda de las políticas universitarias en la Argentina.

Desde ya, queda mucho camino por recorrer. Las desigualdades de género y las situaciones de discriminación y violencia persisten en nuestras universidades, y el doble techo de cristal que obstaculiza el acceso de las mujeres a las posiciones de mayor jerarquía académica y política se mantiene, a pesar de que la proporción de estudiantes y graduadas mujeres sigue superando a la de varones tanto en grado como en posgrado (DNPeIU - SPU, 2022). En el actual contexto de retroceso de derechos y de confrontación abierta de las fuerzas de extrema derecha con los feminismos, debemos contener los movi-mientos regresivos que pretenden desandar las conquistas alcanza-das. La suspensión de la implementación del Registro Único de casos de violencia y discriminación por razones de género (RESIVGE), el cual iba a ser elaborado por RUGE-CIN en articulación con el SIU, a raíz de la incertidumbre sobre el destino de los datos sensibles en manos del Poder Ejecutivo Nacional, es apenas una señal de alerta sobre lo que puede venir.

No obstante, las luchas que tenemos por delante nos encuentran hoy más fortalecidas que nunca. En primer lugar, porque hemos lo-grado desnaturalizar las desigualdades de género en nuestras univer-sidades y visibilizar el largo continuo que une desigualdades, micro-machismos, discriminación y violencias. La matriz patriarcal de los procedimientos meritocráticos, de la distribución estereotipada de capacidades y áreas de conocimiento, del monopolio masculino de los más altos lugares de conducción, quedó a la vista. Y como bien sabemos las feministas, una vez que se ve, no hay vuelta atrás. En segundo lugar, porque nos organizamos, hicimos red, coordinamos acciones, debatimos, nos acompañamos, pensamos colectivamente y le dimos a esa trama, propia de la lucha feminista, un grado de institucionalidad que tampoco tiene retorno. La RUGE-CIN y, más recientemente, el Foro de Rectoras y Vicerrectoras de Instituciones Universitarias Públicas (FoReVi-CIN), creado en junio de 2022, son herramientas que hoy tenemos disponibles para una lucha que no puede sino ser colectiva.

Visibilización y organización es lo que nos permitió en la última década intervenir en todos los frentes: las normas, los procedimien-tos administrativos y jurídicos, el presupuesto, la formación, el len-guaje, la producción de información y estadísticas, y, por supuesto, el de las violencias y la discriminación por motivos de género. Nos pro-ponemos aquí documentar el camino de institucionalización de las principales medidas, acciones y políticas orientadas por el principio de igualdad entre los géneros y contra todo tipo de violencia que se han implementado en el sistema universitario en estos años. Porque allí estamos paradas, porque de ese hilo deberemos seguir tirando para defender estas conquistas frente a los movimientos regresivos y también para profundizarlas.

 

La creación de la RUGE-CIN: condiciones de posibilidad

Sin dudas, el punto de inflexión que impulsa este recorrido es la crea-ción de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias en el año 2015 gracias a la iniciativa de un grupo de investigadoras y activistas feministas pertenecientes a más de veinte universidades nacionales y, ya en 2018, su institucionalización como red al interior del Consejo Interuniversitario Nacional. El acto de lan-zamiento se realizó en septiembre de 2015 en la Universidad Nacio-nal de San Martín, y desde entonces comenzó a transitar el camino que la llevaría a convertirse en un actor ineludible de la política uni-versitaria argentina.

La creación de la Red fue posible por la confluencia de al menos tres fenómenos que actuaron como sustrato fértil. El primero remite a los desarrollos en el terreno académico: las investigaciones sobre la condición femenina, los estudios de género y las teorías feministas venían produciéndose desde la década del ochenta, y ya en los noven-ta habían dado lugar a la creación de áreas y programas de estudios en varias universidades. Ese trabajo sostenido permitió consolidar una masa crítica de universitarias feministas que producían cono-cimiento sobre la desigualdad y mantenían, además, vinculaciones con grupos activistas. Ese acumulado de conocimiento, militancia y activismos es la base sobre la que se monta la creación de la Red. Fal-taba, sin embargo, girar la mirada hacia dentro de las universidades para articular las luchas contra las desigualdades y las violencias en nuestras propias instituciones.

El segundo fenómeno tiene que ver con el clima de época. El movi-miento Ni Una Menos, con su primera movilización masiva en junio de 2015, y el debate por la legalización del aborto en 2018 contribuyeron a crear un clima de activismo feminista que permeó la vida de todas las instituciones y favoreció la introducción de la perspectiva de género en la agenda universitaria, a pesar de la hegemonía masculina y las prácticas machistas que caracterizan la conducción de las universidades.

El tercer fenómeno remite a los trabajos pioneros de investigado-ras que, desde inicios de los años dos mil, venían mostrando los fe-nómenos de desigualdad y exclusión en la academia. Dora Barrancos y Nora Domínguez, entre otras, produjeron investigaciones funda-mentales sobre las mujeres en la educación superior y en la actividad científica. En esta misma línea, las políticas promovidas por Barran-cos desde su rol en el directorio del CONICET en 2010 —como la consideración de los períodos de embarazo y nacimiento en las fe-chas de entrega de informes o del número de hijes para establecer los límites de edad para ingreso a la carrera o a becas— marcaban ya un camino que era necesario transitar en el conjunto del sistema universitario.

Ahora bien, la creación e institucionalización de la Red requirió mucho más que la combinación de condiciones de posibilidad. Fue necesaria la articulación de las voluntades, el compromiso militan-te y la capacidad de organización de muchísimas compañeras que desarrollaban sus actividades en universidades de todo el país, para avanzar definitivamente en la visibilización y el abordaje de los fe-nómenos de discriminación y violencias por motivos de género que tenían lugar dentro de los claustros.

La cuestión era particularmente compleja. Los mecanismos pa-triarcales de dominación habían quedado invisibilizados bajo los procedimientos meritocráticos propios de la academia, y las des-igualdades se atribuían a diferencias de capacidades, vocaciones o intereses, consideradas a salvo de los sesgos de género. Contra toda evidencia, se repetía que si no accedían más mujeres a los rectora-dos era por falta de interés, que si no había más mujeres en campos científicos o tecnológicos era por falta de vocación, o que si los varo-nes lograron acceder mayoritariamente a los cargos jerárquicos de la carrera académica era porque habían mostrado mayor capacidad de producción. Cuando alguna situación de abuso o violencia era irre-futable, se atribuía a razones puramente individuales y nunca como parte de un sistema de dominación que las producía y protegía.

Esto explica, en parte, que la institución que concentra la pro-ducción de conocimiento crítico acerca de las desigualdades sociales haya demorado tanto en mirar críticamente lo que pasaba puertas adentro. Como señaló Dora Barrancos en ocasión de la creación de la Red RUGE en la UNSAM, “hemos avanzado en la indagación acerca de la subalternancia y la falta de reconocimiento de las mujeres, pero no hemos hecho lo que debíamos para oponernos a la violencia, a la humillación y a la exclusión de nuestras congéneres en la propia vida universitaria” (Martin, 2021, pp. 13-14). El estallido del movimiento feminista a partir de 2015 generó el clima para que el conocimiento, la militancia y las vinculaciones de muchas universitarias encontra-ran finalmente en la Red una forma de organización y una herra-mienta de lucha.

La institucionalización en el CIN: tensiones y estrategias

Algunas de las pocas mujeres que en ese momento ocupábamos el cargo de rectoras y, como tales, formábamos parte del Consejo In-teruniversitario Nacional, asumimos el desafío y la responsabilidad de convertir la cuestión de la igualdad entre los géneros y el abordaje de las situaciones de violencia en un tema central de la agenda de políticas dirigidas al conjunto del sistema universitario.

Para ello debíamos confrontar la indiferencia —y en ocasiones, la hostilidad— de un órgano integrado en más de un noventa por ciento por rectores varones, con una larga tradición de prácticas misóginas y machistas que no diferían mucho de las que eran, y lamentable-mente siguen siendo, propias de los ámbitos políticos. En ese mar-co, estaba claro que la visibilización de las desigualdades de género dentro de las universidades no podía depender de las rectoras que coyunturalmente formáramos parte del Consejo. Era necesario en-contrar formas de institucionalidad que le dieran continuidad a las políticas de género en la agenda del órgano máximo de coordinación del sistema universitario público y que, a su vez, respaldaran las ini-ciativas que se iban multiplicando en muchas universidades, con no pocas resistencias.

El CIN contaba ya con las “redes” como formato organizacional para abordar asuntos específicos. A partir de la creación de la Red RUGE en 2015 se volvió evidente que una opción posible para insti-tucionalizar la temática era formalizar ese ámbito como red del CIN. Existían argumentos a favor y en contra. Entre los primeros, consi-derábamos la necesidad de darle permanencia a los temas de género en la agenda del CIN, la posibilidad de acceder a financiamientos, una mayor visibilidad de la posición del sistema universitario en los debates públicos y el respaldo que las decisiones del CIN podían dar a aquellas iniciativas que muchas compañeras impulsaban en sus uni-versidades sin apoyo de sus autoridades. Frente a estos argumentos, la principal objeción era que la Red perdería autonomía de decisión y se sometería a las decisiones de un órgano integrado en su mayoría por rectores varones que, salvo excepciones, se mostraban indiferen-tes a las problemáticas que estábamos planteando.

Luego de muchos intercambios, decidimos avanzar en la formali-zación bajo dos condiciones: asegurar que la coordinación quedaría a cargo de una rectora comprometida con los principios de la igualdad de género, y que se mantuviera la horizontalidad en los debates y la toma de decisiones que es propia de las organizaciones feministas.

Produjimos entonces conjuntamente la propuesta de creación y reglamento interno, presentándola formalmente al CIN en agosto de 2017. A partir de allí, se inició un derrotero que no hizo más que con-firmar la incomodidad y el temor que generaba una iniciativa pro-movida —por primera vez en el CIN— exclusivamente por mujeres, nada menos que para denunciar desigualdades y violencias machistas en nuestras universidades. Finalmente, en marzo de 2018, luego de nuestra insistencia, el tema ingresó al Comité Ejecutivo. La escena hablaba por sí misma: la decisión sería tomada por varones. De las dos mujeres que estábamos en la sala, sólo una tenía voto. El clima generado en esos años inhibía la posibilidad de rechazar de plano la iniciativa, pero no impidió la exhibición caricaturesca de todos los clichés machistas: en la misma sesión se consideraba la creación de tres redes, pero la única que generó debate fue la de género. Duran-te el intercambio, que duró más de una hora, nos explicaron cómo debíamos organizarnos, preguntándonos literalmente para qué que-ríamos una red. Uno de ellos nos relató, con tono didáctico, cómo había resuelto una denuncia de abuso en su universidad. Estaba cla-ro que no podían oponerse, pero también se encontraban presentes la incomodidad y el temor que generaba aprobar la propuesta. No fueron nuestros argumentos los que destrabaron la situación, sino la intervención de Rodolfo Tecchi, entonces presidente del CIN, que dio por terminado el intercambio y llamó a votar la incorporación definitiva de la Red. Toda la escena mostraba que estábamos en el camino correcto.

 

La construcción de una arquitectura institucional

Una vez dentro del CIN, la RUGE comenzó un proceso de consoli-dación institucional que implicó definir su propia estructura de fun-cionamiento. La primera asamblea formal posterior a la incorporación se realizó en marzo de 2018, y en ella se definió la primera Comisión Ejecutiva con representación federal. La rectora de la Universidad Na-cional de las Artes, Sandra Torlucci, fue designada presidenta y rectora coordinadora, cargo que ocupó hasta 2025, cuando asumió la Rectora de la Universidad Nacional del Comahue, Beatriz Gentile, lo que da cuenta de la continuidad de la línea política iniciada por la Red.

La dinámica de trabajo de la RUGE-CIN se fue consolidando a través de reuniones periódicas de la Comisión Ejecutiva y asambleas generales, y se consensuó una agenda de prioridades que incluía el fortalecimiento de los protocolos de atención de situaciones de vio-lencia de género, la organización de encuentros con los equipos insti-tucionales de las áreas de género, y la creación de comisiones de tra-bajo internas para abordar políticas de igualdad, transversalización, atención de casos y capacitación.

La pandemia por COVID-19 impuso nuevos desafíos, pero tam-bién demostró la capacidad de adaptación de la Red. La virtualidad permitió sostener el trabajo de formación y acompañamiento, y la Coordinación Ejecutiva, que había recaído en Vanesa Vazquez Laba desde 2019, pasó en 2021 a estar a cargo de Verónica Cruz, en un proceso de renovación que combinó continuidad política con nuevos liderazgos. Esta dinámica se ha mantenido hasta la actualidad, con Victoria Primante como Coordinadora Ejecutiva desde 2022, cargo ratificado para el período 2024-2026, y con una Comisión Ejecutiva que mantiene el principio rector de la representación federal de todos los CPRES4 del país.

Un hito fundamental en este proceso fue la creación, en octubre de 2023, de diversas comisiones de trabajo al interior de la Red: la Comisión de Formación, con especial foco en la aplicación y evalua-ción de la Ley Micaela y la Educación Sexual Integral; la Comisión de Protocolo, focalizada en la atención y prevención de las violencias; y la Comisión de Comunicación, para generar propuestas y documen-tos con argumentos sólidos vinculados a la defensa y profundización de las temáticas de géneros y diversidades. Estas comisiones han pro-ducido relevamientos e instrumentos de diagnóstico que constituyen hoy una base de información invalorable para el diseño de políticas. Posteriormente fue creada la Comisión de Asuntos Legislativos, bajo el objetivo de realizar seguimientos y articulaciones con las agendas legislativas referidas a temáticas de género y diversidad.

Paralelamente, en junio de 2022 se creó el Foro de Rectoras y Vi-cerrectoras de Instituciones Universitarias Públicas del CIN, un espa-cio de debate, diseño e implementación de políticas con perspectiva de género que coordina acciones junto a la RUGE. Esta instituciona-lización de liderazgos femeninos en el máximo nivel de conducción universitaria es quizás uno de los signos más claros de que algo ha cambiado irreversiblemente en la cultura institucional del sistema universitario argentino.

 

Ley Micaela: la formación como política de Estado

En enero de 2019 se sancionó la Ley 27.499, que lleva el nombre de Micaela García, víctima de un brutal femicidio. Durante abril del mis-mo año, la rectora coordinadora de la RUGE presentó un proyecto de adhesión a la Ley Micaela en el plenario de Rectores del CIN. Este 

4   Consejos Regionales de Planificación de la Educación Superior. proyecto fue aprobado por unanimidad, siendo un dato elocuente: en un órgano mayoritariamente masculino y con resistencias explícitas a la agenda de género, la adhesión a una ley que impone la capacitación obligatoria en perspectiva de género no encontró oposición formal.

A partir de ese momento, la RUGE desplegó una intensa labor de promoción, acompañamiento y seguimiento de la implementación de la ley en el sistema universitario. En poco tiempo, la casi totalidad de las universidades nacionales adhirió por resolución de sus conse-jos superiores, y un porcentaje muy significativo logró capacitar a sus máximas autoridades. La capacitación a las autoridades del propio CIN constituyó un gesto de enorme valor simbólico y político.

Pero la formación no se detuvo en las máximas autoridades. La RUGE impulsó, a través de distintas estrategias, la llegada de la Ley Micaela a todos los claustros y a todas las regiones del país. Un hito en este sentido fue el Programa integral de fortalecimiento institucio-nal en políticas de género universitaria, ejecutado con fondos de la Secretaría de Políticas Universitarias, que incluyó un trayecto de for-mación federal del que participaron cientos de personas de universi-dades nacionales de todos los CPRES. Este programa se sistematizó en el libro “La formación de formadorxs en género en las universida-des”, publicado por RUGE-CIN en 2023.

Uno de los nudos críticos en el abordaje de las violencias de géne-ro en el ámbito universitario ha sido la formación de los equipos ju-rídicos y sumariantes. Durante años, los procesos disciplinarios y los juicios académicos se sustanciaron bajo criterios ajenos a la perspec-tiva de género, lo que muchas veces derivaba en revictimizaciones, impunidad o resoluciones que no contemplaban las particularidades de las violencias machistas.

Fue precisamente para atender esta deuda que, en 2023, la RUGE impulsó una línea de trabajo específica destinada a formar a quienes tienen la responsabilidad de intervenir en estos procedimientos. En articulación con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, se desarrollaron ocho capacitaciones descentralizadas en todos los CPRES, con la participación de más de doscientas treinta abogadas y abogados de áreas jurídicas de cincuenta y nueve univer-sidades. El objetivo no fue solamente transmitir contenidos teóricos, sino generar criterios comunes de actuación y fortalecer la institucio-nalidad de las respuestas universitarias, de modo que los sumarios y juicios académicos se conviertan en herramientas efectivas para la garantía de derechos, en vez de perpetuar mecanismos de reproduc-ción de las desigualdades.

 

Protocolos: del 40 al 80 por ciento en cinco años

Uno de los indicadores más elocuentes del impacto de la RUGE es la evolución de los protocolos de actuación frente a situaciones de violencia de género. En 2017, más del treinta por ciento de las uni-versidades nacionales contaba con un protocolo aprobado. En 2019 esa cifra había ascendido al 73 por ciento (RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina, 2021), y en los años siguientes se mantuvo por encima del ochenta por ciento, alcanzando a la fecha a la gran mayo-ría de las instituciones5.

Este crecimiento no fue automático ni lineal. Detrás de cada pro-tocolo hay procesos institucionales complejos, resistencias, nego-ciaciones, aprendizajes. La RUGE ha acompañado estos procesos a través de diversas estrategias, entre las que destacan las clínicas de casos por CPRES. Estos encuentros, destinados a los equipos de aten-ción institucionales, han permitido compartir experiencias, analizar casos concretos, discutir criterios de intervención y fortalecer co-lectivamente las capacidades institucionales para el abordaje de las violencias. Desde 2019 hasta la actualidad, se han realizado decenas de estas clínicas en todas las regiones del país, con una metodología 

 

5  Basado en registros internos RUGE-CIN actualizados a enero del 2026. Más 

información: https://ruge.cin.edu.ar/recursero/protocolos que combina el análisis de casos con la reflexión sobre las prácticas institucionales.

La Comisión de Protocolo de la RUGE ha desarrollado, además, un relevamiento sobre el estado de situación de los instrumentos de protocolo —implementación, alcances, límites en su aplicación y re-formulaciones— y sobre las características y condiciones materiales en las cuales se desempeñan los equipos de atención6. Este trabajo permite visibilizar no sólo los avances normativos sino también las condiciones reales en que se sostiene el trabajo cotidiano de acom-pañamiento a las personas que atraviesan situaciones de violencia.

 

La producción de investigación: visibilizar para transformar

Uno de los aportes más significativos de la RUGE ha sido la produc-ción sistemática de investigaciones sobre las políticas de género en el sistema universitario, así como también acerca de las condiciones de vida de mujeres y diversidades. Esta producción ha tenido múltiples dimensiones y ha involucrado diversas estrategias metodológicas.

Un hito fundamental en esta línea fue el proyecto desarrollado en articulación con Iniciativa Spotlight Argentina, que implicó la firma de un convenio marco por parte del Consejo Interuniversitario Na-cional en abril de 2020. Este acuerdo generó una propuesta de trabajo anual que produjo: un informe diagnóstico sobre la implementación de políticas de género en el sistema universitario argentino, que in-cluyó encuestas a rectores, representantes RUGE, referentes de espa-cios de atención, y a estudiantes, docentes, investigadoras e investiga-dores; el libro “RUGE: El género en las universidades”, una memoria 

6   Para acceder al informe completo, ingresar a: https://ruge.cin.edu.ar/documentos-

y-publicaciones/43-informe-preliminar-ruge-relevamiento-sobre-los-protocolos-

para-el-abordaje-de-las-violencias-por-motivos-de-genero-en-el-sistema-

universitario de las experiencias de construcción de la red feminista; y el desarrollo del software Registro de Situaciones de Violencia de Género (RESIV-GE), concebido para homogeneizar los criterios de registro en todo el sistema universitario. A su vez, fueron desarrollados diversos talleres, capacitaciones, articulaciones con organizaciones de la sociedad civil y la creación de un documental audiovisual que recopila la trayecto-ria de la Red.

Paralelamente, la RUGE impulsó la incorporación de la variable identidad de género en los sistemas de información universitaria. A través de una mesa de trabajo interministerial con INDEC y otras instituciones, se logró incorporar la variable identidad de género en el relevamiento anual Araucano, dando cumplimiento a la Ley de Identidad de Género7 . También se efectivizaron gestiones ante el Mi-nisterio de Educación de la Nación para garantizar la emisión de títu-los académicos que respeten la identidad de género autopercibida, lo que dio lugar a la Resolución 1892/2022.

En 2023, la RUGE impulsó un Relevamiento anual de las políticas de género y diversidad del Sistema Universitario, el cual cada insti-tución universitaria responde a través de su representante RUGE. El objetivo es mantener actualizado el dato respecto a las políticas im-plementadas: aprobación y modificación de protocolos, implementa-ción de Ley Micaela, cupo laboral trans, títulos no binarios, creación de espacios de cuidado de infancias, reglamentos de cupo y paridad, y datos sobre violencias de género.

El desarrollo más ambicioso en materia de información ha sido el RESIVGE, concebido inicialmente en el marco del proyecto en alianza con Iniciativa Spotlight Argentina y desarrollado en articu-lación con el área de sistemas del CIN. El registro tiene dos objetivos fundamentales: homogeneizar los criterios y formatos de registro de 

7   Para más información, acceder al documento “Lineamientos para la incorporación de la perspectiva de género y diversidad en los sistemas de información universitarios”: 

https://www.argentina.gob.ar/generos/lineamientos-para-la-incorporacion-de-la-

perspectiva-de-genero-y-diversidad-en-los-sistemas situaciones de violencia, ofreciendo una herramienta dinámica para la gestión y el seguimiento, y generar estadísticas sobre las caracterís-ticas que asume la violencia y discriminación por razones de género en el sistema universitario.

Sin embargo, la implementación del sistema de registro quedó momentáneamente suspendida debido a la incertidumbre sobre la posibilidad de que los datos volcados en el sistema pasaran a ser de dominio público para el Poder Ejecutivo Nacional. Este episodio, ocurrido a comienzos de 2025, constituye una señal de alerta sobre los riesgos que enfrentan las políticas de género en un contexto de avance de fuerzas políticas abiertamente hostiles a los feminismos y las diversidades.

 

Haciendo Universidades Feministas: las jornadas como espacio de encuentro

Uno de los espacios más significativos que la RUGE ha generado para la reflexión colectiva y la construcción de agenda son las Jornadas “Ha-ciendo Universidades Feministas”, las cuales se realizan anualmente desde 2022 con una convocatoria federal y una participación creciente.

La primera edición se llevó a cabo en mayo de 2022 en la Univer-sidad Nacional de Rosario, con mesas de trabajo para la socializa-ción de experiencias y la producción de propuestas concretas sobre el abordaje de las violencias, la transversalización de la perspectiva de género, las políticas de conciliación, los cuidados y las políticas de diversidad sexogenéricas. Ese mismo año, en noviembre, la RUGE coorganizó el Encuentro Regional “Pensar las universidades en clave trans feminista”, en homenaje a Alejandra Ironici, en la Universidad Nacional del Litoral.

La segunda edición se realizó en septiembre de 2023 en la Uni-versidad Nacional de La Plata, en conjunto con las clínicas de casos federales, y contó con la conferencia de cierre de Dora Barrancos, en un gesto que reconoce su lugar fundamental como pionera de los feminismos académicos en la Argentina.

La tercera edición, celebrada en noviembre de 2024 en la Univer-sidad Nacional de las Artes, contó con más de cuatrocientas personas de universidades de todo el país, más de ciento veinte trabajos presen-tados, y una jornada de activaciones artísticas titulada “La universidad de lo sensible”. El momento más emotivo fue la entrega del Doctorado Honoris Causa a la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Le-gal, Seguro y Gratuito. El gesto tiene una potencia simbólica enorme: la universidad pública argentina reconociendo como merecedora del máximo honor académico a una organización de la sociedad civil que protagonizó la lucha por un derecho humano fundamental.

La cuarta edición de las Jornadas se realizó en la Universidad Nacional de Córdoba (2025), bajo el lema “Tramar, resistir, insistir: políticas de género que se construyen en red”, y convocó a más de quinientas personas de universidades de todo el país, consolidando el crecimiento sostenido de las jornadas a lo largo de los años. En ese marco, se entregó el Doctorado Honoris Causa a Roberta Clarke, comisionada de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La quinta edición, prevista para 2026, se realizará en la Universidad Nacional de Mar del Plata.

 

Articulaciones y presencia en la agenda pública

La RUGE no ha trabajado en soledad. Desde sus orígenes, ha tendido puentes con otros espacios del sistema universitario —como la Red de Cátedras Universitarias de Aborto (RUDA) o la Red Interuniversitaria de Derechos Humanos (RIDDHH-CIN)—, así como también junto a organismos del Estado nacional y provincial, organizaciones de la so-ciedad civil e instituciones académicas y feministas de otros países.

En relación al Estado nacional, la articulación ha sido intensa y diversa: con el Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad (hasta su desmantelamiento), Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Secretaría de Políticas Universitarias, y el INDEC. Con el gobierno de la Provincia de Buenos Aires se participó en la creación de la Escuela de Género, Gobierno y Comunidad y reuniones periódicas de la Dirección Pro-vincial de Equidad de Género en Salud, así como también se llevaron adelante articulaciones junto al Ministerio de Infraestructura.

En el ámbito internacional, la RUGE ha establecido vínculos con la Unión de Universidades de América Latina y el Caribe (UDUALC), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), OBREAL, y con asociaciones universitarias de México y Colombia, participando en paneles y conversatorios sobre liderazgos femeninos en la educación superior y agendas feministas universitarias.

La presencia en la agenda pública se ha materializado también a través de una intensa actividad en medios de comunicación y redes sociales, con campañas de visibilización en fechas clave y una cober-tura periodística amplia y sostenida que ha contribuido a instalar los debates feministas más allá de los claustros universitarios.

 

Lo que viene: desafíos en un contexto hostil

El camino recorrido es impresionante. En menos de una década, el sistema universitario argentino ha experimentado una transforma-ción profunda en materia de políticas de género. Pero sería un error pensar que estos logros son irrevocables. El actual contexto político, signado por el avance de fuerzas de extrema derecha que cuestio-nan abiertamente la agenda de género, plantea desafíos inéditos. La suspensión de la implementación del RESIVGE por temor a que los datos sensibles sobre violencia de género puedan ser utilizados con fines persecutorios es apenas una muestra de lo que puede venir. La desaparición del Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación, la desinversión en políticas de cuidado, los discursos que niegan la violencia de género, son todas señales de que estamos ante un cambio de época. Y en ese cambio, las universidades no son una isla.

Frente a esto, la RUGE tiene varios desafíos por delante. El pri-mero es sostener y profundizar la institucionalidad construida, sin burocratizarse ni perder la capacidad de innovación. El segundo es seguir produciendo información confiable y rigurosa, cuidando los datos recabados en contextos hostiles. El tercero es profundizar la formación en perspectiva de género en todos los claustros y disci-plinas, integrando la perspectiva de género en los planes de estudio, la investigación, la extensión y la gestión cotidiana. El cuarto es for-talecer las articulaciones con otros actores sociales y políticos que comparten nuestra agenda: movimientos feministas, sindicatos, or-ganizaciones de derechos humanos, espacios progresistas del Estado, redes internacionales. El quinto, quizás el más complejo, es mantener viva la capacidad de autocrítica y de revisión permanente de nuestras propias prácticas, para no reproducir desigualdades ni exclusiones.

Por último, necesitamos seguir imaginando. La universidad fe-minista no es un destino al que se llega y se permanece. Es un hori-zonte que se construye día a día, en cada intervención, en cada pro-tocolo, en cada capacitación, en cada jornada, en cada articulación. Es una forma de habitar la universidad que reconoce las desigualda-des, que lucha contra las violencias, que promueve la igualdad, que cuida las trayectorias, que reconoce las diferencias, que amplía los horizontes de lo posible.

Como dijimos al principio, una vez que se ve, no hay vuelta atrás. Y nosotras vimos. Vimos la matriz patriarcal que estructuraba nues-tras instituciones, vimos el continuo que une los micromachismos con los femicidios, vimos la violencia que se ejercía en nombre de la meritocracia y la neutralidad. Y una vez que se ve, no hay vuelta atrás. Podrán venir contextos hostiles, podrán intentar desandar lo andado, podrán amenazar con quedarse con nuestros datos o con ce-rrar nuestros espacios. Pero no podrán hacernos no ver. Y mientras sigamos viendo, seguiremos organizándonos, seguiremos luchando, seguiremos haciendo universidades feministas.

Porque allí estamos paradas. Porque de ese hilo deberemos seguir tirando para defender estas conquistas frente a los movimientos re-gresivos. Y también para profundizarlas.
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Introducción

Desde fines del siglo pasado, y en especial a partir de la emergen-cia del Ni Una Menos en 2015, se fortaleció una mirada crítica que condujo al debate académico en torno al conocimiento científico, la estructura y la cultura universitaria androcéntrica9, gracias a las ac-ciones de grupos militantes y movimientos políticos y sociales que incentivaron en las universidades la creación de las áreas y los estu-dios de género. La segunda década del presente siglo nos abraza en un contexto de profunda crisis del sistema universitario y nos lleva 

8  Colaboran: Beatriz Guevara (UNSa), Liliana Louys (UNJu) y Sandra Márquez (UNT).

9   Para Victoria Sau (1981, pp. 45-46), el androcentrismo es el enfoque de un estudio, análisis o investigación desde la perspectiva masculina únicamente. Es una mirada unilateral que toma al varón/hombre como medida de todas las cosas considerando que su experiencia es universal e invisibilizando las contribuciones de las mujeres y disidencias/diversidades sexogenéricas en la sociedad.

a reafirmar el compromiso por una universidad pública, gratuita y laica, junto al fortalecimiento de políticas con perspectiva de género tendientes a promover la igualdad y la equidad.

La creación de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Gé-nero y contra las Violencias (en adelante RUGE) en 2015 y su insti-tucionalización en el Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) tres años después dan cuenta de las estrategias feministas que se fueron desarrollando en el Sistema Universitario Nacional.

Para cumplir con el objetivo de este libro, que pretende ser testimo-nio vivo de estos diez años de implementación de protocolos y políticas para la atención, la prevención y la erradicación de las violencias por motivos de género, resulta conveniente en primera instancia realizar una caracterización del sistema de Educación Superior Argentino.

A tal fin, diremos que el mismo está organizado regionalmente en lo que se conoce como CPRES (Consejos de Planificación Regional de la Educación Superior) para facilitar la planificación y articulación entre las 75 instituciones de educación superior (Universidades Na-cionales, Universidades Provinciales e Institutos Universitarios) que conforman el CIN. 

Los CPRES son siete: Bonaerense, Metropolitano, Centro, Nor-este, Nuevo Cuyo, Noroeste y Sur.  Cada uno de ellos está coordinado por un Consejo Regional, integrado por los ministros de educación de las provincias comprendidas en la región y los rectores y rectoras de las universidades, tanto públicas como privadas. 

Tal como lo estipula el reglamento de redes del CIN,10 la máxima autoridad de cada institución universitaria designa una persona en calidad de representante titular y una persona en calidad de suplente, quienes serán las encargadas de representar a su universidad ante la RUGE. Cada representante RUGE, según la región en la que se en-cuentre su institución universitaria, forma parte de un CPRES espe-cífico. A su vez, cada CPRES cuenta con una persona encargada de 

10   Reglamento de redes dependientes del CIN AcPl Nº 1102/20 anexo. Art. 4. la coordinación de dicho CPRES, quien tiene el legado de garantizar la intercomunicación entre las diferentes regiones y la federalización de las acciones de la red. Estas coordinadoras conforman, junto a la Coordinadora Ejecutiva, la Comisión Ejecutiva de la Red. La Red es presidida por la Rectora Coordinadora, elegida en asamblea por el voto de sus integrantes. 

El período 2015-2018 fue de suma importancia en el ámbito uni-versitario por los efectos que aparejó el contexto de movilización feminista y el colectivo de la disidencia “en las calles al grito de Ni Una Menos, pero no sólo ahí, sino que también fueron protago-nistas en el Paro internacional de Mujeres, en los pañuelazos y en los históricos Encuentros Nacionales de Mujeres.” (Vázquez Laba y Pérez Tort, 2021, p. 30). Durante los últimos años, las universi-dades argentinas han avanzado de manera significativa en la incor-poración y transversalización de la perspectiva de género al interior de sus políticas, programas académicos y prácticas institucionales. Este proceso ha implicado en algunas universidades, la creación de programas específicos de género, diversidad y derechos humanos y la inclusión de contenidos de género en las currículas, la formación docente y la investigación.

El presente capítulo recoge la experiencia universitaria pública de la RUGE-CIN en vinculación con las problemáticas contextuales actuales (desfinanciamiento del sistema universitario y desman-telamiento de las políticas de género, principalmente), atendiendo a la conformación, organización, funcionamiento y vinculaciones de los CPRES dado que, “la reflexión sobre las experiencias personales ha sido un nudo fundamental de las prácticas políticas feministas y también de sus producciones teóricas” (Esquivel, 2023, p. 1153). Por este motivo, el objetivo que nos proponemos es recuperar la experi-encia feminista a través de los relatos de las personas que integran los siete CPRES que nuclean a las universidades públicas argentinas en RUGE-CIN y sus implicancias, con el fin de comprender territorial-mente los avances y desafíos existentes. 

Metodológicamente, el enfoque cualitativo del trabajo posibilita el análisis en detalle de los espacios feministas en el contexto uni-versitario actual, poniendo el foco en las posibilidades y limitaciones que inciden en la transversalización de la perspectiva de género. In-teresa la estructura interna, la organización y los documentos que institucionalizan el trabajo con esta perspectiva. Se problematizan las relaciones y los vínculos que se establecen con instituciones externas en relación a la legislación, políticas de género y normativas vigentes. 

Se realizaron dos modelos de relevamiento en la plataforma Goo-gle Forms, el primero tuvo como unidad de análisis a representantes RUGE-CIN de cada institución universitaria pública, y el segundo a las coordinadoras RUGE-CIN de CPRES. Los instrumentos vin-culan dimensiones sobre los espacios feministas que funcionan en las universidades atendiendo a: a) organización territorial (víncu-los entre los CPRES, historicidad, universidades que lo integran, características particulares, estrategias conjuntas, organización), b) política (interpelamos sobre los feminismos que confluyen en cada CPRES, vinculaciones con otras instituciones, estrategias), c) orga-nización institucional (universidades y áreas género, dependencias, relaciones) y d) políticas universitarias de género. Los cuestionarios se enviaron vía correo electrónico, finalizando el relevamiento en el mes de octubre del año 2025.

El relevamiento destinado a representantes RUGE-CIN obtuvo un total de 35 respuestas, es decir, 35 instituciones, de un total de 62 instituciones universitarias que conforman la RUGE (según registros a octubre 2025), representando un índice de participación del 56.45% de universidades que integran la mencionada Red. Por otra parte, el relevamiento destinado a Coordinadoras RUGE-CIN de CPRES (7 personas en total) obtuvo el 100% de participación. 

Mediante los datos relevados se realizó un análisis de mapeo bajo el objetivo de conseguir una descripción general de los CPRES, lo que también posibilita relacionar las distintas variables y entender la dinámica de los mismos, la prevalencia de las acciones, los desafíos que atraviesan los espacios feministas y las estrategias para efectivizar la transversalización de la perspectiva de género en las universidades. 

 

Los CPRES en contexto: conformación y organización

La RUGE-CIN es un espacio federal que se propuso colaborar en el diseño y desarrollo de políticas que contribuyan a erradicar las vio-lencias y desigualdades por motivos de género y así fomentar institu-ciones más igualitarias e inclusivas. La creación y puesta en funciona-miento de los CPRES en el marco de la Red se inscribe en un proceso histórico de suma complejidad donde las universidades, tradicional-mente concebidas como espacios de reproducción del conocimiento androcéntrico, han atravesado la interpelación de los movimientos feministas y del colectivo de las disidencias sexogenéricas. La tensión entre la tradición académica androcéntrica y las demandas de inclu-sión y reconocimiento de las experiencias de género diversas ha ge-nerado un campo de disputa epistemológica y política que trasciende lo meramente administrativo. 

La RUGE-CIN, en cuanto red que nuclea a los espacios feministas de las universidades, se encargó de organizar los CPRES atendiendo a la geografía y a las distancias entre las universidades con el fin de faci-litar la comunicación y las acciones mancomunadas. A solicitud de la Red, cada universidad designa, titular y suplente para representarla en la Red. A su vez, las representantes de las universidades que conforman el CPRES, por votación en asamblea, eligen a la coordinadora.11

De las encuestas realizadas surge que, en el contexto actual de desfinanciamiento al sistema universitario nacional, existen casos en donde las representantes y/o las coordinadoras de CPRES realizan las actividades en sus espacios de género universitarios de forma ad 

11   Para más información sobre los procedimientos de designación y organización de la Red RUGE-CIN, ver Resolución CE N° 1299/18 del CIN. honorem repartiendo el tiempo entre el trabajo docente y/o no do-cente y el de militancia. En otros, son representantes que accedieron a cargos jerárquicos en áreas de género y/o, en la gestión universitaria y cumplen con la representación en RUGE como parte del trabajo rentado; y al finalizar la gestión, se retiran con la experiencia de haber compartido saberes y acciones en la red. Es decir, nos encontramos con casos de doble y hasta triple jornada laboral. Cabe aclarar que ningún cargo de representación en RUGE-CIN posee honorarios de-signados para esa tarea específica.

Los CPRES en RUGE-CIN emergen como espacios complejos de articulación territorial que trascienden la coordinación administrati-va de la Red, para constituirse en ámbitos de construcción de consen-sos, negociación de diferencias y producción colectiva de estrategias de transformación universitaria. En su función articuladora, estos or-ganismos operan como mediadores entre las particularidades locales de cada universidad y las demandas generales del movimiento femi-nista, creando puentes entre experiencias institucionales múltiples y facilitando la circulación de saberes, prácticas y recursos. 

De acuerdo al Anuario 2023 de Estadísticas Universitarias de la Ar-gentina,12 el CPRES Metropolitano concentra casi el 46% del claustro estudiantil a nivel nacional, mientras que las regiones Centro y Nuevo Cuyo le siguen en peso relativo, sumando otro 33% del total nacional, y por último, los CPRES Noroeste, Noreste y Sur presentan menor densi-dad institucional y de matrícula, aunque cumplen un rol estratégico en la federalización del sistema universitario. Cabe remarcar que, en todas las regiones predomina la matrícula estatal sobre la privada.

La articulación que promueven los CPRES no se limita a la dimen-sión horizontal entre universidades del mismo territorio, sino que se extiende verticalmente hacia instancias nacionales e internacionales, y transversalmente hacia movimientos sociales, organizaciones de la sociedad civil y organismos gubernamentales. Esta multidimensio-

12  Para acceder a los Anuarios Estadísticos, ingresar a este link: https://www. argentina.gob.ar/educacion/universidades/informacion/publicaciones/anuarios nalidad convierte a los CPRES en nodos estratégicos de una red más amplia de actores comprometidos con la equidad e igualdad de géne-ro, posicionándolos como espacios privilegiados para la construcción de alianzas políticas y académicas que exceden el ámbito universita-rio tradicional. Sin embargo, esta función articuladora enfrenta ten-siones significativas derivadas de las asimetrías de poder, recursos y desarrollo institucional entre las universidades participantes, lo que puede generar dinámicas de centralización o marginalización que contradicen los principios de horizontalidad y participación demo-crática característicos de los feminismos. 

Les representantes RUGE y coordinadoras de cada CPRES deben navegar continuamente entre la necesidad de mantener la diversidad de enfoques feministas presentes en cada territorio y la construcción de posiciones comunes que permitan una acción coordinada eficaz. Esta tensión se intensifica cuando se encuentran perspectivas teóricas y prácticas que pueden resultar contradictorias o incompatibles, desde feminismos académicos institucionalizados hasta activismos de base que cuestionan las estructuras universitarias. La capacidad articulado-ra de los CPRES se pone a prueba en su habilidad para crear espacios de diálogo y articulación que no neutralicen estas diferencias, sino que las transformen en potencialidades para la innovación y el cambio, manteniendo la vitalidad política de los feminismos mientras constru-yen marcos de acción colectiva sostenibles y efectivos.

 

Desafíos de los CPRES en el camino a potenciar una RUGE federal

Desde sus inicios, la RUGE-CIN ha logrado consolidar un marco de colaboración y legitimación entre los CPRES, aunque persisten ten-siones y desafíos ligados a la heterogeneidad institucional, la disponi-bilidad de recursos y la participación desigual de las universidades. El desafío se centra en comprender las posibilidades y limitaciones del territorio universitario para fortalecer la creación e implementación de políticas de género y construir experiencias feministas sostenibles atendiendo a los múltiples contextos y niveles de desarrollo en la transversalización de la perspectiva de género.  

No obstante, los avances acumulados hasta el momento eviden-cian un compromiso creciente de las universidades con respecto a la equidad e igualdad en derechos y oportunidades, la prevención de las violencias y la discriminación por motivos de género. Este proceso dinámico requiere un seguimiento constante, capacitación continua y participación activa de la comunidad universitaria para consolidar prácticas realmente inclusivas y transformadoras, que propicien la transversalización de la perspectiva de género en los espacios universitarios. 

La conformación, difusión y articulación de la Red RUGE-CIN significó elaborar acuerdos dentro de las instituciones de nivel supe-rior y comprender que “éramos feministas haciendo política femini-sta en instituciones androcéntricas” (Martín y Rovetto, 2021, p. 41). De este modo las feministas académicas lograron la aprobación de protocolos de prevención y abordaje de violencia de género en las universidades, lo que significó un gran avance en el tratamiento y en la prevención de las violencias. Asimismo, en 2018 fue sancionada la Ley Nº 27.499, Ley Micaela, con el objetivo de establecer la capac-itación obligatoria en temas de género y violencias por motivos de género a todas las personas que trabajasen en la función pública. Al año siguiente “con el impulso de la coordinación de la Red RUGE- CIN -especialmente de Sandra Torlucci, Gabriela Dicker y Néstor “Yuyo” García-, la ley logró la adhesión de dicho órgano a través del Acuerdo Plenario Nº 1.076” (RUGE-CIN, 2025, p. 1).  

Desde una mirada federal, y según el relevamiento realizado, las coordinadoras de los CPRES coinciden en que la RUGE ha incidido positivamente en las universidades impulsando la transversalización de género y las políticas universitarias de género. Los espacios femi-nistas recientemente creados son el de la Universidad de Villa Mer-cedes (2024) correspondiente al CPRES Nuevo Cuyo y de Río Cuarto (2025) del CPRES Centro. 

En relación al análisis del funcionamiento de los CPRES, medi-ante los datos recabados en el relevamiento a coordinadoras y rep-resentantes, se identifican varios aspectos centrales sobre las políti-cas de género en el ámbito universitario. En primer lugar, destaca la influencia decisiva que ha tenido la RUGE en la creación y for-talecimiento de los Protocolos contra las violencias por motivos de género. En segundo lugar, se resalta la incorporación y aplicación de la Ley Micaela en el sistema universitario, lo que ha generado un avance significativo en la formación y sensibilización en temáticas de género dirigida los distintos actores que conforman la comu-nidad universitaria, contribuyendo a la construcción de espacios más seguros y responsables. En tercer lugar, se observa el impulso sostenido en la creación y fortalecimiento de espacios específicos destinados al desarrollo de políticas de género, tanto en instancias de gestión, como académicas y comunitarias, lo que ha fortalecido la articulación de redes interinstitucionales y la institucionalización de las mencionadas políticas. 

También, resulta relevante la producción de materiales de divul-gación y formación, la visibilidad de la temática de género en los dis-tintos niveles universitarios y la generación de conocimientos a través de experiencias prácticas, conjuntas y colectivas como las Clínicas de Casos y materiales específicos sobre género, violencias sexistas y clínica de casos, contribuyeron a visibilizar la problemática. El impul-so de intercambio colaborativo entre las personas integrantes de los distintos CPRES en la RUGE permitió institucionalizar las políticas de género y colocar la prevención y atención de la violencia patriarcal en la agenda universitaria. En este entramado de relaciones positivas al interior de la Red, además, se crearon y jerarquizaron espacios fem-inistas preocupados por impulsar y desarrollar políticas de género. 

Respecto a los aspectos más deficitarios de las políticas de géne-ro, tanto las coordinadoras como las representantes de los CPRES dan cuenta, en primer lugar, de que la principal problemática identificada es la falta de financiamiento para su desarrollo. Esta carencia presu-puestaria afecta directamente la implementación de programas, la con-tinuidad de acciones y la consolidación de estrategias institucionales.

En segundo lugar, se destacan otros déficits importantes: las políticas específicas para el colectivo LGTTBIQ+13, incluyendo la im-plementación del cupo laboral trans, la imposibilidad de consolidar un registro único para casos de violencia de género, la falta de jer-arquización institucional de las políticas de género, la insuficiencia de acciones para prevenir y atender la discriminación por género y, por último, la creación de políticas de cuidado.

Existe un consenso entre los CPRES sobre que la raíz de estos déficits se encuentra en la histórica falta de presupuesto para los es-pacios feministas, ya sea de manera exclusiva o combinada con otros factores. En algunos casos se hace referencia explícita a la falta de jerarquización política y simbólica por parte de los gobiernos de las universidades nacionales, mientras que aparece como un agravante las políticas recesivas implementadas por el gobierno nacional actu-al. Además, se mencionan factores vinculados a la heterogeneidad de los CPRES como un condicionante adicional que limita la uniformi-dad y efectividad de las políticas de género a nivel regional.

En relación con la implementación de un sistema único (digital) de registro de situaciones de violencia de género14, se identifica el desfinanciamiento, las cuestiones técnicas y la ausencia de un acuer-do político sobre los contenidos del registro como obstáculos claves, lo que evidencia la complejidad de consolidar herramientas comunes 

13   Las siglas hacen referencia a: lesbianas, travestis, trans, bisexuales, intersexuales y queers. El signo “+” indica que esta enumeración no es cerrada y puede ser modificada en el tiempo.

14   Desde RUGE-CIN, se trabajó en conjunto para elaborar el Sistema de Registro de Situaciones de Violencia de Género (RESIVGE). Los beneficios de crear este formato de registro unificado es promover la sistematización y comparación de los datos acerca de las situaciones de violencia por motivos de género en todo el Sistema Universitario Nacional. Según registros a octubre de 2025, su implementación aún no pudo ser efectuada.

y operativas a nivel nacional. En conjunto, estos factores evidencian que los déficits no son solo económicos, sino también estructurales y políticos, representando un desafío crítico para avanzar hacia políticas de género sostenibles, inclusivas y efectivas en el ámbito universitario.

 

Las universidades en los CPRES

De acuerdo con la información brindada por las representantes RUGE–CIN, el CPRES NOA estaría entre los espacios feministas uni-versitarios más antiguos del país con resolución de creación, como por ejemplo; la Comisión de la Mujer de la Universidad Nacional de Salta (1989) a instancias de María Julia Palacios y Violeta Carrique, el Área de Género y Derechos Humanos de la Facultad de Humani-dades de la Universidad Nacional de Jujuy  (1990) con Liliana Louys y el Centro de Estudios Históricos e Interdisciplinarios sobre Mujeres (CEHIM) fundado en 1991 y cuya primera directora es Beatriz Gar-rido. El mismo en 2022 fue jerarquizado en la actual Secretaria de Género, Diversidad y Derechos Humanos de la Universidad Nacional de Tucumán. Estos espacios han realizado de manera conjunta inves-tigaciones, eventos académicos y acciones de militancia desde fines del siglo pasado, cuando el género aún era “mala palabra”, parafrase-ando a Tarducci et al. (2019).

La puesta en marcha de los CPRES desde una perspectiva federal que específicamente vincula las acciones feministas llevadas adelante por las universidades de todo el país ha priorizado la interacción entre estas acciones y la RUGE–CIN a partir de la agenda que plantea la Red, pero respetando la autonomía y la cooperación mutua. De este modo se han desarrollado acciones conjuntas promovidas por la RUGE. Se-gún nuestro relevamiento, las Clínicas de Casos Federales son activi-dades que los siete CPRES (100%) han realizado en forma conjunta lo cual es coherente porque es una actividad promovida desde la Red. 

Otra acción también promovida por la Red (en articulación con el Ministerio de Justicia de la Nación) y que ocupa el segundo lugar, son las capacitaciones para el personal de las áreas legales universitarias (2023) con la participación de un 86 % de los CPRES. Le siguen las capacitaciones RUGE-CIN a los equipos de Protocolo y las declara-ciones conjuntas de la Red con el 71% de participación. 

También de forma mayoritaria, con la participación del 57 % de los CPRES, se han realizado las siguientes acciones en forma con-junta: Capacitaciones en Ley Micaela, campañas de difusión, y por último, construcción de una agenda común para acciones puntuales (por ejemplo: 8 de marzo, Ni Una Menos, Día de Acción Global por el Aborto Legal, Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, etc.). Cabe aclarar que, aunque la capacitación en Ley Micaela fue fuertemente impulsada por la RUGE-CIN, no siem-pre se pudo realizar, de forma conjunta, en los distintos CPRES. 

Claramente, la falta de financiamiento es el principal problema para el funcionamiento de los CPRES: siete de ellos alertan disponer de menores recursos en las universidades más pequeñas; seis CPRES señalan la falta de financiamiento para acciones conjuntas; y por úl-timo, cinco coinciden en las políticas públicas recesivas del gobierno nacional, respecto de la igualdad y equidad de género.

La distancia geográfica entre las universidades del CPRES tam-bién es señalada como un factor de incidencia negativa, en tanto que para los CPRES más pequeños y alejados de las grandes universi-dades, esta incidencia disminuye. Los CPRES más afectados por las distancias geográficas son NEA, NOA, Bonaerense y Sur, debido a contener en su interior facultades y/o universidades chicas y/o aleja-das de los grandes centros. Por último, los CPRES que no le asignan incidencia negativa a este factor son Metropolitano, Centro y Nue-vo Cuyo, los cuales engloban universidades de gran dimensión (en términos de cantidad de estudiantes y oferta académica) y se sitúan en las ciudades de mayor densidad poblacional.

Con un peso levemente inferior a los señalados (pero aún consid-erable) en los relevamientos aparece el siguiente factor: “la mayoría de lxs representantes de las universidades no tienen cargos rentados, dentro de la gestión y asumen las tareas de RUGE en su tiempo li-bre” señalado con, al menos, algún tipo de incidencia negativa en seis de los siete CPRES. De acuerdo a los datos relevados, con un peso también significativo, se encuentra el factor: “discontinuidad de las políticas de igualdad de género en las universidades que forman parte del CPRES”, señalado con al menos algún nivel de incidencia, por cinco de los siete CPRES.

 

Algunas consideraciones finales

En los últimos dos años, durante el actual gobierno nacional (2023-2025), las políticas de género en Argentina, y especialmente en el ámbito universitario, han sufrido un retroceso. Programas esenciales para la promoción de la igualdad, la prevención de la violencia y la atención de situaciones de vulneración de derechos fueron desfinan-ciados, desmantelados o directamente discontinuados. Esta situ-ación ha dejado a muchas universidades sin recursos suficientes para sostener protocolos de intervención, capacitación en género y espa-cios de contención para quienes atraviesan situaciones de violencia por motivos de género.

Frente a este vacío institucional, los espacios feministas, tanto insti-tucionalizados como autónomos, han asumido un rol central y han re-doblado esfuerzos. La generación y el sostenimiento de redes mediante los CPRES de la RUGE-CIN han desarrollado estrategias innovadoras para garantizar la continuidad de la formación en igualdad de género, la prevención de la violencia y la promoción de derechos. Estas redes no solo sostienen la capacitación y sensibilización de la comunidad universitaria, sino que también promueven la articulación entre distin-tos actores institucionales y sociales para mantener viva la perspectiva de género y diversidad en la educación superior.

Este escenario, sin embargo, plantea desafíos importantes. La pre-carización de los recursos y la falta de apoyo por parte del gobierno nacional dificultan la expansión y consolidación de políticas de géne-ro efectivas, obligando a los colectivos feministas a asumir cargas adicionales y a innovar continuamente para cubrir vacíos institucio-nales. Hacia el futuro, resulta fundamental fortalecer la articulación entre universidades, organismos estatales y organizaciones sociales, garantizar financiamiento sostenido, consolidar la formación en pre-vención de las violencias y ampliar la transversalización de la per-spectiva de género en todos los niveles del sistema universitario. 

La sanción de leyes y normativas nacionales, como la Ley de Ed-ucación Nacional y la Ley Micaela, junto con la aprobación de pro-tocolos de prevención y abordaje de violencia de género en diversas casas de estudios, ha generado un marco normativo que promueve la equidad, la inclusión y la construcción de ambientes educativos libres de discriminación. La transversalización de la perspectiva de género se refleja también en la planificación institucional, en la participación de estudiantes y docentes en comisiones de género, así como también en la promoción de proyectos de investigación con enfoque de géne-ro y en la articulación con políticas públicas locales y nacionales.
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Introducción 

Las universidades no son escenarios neutrales ni se encuentran al margen de las problemáticas sociales que atraviesan a la sociedad. Cotidianamente sus pasillos y sus aulas son escenarios en los se re-producen las desigualdades estructurales de género, y en muchas oca-siones, reconocerlas e identificarlas para su abordaje, no es una tarea sencilla. Vazquez Laba et al. (2022) señalan que existe cierta especifi-cidad en aquella problemática, ya que las mencionadas desigualdades se entrelazan con las lógicas jerárquicas y -muchas veces- excluyentes de la matriz saber-poder propia de los ámbitos universitarios.

Los feminismos universitarios han interpelado -no sin tensiones- a la academia, promoviendo la investigación y producción de cono-

15   La producción de este artículo se realizó con la colaboración de Zulma Cabrera y Gisela Spasiuk de la Universidad Nacional de Misiones a partir de intercambios y reflexiones en el marco de la agenda promovida por la RUGE-CIN. cimiento en el campo de estudios de género y sexualidades, y funcio-nando como la primera red conceptual, con el fin de poder pensarse hacia el interior de las instituciones y analizar cómo la universidad y los vínculos que en la misma se despliegan, son también escenarios donde discursos, tensiones y relaciones de poder evidencian situacio-nes de violencia por razones de género y discriminación, mediante formas y dinámicas particulares.

Este capítulo se define a partir de dos objetivos. Por un lado, re-cuperar la experiencia de trabajo y la militancia que ha acompañado la década de vigencia de los protocolos, identificando aportes regio-nales y federales para impulsar la reforma de dichos instrumentos. Por el otro, analizar el abordaje de las violencias basadas en razo-nes de género, producidas y reproducidas en el sistema universitario nacional, a partir de la implementación de lo que en RUGE hemos denominado las Clínicas de Casos. Considerada ésta una herramien-ta sustancial para los equipos técnicos, se trabaja sobre situaciones reales, en un ámbito legítimo de escucha, atendiendo al contexto ins-titucional y social en que se inscriben. El recorrido se inicia con la recuperación de la experiencia acumulada a lo largo de una década, para compartir las tensiones y dificultades que los distintos equipos de abordaje hemos enfrentado.

Con la creación e implementación de los Protocolos contra la vio-lencia o discriminación por motivos de género, identidad de género u orientación sexual y de los programas de sensibilización, se visibili-zan las situaciones de discriminación y hostigamiento producidas en el marco de relaciones académicas, estudiantiles, institucionales y/o laborales, tanto dentro como fuera de los espacios físicos de la uni-versidad. Trebisacce y Dulbecco (2021) señalan que el propósito del instrumento es triple: intervenir, sancionar y prevenir, desde donde surgen nuevas preguntas y estrategias que ayudan en la construcción más acabada del fenómeno.

Sin embargo, continúa vigente el desafío de desplegar una inter-vención y reparación integral que permita acompañar con el compro-miso de sostener un ámbito de respeto y de evitar revictimizaciones atendiendo a la singularidad de cada situación para abordarla sin so-breintervenir ni tutelar.

En este contexto, durante el II Encuentro de la Red Interuniver-sitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias en la Uni-versidad Nacional de Avellaneda en 2016, se desarrolló la primera edición de la Clínica de Casos, promovida por el Programa Trans-versal de Políticas de Género y Diversidad Sexual de esa universidad, participaron cerca de cuarenta personas de diferentes universidades y unidades académicas, en un espacio colectivo de intercambio sobre perspectivas y experiencias entre quienes intervienen en los procesos de atención y denuncias concretas dentro de las instituciones con o sin Protocolo vigente (Martin, 2021). Posteriormente, a partir de la incorporación de la RUGE al CIN, estos espacios fueron incorpora-dos al calendario de actividades anuales, desarrollándose tanto las Clínicas Regionales de Casos (en cada CPRES), como las Clínicas Federales de Casos, estas últimas durante las Jornadas Nacionales “Haciendo Universidades Feministas” (ediciones 2023 y 2025).

 

Características de la experiencia de las clínicas de casos

La noción de “clínica”, enfoque tradicionalmente asociado al campo de las ciencias de la salud, se resignifica en el desarrollo de estas pro-puestas que analizan casos o situaciones problemáticas articulando abordajes interdisciplinarios16 y complejos que enriquecen la mirada sobre la intervención. Estos encuentros tejen una red entre y dentro de las universidades, instauran una práctica de cuidado colectivo y elaboran estrategias de abordaje para evaluar colectivamente las di-ficultades burocráticas y fortalecer la capacidad de respuesta institu-cional frente a las violencias por razones de género. 

16   Encuentro íntimo entre “co-formadoras”, quienes, desde sus distintas prácticas profesionales, contribuyen a la formación mutua.

Metodología de las Clínicas de Casos

Estas instancias comienzan analizando casos individuales anonimi-zados, para luego detectar posibles abordajes de “nudos problemáti-cos” y reconocer la necesidad de revisión estructural de reglamentos institucionales, lo que sitúa las discusiones en el plano político de la vida universitaria.  

La propuesta es que funcionen como un dispositivo pedagógico situado, entendiendo que los casos de violencia de género no pueden ser abordados de forma descontextualizada, ni separados de las es-tructuras de poder que los producen y sostienen.  

La actividad se realiza en formato taller, con grupos de discu-sión de problemas que analizan y comparten estrategias de abordaje desplegadas en la atención y/o prevención de las violencias sexistas y machistas en el ámbito universitario, focalizando en la relevancia de generar intervenciones interdisciplinarias pertinentes, eficaces y cualificadas, con énfasis en la dimensión reparatoria y de acompaña-miento de las estrategias desplegadas.  

En la instancia regional, además del registro de situaciones, se recuperan los dilemas éticos, institucionales y políticos emergentes de cada situación, validando los saberes académicos, técnicos y ex-perienciales que articulan la construcción de respuestas colectivas.

En estos encuentros se aborda la recurrencia de ciertas prácticas, como el acoso sexual, la discriminación y los comentarios sexistas. Además, buscan promover la articulación con instituciones externas para superar la burocratización y la descoordinación que, a menudo, obstaculizan una mirada integral basada en la dimensión pedagógica y transformadora de los Protocolos. La convocatoria reúne un amplio espectro de participantes entre quienes se cuentan equipos técnicos, profesionales, docentes, no docentes y/o autoridades.

En la agenda de los encuentros, surgieron las siguientes temáticas y desafíos recurrentes: 

•  Institucionalización y Recursos: necesidad de jerarquización 

de los espacios de género con presupuestos suficientes para impedir la precarización laboral de los equipos técnicos. 

•  Marco Normativo: necesidad de reforma estructural de re-

glamentos y actualización de protocolos para evitar la revic-timización y trabajar con abordajes restaurativos/integrales.

•  Formación y Articulación: crear capacitaciones en perspecti-

va de género para áreas legales de modo de evitar las demoras y obstáculos administrativos, y articular con dispositivos de salud mental.

•  Barreras y Disparidad: preocupación por la ausencia de con-

sultas por parte de la población LGBTTIQ+17, falta de celeri-dad y disparidad en el tratamiento según claustro o Unidad Académica.

En las instancias federales, el equipo organizador realiza una con-vocatoria y selección de casos, para luego construir casos prototípicos de resolución compleja. Estos modelos favorecen la reflexión colectiva sobre las distintas estrategias que podrían implementarse en el abor-daje18. A partir de ellos se revisan y recorren las siguientes temáticas:

•  Estrategias y modalidades de intervención institucional y legal.

•  Tipificación y registro de las situaciones denunciadas.

•  Conformación y cuidado de los equipos de atención y acom-

pañamiento.

•  Vinculación con otros sectores del Estado y la sociedad civil 

para consolidar redes de respuesta integral.

 

17  Para más información sobre esta problemática, leer el capítulo “Tres representaciones y más preguntas. Las situaciones de discriminación y violencia de las personas LGBTNBIQ+ en las universidades públicas argentinas” del presente libro. 18   En el marco de la 2ª. Clínica de Casos de Violencias de Género del CPRES NOA se evidenció la importancia de este espacio como un medio para promover una articulación permanente entre los equipos técnicos de diferentes universidades.

•  Marginalidad presupuestaria, la cual impide garantizar gru-

pos de trabajo permanentes y la continuidad de las acciones.

Surgen de ese proceso límites, contradicciones, resistencias y desafíos, que convergen en la promoción de líneas de acción, de intervención y reparación, en este sentido el Informe preliminar RUGE-CIN “Relevamiento sobre los Protocolos para el abordaje de las Violencias por motivos de Género en el Sistema Universitario”19 identifica la falta de presupuesto y la necesidad de formación para el personal que interviene en los procesos de denuncia, lo que dem-uestra la importancia de estos espacios para mapear las dificultades sistémicas a nivel federal.

 

Trayectoria de las clínicas de casos: sus memorias regionales20 y el encuentro federal

Para la elaboración de este capítulo, se recolectaron datos a escala regional mediante consultas a las Coordinadoras RUGE-CIN de los distintos Centros de Planificación Regional de la Educación Superior (CPRES). Con el objetivo de recuperar el trabajo de las Clínicas de Casos, la solicitud se extendió a los equipos técnicos encargados del abordaje de estas problemáticas, incluyendo a aquellos no integrados formalmente en la Red. 

 

19   Para acceder al informe, ingresar a este link: https://ruge.cin.edu.ar/documentos-y-publicaciones 

20   Agradecemos la colaboración de las compañeras de los distintos CPRES: Luciana Basso, Daniela Lossigio, Luz Sánchez, María Clelia Guiñazú, Rocío Cordes y Andrea Vallejos, quienes con buena predisposición han aportado información a través de documentos, entrevistas telefónicas y videollamadas. 

Primeros desafíos 

La primera clínica se realizó durante el segundo encuentro de la RUGE en 2016 en la Universidad Nacional de Avellaneda, partici-paron cerca de cuarenta personas de diferentes universidades y uni-dades académicas, especialmente del Área Metropolitana de Buenos Aires. Durante este evento se trabajó sobre los instrumentos que se ya se habían creado en algunas universidades (los cuales parecían muy distantes de los reglamentos disciplinarios), sobre las dificultades en el diálogo con los equipos jurídicos, y las dificultades que se encon-traban en el camino, particularmente al recurrir a la denuncia admi-nistrativa (Martín, 2021). 

Al año siguiente, en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de Rosario, se realizó la segunda Clínica de Casos. Con participación de más de veintiséis in-stituciones, la dinámica de trabajo supuso la división en dos comis-iones de trabajo: en una se continuó trabajando con los análisis de casos concretos, y en la otra se trabajó en la socialización de estrate-gias político-burocráticas para promover la creación de protocolos en las universidades que aún no los tenían o estaban iniciando las discusiones y debates para desarrollarlos (Martin, 2021). 

En ese encuentro se reforzó la importancia de trabajar en la sensi-bilización en materia de géneros y construcción de compromisos en cada espacio universitario, bajo el objetivo de alcanzar el diálogo con autoridades e interpelar a las gobernanzas de las universidades. Se es-tablecieron comisiones de trabajo con el fin de obtener el apoyo de las autoridades universitarias para la inclusión de la Red dentro del CIN.




El camino recorrido: desarrollo, escalas y ejes centrales Sistematización de las Clínicas de Casos RUGE-CIN (2016-2024)21

 

AÑO    ESCALA                  CONTEXTO SEDE/CPRES UNIVERSIDAD                        APRENDIZAJES/TEMAS CENTRALES

2017        Área           Universidad     2° Encuentro de la Red •      Análisis de instrumentos creados. 

Metropolitana        Nacional       Interuniversitaria por la •      Dificultades en el diálogo con equi-

de Buenos Aires                                                     pos jurídicos. de Avellaneda igualdad de género y con-

su incorporación al CIN).  especialmente al recurrir a la de- nuncia administrativa.  Participaron cerca de 40  tra las violencias (antes de •  Tiempos y demoras en situaciones, 

referentes de universidades 

y unidades académicas: 

UNSAM, FFyL, FCSoc., 

Fac. Ingeniería (UBA), 

Colectivo contra las Vio-

lencias de la UNGS, UNQ, 

UNLP, UNR, entre otras. 

2017       Federal         Universidad     Participaron más de 26 •      Continuación del análisis de casos con 

Nacional       instituciones. Se estab-        características similares a 2016. 

de Rosario •  Socialización de estrategias políti- lecieron comisiones de 

apoyo de autoridades e  creación de protocolos en universida- des sin ellos o en inicio de discusión.  trabajo para obtener el  co-burocráticas para promover la 

inclusión en el CIN.

•  Importancia de la sensibilización en 

géneros y diálogo con autoridades.

2018     Institucional       RUGE – CIN    Incorporación de RUGE •      Las clínicas regionales buscarán 

al CIN, Impulso  de clíni- identificar puntos de encuentro y 

cas regionales por CPRES. diferencias entre universidades, 

trascendiendo el caso individual 

hacia “nudos problemáticos” o di-

ficultades sistémicas a nivel federal 

(Ej.: falta de presupuesto, necesidad 

de formación, mapeo de dificulta-

des).

2019      Regional       CPRES CENTRO 1° y 2° Encuentro CPRES •     Reforma estructural de reglamen-

Universidades    Centro “Género y Univer-        tos, institucionalización/jerarqui-Nacionales de                                      zación. sidad”.

Entre Ríos y Río  •  Se trabajó en tres comisiones con 

Cuarto                                    casos prácticos.

 

21   Elaboración propia AÑO            UNIVERSIDAD                       APRENDIZAJES/TEMAS ESCALA CONTEXTO SEDE/CPRES CENTRALES 2019      Regional      CPRES METRO-Primer Encuentro de •     Intercambio sobre violencias de 

POLITANO Uni-CPRES Metropolitano  género y discriminación sexual en 

versidad Nacional                                    universidades nacionales. “Políticas de género en 

 

Arturo Jauretche •  Revisión de estrategias de inter- Universidades Nacio- nales: Perspectivas de  vención, condiciones de los equi- pos y articulaciones realizadas/  abordaje y modalidades  de intervención ante si-        posibles. • Fortalecer el trabajo en red entre tuaciones de violencia de universidades. género y discriminación • Implementación de Ley Micaela sexual”. y la capacitación a trabajadores y Participaron autoridades estudiantes.  de RUGE - CIN.

•  Transversalización de la perspecti-

va de género.

2022      Regional       CPRES CENTRO. Encuentro Regional “Pen-•      Necesidad de reforma estructural 

Universidad Na-   sar las universidades en       de reglamentos para evitar lagunas cional del Litoral                                        legales. clave trans feminista”. 

Igualdad, Género y Diver- nales” por contradicciones norma- tivas.  sidad de Santa Fe.  Coorganizado con Min. •  Constatación de abordaje “artesa-

2022      Regional       CPRES NUEVO Énfasis en el análisis es-•      Se incorpora el enfoque metodo-

CUYO     tructural y político de las        lógico de detección de “nudos pro-

Universidad Na- blemáticos” intentando superar el  políticas de género. 

cional de Cuyo abordaje sobre casos individuales. 

•  Búsqueda de trascender la lógica 

administrativa o técnica.

•  Consenso en la necesidad de 

transformaciones institucionales 

integrales (prevención, acompaña-

miento, formación, transversaliza-

ción).

2022      Regional      CPRES METRO-Encuentro entre repre-•     Capacitación interna para equipos 

POLITANO    sentantes RUGE e inte-       a cargo de la atención a las consul-Universidad      grantes de los equipos       tas y denuncias. 

Nacional de Avel- •  Debate sobre los procesos de re- técnico-profesionales de  laneda visión y reescritura de los protoco- atención de violencia por  los, incorporando temáticas trans- motivos de género de las 

25 universidades que in- versales al abordaje de la violencia  de género en la universidad.  tegran el Área Metropoli-

tana de Buenos Aires.




AÑO            UNIVERSIDAD                        APRENDIZAJES/TEMAS ESCALA CONTEXTO SEDE/CPRES CENTRALES

2023      Regional       CPRES NUEVO La Clínica contó con la •     Institucionalización y jerarquiza-

CUYO.      participación de referen-       ción de espacios de género (recur-

Universidad  sos, autonomía, precarización).  tes de la Universidad Na-

 

Comechingones a puestos jerárquicos y relaciones  versidad Nacional de San  de poder (necesidad de RUGE  Juan, Universidad Nacio- Nacional Los  •  Detección de denuncias vinculadas  cional de San Luis, Uni- nal de Cuyo y Universidad         como veedora externa). • Inclusión de identidades diversas Nacional de Villa Merce-(trans, no binarias, niñeces/adoles-des. Asistieron también cencias) y avances en Ley de Cupo autoridades y equipos de Laboral Travesti-Trans. género de la universidad • Procesos sancionatorios y abor-sede y la coordinación 

dajes restaurativos (búsqueda de 

federal y regional de la  modelos reparadores/transforma-

RUGE.                   dores).

•  Formación y transversalización 

(Ley Micaela, tensión entre acredi-

tación formal y procesos transfor-

madores).

2023      Regional         CPRES NOA     Modalidad híbrida. Par-•      Violencia simbólica (en ambiente 

Universidad Na-   ticiparon referentes de      académico) 

cional de Salta •  Necesidad de presupuesto genui- Salta, Tucumán, Jujuy, 

en la participación de au-        ad-honorem.  • Catamarca. Alta dificultad  no y rentar equipos actualmente 

toridades. Abordaje de violencias en escuelas  preuniversitarias.

2023        Local        Universidad Na-   Se realizaron dos clínicas •      Tareas centralizadas en trabajo 

cional de Salta     internas para analizar la        ad-honorem. 

situación en la comunidad •  Se reitera la demanda de jerarqui-

universitaria.                       zación y presupuesto.

2023      Regional         CPRES NEA    Encuentro presencial •    Revisión de procedimientos im-

Universidad      con la participación de       plementados en situaciones de Nacional del  violencia de género, compartir ex- la Rectora de la Universi-

Nordeste periencias y evaluar adecuaciones  dad Nacional de las Artes 

(UNA) y Rectora Coordi-        normativas/administrativas. nadora RUGE-CIN, San-

dra Torlucci.

2023      Regional        CPRES SUR     Encuentro presencial que •      Repensar y ajustar modos de ac-

contó con el aporte de la  tuación ante las denuncias por 

Universidad      Rectora de la UNA y Rec-        violencia de género en el ámbito 

Nacional de la                                        universitario. tora Coordinadora RU-Patagonia San     GE-CIN, Sandra Torlucci.

Juan Bosco AÑO            UNIVERSIDAD                       APRENDIZAJES/TEMAS ESCALA CONTEXTO SEDE/CPRES CENTRALES 2023      Regional      CPRES BONAER-Encuentro presencial • Intercambio colectivo sobre estra-

ENSE      con la participación de la        tegias de abordaje, intervención 

Universidad Na- y articulaciones de situaciones de  Rectora de la UNA y Rec-

cional del Centro  violencia en espacios universita- tora Coordinadora RU- de Buenos Aires. de la Provincia                                        rios. GE-CIN, Sandra Torlucci. • Taller temático sobre masculini-

Tandil dades destinado a estudiantes de  UNICEN

2023      Federal       Universidad Na-II Jornadas Naciona-•     Mapeo de violencias y obstáculos 

(UNLP) violencias laborales crónicas, acoso  sidades Feministas”  sexual y abuso de poder en vínculos  RUGE-CIN  cional de La Plata  institucionales: Predominio de  les “Haciendo Univer-

jerárquicos, potenciadas por la vio-

lencia institucional (falta de celeridad 

en los procesos y prescripción de 

expedientes) y la ausencia de confi-

dencialidad y articulación interinsti-

tucional efectiva.

•  Necesidad de reforma normativa:

Urgencia de incorporar la dimen-

sión reparatoria con carácter obli-

gatorio en los protocolos (medidas 

preventivas y de restitución, más 

allá de lo sancionatorio), adoptan-

do un abordaje transdisciplinar e integral. Surgimiento de la Comi-sión de Protocolo. 

•  Jerarquización y Cuidado de 

Equipos: Necesidad de institu-cionalización, jerarquización y 

dotación de recursos a los equipos 

técnicos para contrarrestar el des-

gaste emocional y operativo de los 

equipos técnicos que trabajan con 

alta carga y complejidad de casos 

y escaso reconocimiento institu-

cional. Se plantea el abordaje de las 

violencias como responsabilidad de 

toda la comunidad universitaria. 

La estrategia de cuidado se vincula 

al trabajo colectivo, la supervisión 

externa y la ampliación de redes 

interuniversitarias para compartir 

jurisprudencia. 

AÑO UNIVERSIDAD  APRENDIZAJES/TEMAS  ESCALA  CONTEXTO  SEDE/CPRES  CENTRALES

2024      Regional        CPRES NEA    Modalidad híbrida. Par-•     Intercambios sobre: 

Nacional del                                     gionales (incluso virtuales). CPRES NEA, equipos • Universidad  •  La necesidad de sostener espacios re- ticiparon referentes del 

Nordeste La importancia de la instituciona- de atención de UNNE 

y representantes de  lización y jerarquización de áreas 

de género (cargos rentados/con-

UNAM y UNCAUS. A      cursados). su vez se contó con la •  La mirada restaurativa, pedagógica 

colaboración y aportes  e inclusiva de protocolos y la poten-

(UNER) versalizar salud sexual/reproducti- va, diversidad, derechos humanos.  de la Lic. Luciana Basso  cialidad de protocolos para trans-

•  La vinculación entre violencias y 

otras problemáticas (salud mental, 

consumos). 

•  Necesidad de fortalecer la articu-

lación entre áreas (género, legales, 

académicas).

2024      Regional        CPRES NOA    Modalidad híbrida. Par-•     Se propuso una jornada específica 

Universidad Na- sobre modificación de Protocolos.  ticiparon referentes y  cional de Salta  Necesidad de superar el modelo  equipos de intervención  “ventanilla de denuncias” hacia un  y representantes de las 

Universidades Nacional  abordaje integral y empoderador.

de Jujuy, Tucumán y  mación feminista en Secretarías  •  Se reconoce la necesidad de for-

Salta.                                 Legales.

2024      Regional       CPRES CEN-    Modalidad Híbrida.       •     Problemáticas Invisibilizadas: Pre-

Universidad  de la comunidad LGBTTIQ+.  de Casos CPRES Cen- •  Dificultades: plazos y falta de cele- Nacional de  TRO. ocupación por la “denuncia cero”  Reunión Anual Clínica 

Rosario  tro organizada junto a  ridad en las decisiones, disparidad  AGESEX-UNR.  en el tratamiento según claustro. 

Necesidades: formación propia y 

permanente, estrategias de cuida-

dos para equipos (salud mental).

2024      Regional      Universidad del                           •      Repensar y ajustar modos de actua-

Chubut (modali- ción frente a las Violencias de Gé-

CPRES SUR nero para lograr abordaje integral  dad virtual)  •  Reflexionar sobre las expresiones 

de violencias, formas de aborda-

je, modalidades de intervención y 

contextos de producción y repro-

ducción

•  Fortalezas y dificultades de los 

abordajes AÑO            UNIVERSIDAD                       APRENDIZAJES/TEMAS ESCALA CONTEXTO SEDE/CPRES CENTRALES 2024      Regional       Cpres Nuevo    Modalidad presencial. •     Mapeo actualizado de nudos pro-

Cuyo (UNSL) blemáticos con énfasis en los avan- Contó con la participa- ción activa de las Uni- ces logrados y en las áreas que re- quieren más atención.

versidades Nacionales 

de Cuyo, La Rioja, San 

Juan y Villa Mercedes.

2024      Regional       CPRES ME-    Encuentro entre repre-•     Revisión de abordajes ante situ-

TROPOLITANO  aciones de violencia laboral por  sentantes RUGE e inte- (UNLa)  motivos de género y en clave inter- grantes de los equipos  seccional considerando aspectos de 

técnico-profesionales  la salud mental o la discapacidad.  de atención de violencia  •  Reflexiones sobre la experiencia  por motivos de género  de capacitación en perspectiva de  de las universidades que  género dirigida a las áreas jurídicas 

integran el área metro- y sumariantes de las Universidades 

politana de Buenos Ai-       Públicas res. También participó 

la Secretaría de Género 

y Diversidad del Recto-

rado de la Universidad 

Tecnológica Nacional.

La Clínica Federal 

La Clínica Federal de Casos 2023 (UNLP) estuvo a cargo de una co-misión federal que diseñó una metodología de dos instancias: El traba-jo en comisiones con modalidad de taller sobre casos críticos remitidos por los CPRES; y la instancia plenaria sobre tres ejes fundamentales:

[image: ]

 

a. Tipologías y modalidades de violencia de género en la universi-

dad (claustros, contextos y relaciones de poder).

b. Mapeo de dificultades en las estrategias de los equipos técnicos 

y contrastes con otros ámbitos de intervención.

c. Caracterización de acciones reparatorias con perspectiva inte-

gral e interseccional.

Como resultado del plenario, surgió el compromiso de elaborar un documento sobre condiciones mínimas para el funcionamiento de los espacios de atención, iniciativa que dio origen a la actual Co-misión de Protocolos.

Las memorias de estas instancias, arrojaron los siguientes hallazgos:

 

1. Tipologías y modalidades de las Violencias por Razones de Género en el ámbito universitario

Las comisiones concluyeron que las violencias universitarias —sim-bólicas, psicológicas, laborales, institucionales, económicas y sexua-les— se inscriben en tramas jerárquicas complejas. Se identificó que la violencia laboral en el claustro nodocente suele estar naturaliza-da por culturas institucionales que legitiman gestiones autoritarias. Esto se agrava con la violencia institucional, manifestada en demoras procesales y prescripción de expedientes. Se subrayó la necesidad de nombrar y categorizar estas prácticas para visibilizarlas, priorizando el análisis de riesgo en casos de abuso de poder y acoso sexual por parte de autoridades, donde la falta de medidas preventivas suele de-rivar en la revictimización. También se detectaron casos de violencia doméstica con vínculos mixtos (miembro universitario y externo), que impactan en trayectorias académicas y laborales.

 

2. Estrategias de abordaje

El diagnóstico señala la necesidad crítica de celeridad, confidenciali-dad y articulación interinstitucional. Se propone:

•  Fortalecer la seguridad de los circuitos administrativos y la 

coordinación con el Poder Judicial.

•  Desmitificar las medidas protectivas (muchas veces confun-

didas con sanciones) mediante capacitaciones en el marco de la Ley Micaela.

•  Fomentar el abordaje transdisciplinar y la colaboración con 

gremios y asesorías jurídicas.

•  Revisar protocolos de notificación y suspensión en casos que 

involucren a autoridades para evitar represalias.

 

3. Dimensión reparatoria / probatoria

Se observó una baja institucionalización de la reparación en los pro-tocolos actuales. Se propone que las medidas reparatorias dejen de ser meras recomendaciones y adquieran carácter obligatorio y vincu-lante. La reparación se concibe como un proceso co-construido con la persona afectada que incluye:

•  Acciones simbólicas, psicoeducativas y de formación en mas-

culinidades.

•  Transformación del clima académico y restitución de derechos.

•  Condicionar la participación en concursos al cumplimiento de 

estas medidas. En el plano probatorio, se enfatiza el registro temprano y cuidadoso de los relatos y la producción de infor-mes interdisciplinarios sólidos para las instancias sumariales.

 

4. Estrategias de cuidado de los equipos

Los equipos enfrentan un alto desgaste emocional debido a su es-tructura reducida y al escaso reconocimiento: Equipos mínimos para la atención para la complejidad y cantidad de casos. Se reconoce la urgente necesidad de jerarquizar y profesionalizar estos espacios, ga-rantizando estabilidad laboral y recursos. El cuidado colectivo debe basarse en el trabajo transdisciplinar, la supervisión externa, las redes interuniversitarias e interinstitucionales y el intercambio de buenas prácticas (banco de casos). Finalmente, se concluye que la preven-ción y el abordaje no deben recaer solo en los equipos, sino que son una responsabilidad institucional compartida.

En síntesis, la Clínica Federal de Casos 2023 permitió mapear patrones de abuso de poder y violencia laboral crónica en las uni-versidades, agravados por la violencia institucional manifestada en la lentitud procesal y la falta de celeridad. El encuentro consolidó tres demandas claves para el abordaje de las violencias en el ámbito uni-versitario: incorporar la obligatoriedad de la dimensión reparatoria en los protocolos, garantizar el abordaje transdisciplinar articulado con las áreas legales, gremiales y judiciales y la institucionalización de los equipos técnicos sostenido por la responsabilidad de toda la comunidad universitaria.

 

Aportes a la implementación y reforma de los protocolos

Las Clínicas de Casos se han consolidado como una herramienta y un espacio clave en la reflexión colectiva cuyos hallazgos convergen en líneas de acción directas para la revisión, actualización y mejora de los protocolos contra la violencia por razones de género en las universidades. 

Si bien se reconoce el triple propósito de los protocolos vigentes -intervenir, sancionar y prevenir-, la experiencia compartida en las clínicas ha permitido visibilizar obstáculos recurrentes en su imple-mentación. Entre estos se destacan las demoras procesales, el exceso de burocratización y una persistente falta de perspectiva de género en las instancias de aplicación. 

Frente a este diagnóstico, los encuentros han identificado la nece-sidad urgente de impulsar una reforma estructural de los reglamentos. Esto implica no solo una actualización conceptual y procedimental para incorporar normativas vigentes y problemáticas emergentes, sino también la integración de elementos clave sistemáticamente ausentes. 

 

Hitos en el desarrollo de las Clínicas de Casos en Argentina

(2016-2024)22

2016-      FASE INICIAL Y    •     Análisis de los primeros instrumentos y casos. 2017      DIAGNÓSTICO    •    Temas Centrales:

(ANTES DE LA       •       Dificultades en el diálogo con los equipos jurídicos.

RUGE) •  Socialización de estrategias para crear protocolos donde  no existían.  CREACIÓN DE  •  Tiempos y demoras en las denuncias administrativas.

•  Importancia de la sensibilización y el diálogo con las au-

toridades.

2018      INSTITUCIONA-   •    Constitución de la RUGE en el CIN. Impulso federal 

LIZACIÓN            (por CPRES).

•      Temas Centrales:

•  Cambio metodológico: Trascender el caso individual 

para abordar “nudos problemáticos” o dificultades sis-

témicas.

•  Mapeo de dificultades federales (falta de presupuesto, 

necesidad de formación).

2019-      CONSOLIDA-      •    Profundización del análisis regional y estructural 2022      CIÓN REGIO-     •    Temas Centrales:

NAL Y ESTRUC-      •    Revisión y reescritura de protocolos. Necesidad de re-TURAL forma estructural de reglamentos (para evitar lagunas 

legales).

•  Institucionalización y jerarquización de los espacios.

•       Constatación de un abordaje “artesanal”.

 

22   Elaboración propia 2023      PROFUNDIZA-    •    Ampliación del alcance de los “nudos problemáticos” y 

CIÓN Y DIVER-       consolidación del formato regional. SIFICACIÓN DE    •    Temas Centrales: LA AGENDA       •    Abordajes restaurativos (búsqueda de modelos repara-

dores/transformadores) vs. sancionatorios.

•  Denuncias que involucran puestos jerárquicos y relacio-

nes de poder.

•  Inclusión de identidades diversas (trans, no binarias) y 

Ley de Cupo Laboral Travesti-Trans.

•       Violencia simbólica y en escuelas preuniversitarias. •  Problema del trabajo ad-honorem y la necesidad de pre-

supuesto genuino.

2024      ABORDAJE DE     •    Preocupación por problemáticas invisibilizadas, sos-

BARRERAS,           tenibilidad y continuidad. INTERSECCIO-    •    Temas Centrales: NALIDAD          •    Preocupación por la “denuncia cero” de la comunidad Y CUIDADO           LGBTTIQ+.

•  Falta de celeridad y disparidad de tratamiento según el 

claustro.

•  Obstáculos por falta de formación feminista en Secre-

tarías Legales.

•  Necesidad de estrategias de cuidado para los equipos 

(salud mental).

•  Interseccionalidad: Vínculo con violencia laboral, salud 

mental, discapacidad y consumos.

•  Fortalecimiento de la mirada restaurativa, pedagógica e 

inclusiva.

Analizando los hitos en el proceso de construcción colectiva en el contexto de las Clínicas de Casos, pueden identificarse los siguientes aportes para la reforma y/o fortalecimiento de los protocolos:

•  Incorporar la dimensión reparatoria: existe un consenso so-

bre la escasa institucionalización de la reparación en los proto-colos actuales. En el marco de las Clínicas surge la propuesta de actualizar los mecanismos para incluir medidas de reparación que adquieran un carácter obligatorio y dejen de ser meras recomendaciones. Esta reparación se entiende como un proce-so integral, co-construido con la persona afectada, que incluye acciones simbólicas, preventivas y estructurales.

•  Reducir la revictimización: garantizar la celeridad en los 

procesos, fortalecer la confidencialidad y evitar la disparidad en el tratamiento según el claustro o la unidad académica.

•  Fortalecer el sentido pedagógico: revisar las tensiones que 

emergen en el cotidiano institucional para así reforzar la di-mensión pedagógica y transformadora de los Protocolos. El objetivo es superar la lógica de la “ventanilla de denuncias” y generar verdaderos cambios culturales en la comunidad uni-versitaria.

•  Contextualizar la implementación del Protocolo en las po-

líticas públicas universitarias: favorecer debates y reflexio-nes sobre potencialidades y obstáculos de esta herramienta de intervención, que trasciendan las fronteras del cotidiano de cada institución universitaria.  

En síntesis, a escala regional y/o federal, las Clínicas han permit-ido proponer iniciativas de intervención y reparación que superen los obstáculos detectados en la implementación de los Protocolos, con enfoque pedagógico y equipos fortalecidos y jerarquizados bajo el objetivo superior de transformar las culturas universitarias hacia modelos más igualitarios, integrales y libres de violencias.

Sin embargo, tal como lo han señalado los informes de la Red RUGE-CIN, la viabilidad de estas reformas y la continuidad de las ac-ciones dependen ineludiblemente de la asignación de un presupuesto y la jerarquización de los equipos, garantizando grupos de trabajo permanentes, con estabilidad laboral y oportunidades de formación continua, así como del contexto institucional de cada universidad y/o unidad académica.

En las últimas clínicas de casos, tanto regionales como federa-les, parte del debate se ha centrado en la intersección entre violencia y salud mental, la sobrecarga que ello implica para los equipos de atención que son quienes recepcionan esta demanda y la falta de her-ramientas de las que dispone el sistema para dar respuesta. 
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Introducción. Acerca de la necesidad de construir datos sobre los protocolos y sus equipos

En el marco de las II Jornadas Nacionales “Haciendo Universidades Feministas” (2023) organizadas por la Red Interuniversitaria por la igualdad de género y contra las violencias (RUGE-CIN) y la Univer-sidad Nacional de La Plata, la asamblea de la Red se propuso cons-truir un relevamiento nacional que permitiera identificar nuevos emergentes y escenarios dilemáticos en torno al abordaje de las vio-lencias en el ámbito universitario y las condiciones en que los equipos de atención desarrollan su tarea.

En particular, la necesidad tomó cuerpo luego del intercambio propiciado en la instancia de la Clínica Federal de Casos, que tuvo lugar en dichas jornadas: un espacio de debate y análisis donde los equipos de atención de los protocolos se reúnen para compartir sus experiencias, saberes e inquietudes a partir de la casuística de sus ins-tituciones y una serie de viñetas propuestas.

Con este fin se conformó la Comisión de Protocolos, que, de ma-nera federal y con la participación de representantes RUGE-CIN de todos los Consejos Regionales de Planificación de la Educación Supe-rior (CPRES), llevó adelante la tarea de construcción del instrumento de relevamiento en dos (2) dimensiones que enfocan a los protocolos:

•  Estado de implementación, alcances y límites en la aplicación, 

principios o definiciones prioritarias de abordaje y acompa-ñamiento, y actores o unidades intervinientes.

•  Características profesionales y condiciones materiales, con-

tractuales y de cuidado en las cuales desempeñan su trabajo los equipos de atención de los protocolos.

El diseño del instrumento y el plan de ejecución fueron presen-tados y aprobados por la Comisión Ejecutiva de la Red, de la cual participan las coordinadoras RUGE de cada CPRES a nivel nacional.

Durante los meses finales de 2024 y hasta abril de 2025, se desar-rolló un cuestionario virtual en la plataforma Google Forms, que fue compartido con representantes de todas las instituciones universitar-ias que integran la RUGE, a través de los canales de comunicación institucionales de la misma, lo que facilitó la participación federal en el relevamiento.

A diferencia de otros estudios realizados previamente por la Red, donde se buscaba una respuesta por cada institución univer-sitaria, en esta oportunidad la unidad de relevamiento se centró en cada equipo de atención que lleva adelante la implementación del protocolo en las universidades.

Entendemos por equipo de atención a aquellos equipos creados específicamente para la atención de consultas y denuncias de situ-aciones comprendidas en el marco de actuación del protocolo de la institución universitaria de referencia, pudiendo estar integrados por una o más personas. De esta forma, según las características de la in-stitución y la normativa de los protocolos, puede haber varios equipos por universidad, incluyendo un equipo de atención central y equipos descentralizados que cumplen la misma o distintas funciones.

El proceso obtuvo un total de 97 respuestas, es decir, 97 equi-pos de atención de 41 instituciones universitarias que conforman la RUGE-CIN, representando un índice de participación del 60 % de las universidades que integran la mencionada Red. Asimismo, se relevó información sobre 267 integrantes de equipos de atención.

Lo que este relevamiento arrojó constituye no solo un aporte valioso para comprender la dinámica de las violencias por motivos de género en el seno de las universidades, sus derivas y transforma-ciones, sino también para analizar qué ocurre con esta problemática sensible —y con las personas que la abordan en la práctica— cuando se degrada o desarma la institucionalidad de género a nivel nacional; cuando desaparecen políticas y espacios protectivos; y cuando se ar-roja a un estado de crisis severa a un sistema y a la educación superior como derecho inalienable.

A lo largo de este capítulo analizaremos los principales hallazgos del relevamiento en tres movimientos: primero, una contextual-ización histórica y política de los protocolos universitarios; luego, la descripción y el análisis de las violencias abordadas por los equipos, con especial atención a los resultados cuantitativos relevados; y final-mente, un examen de los emergentes del período actual —atravesado por retrocesos institucionales, discursos de odio y complejización de casos— para pensar desafíos, tensiones y horizontes feministas que permitan sostener y fortalecer estos dispositivos.




De la demanda social y la militancia universitaria feminista a los primeros protocolos universitarios

La universidad pública argentina ha experimentado un proceso de transformación sin precedentes en materia de género durante la última década, evidenciando la necesidad urgente de abordar sistemáticamen-te las violencias por motivos de género en el ámbito universitario.

Esta expansión incluyó tanto la formulación del problema como una cuestión de incumbencia institucional universitaria, como la elaboración de protocolos y el fortalecimiento de dispositivos exis-tentes en universidades que ya contaban con estas herramientas. La constitución de la Red RUGE en 2015, y su institucionalización en el marco del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) durante 2018, representa un hito en la articulación de políticas de género a nivel sistémico. Esta Red ha facilitado la coordinación de esfuerzos y el intercambio de experiencias entre instituciones —como las Clínicas Regionales y Federales de Casos—, permitiendo el desarrollo de es-trategias más efectivas y comprehensivas.

En primer lugar, es pertinente destacar los efectos que las diver-sas manifestaciones de la desigualdad, la discriminación y la violen-cia por motivos de género tienen sobre las trayectorias académicas y laborales de mujeres cis23 y de las disidencias sexo-genéricas en el ámbito universitario. Estas violencias inciden de manera directa en la posibilidad de acceder, permanecer y desarrollarse en condiciones de igualdad dentro de la vida universitaria.

Las situaciones de acoso, hostigamiento, subvaloración o ex-clusión simbólica impactan no sólo en el bienestar subjetivo, sino también en las oportunidades de formación, evaluación y promoción. En muchos casos, el temor a represalias, el descrédito institucional o la naturalización de ciertos abusos generan retraimiento, abandono 

23   Refiere a las personas cuya identidad de género concuerda con el sexo asignado al momento del nacimiento. (Ministerio de Mujeres y Diversidad de la Provincia de Buenos Aires. s.f).

de estudios, renuncia a becas o abandono de trayectorias docentes y de investigación.

A ello se suman las formas más sutiles de violencia —comentar-ios sexistas, discriminación ambiental, sobrecarga laboral o invisibi-lización del trabajo de cuidado— que refuerzan jerarquías de género y profundizan la desigualdad estructural en los espacios académicos. Tal como advierten Vázquez Laba, Pagnone y Solís (2022), las vio-lencias por motivos de género en las universidades se articulan con las lógicas jerárquicas del saber y del poder propias de estos ámbitos, afectando las trayectorias de manera particular.

En consecuencia, los impactos no se limitan a experiencias in-dividuales: configuran condiciones institucionales que restringen la participación plena, la producción de conocimiento y el desarrollo profesional de quienes no encajan en los modelos hegemónicos de género y sexualidad.

En ese marco, los primeros protocolos universitarios para la pre-vención y el abordaje de las violencias por motivos de género surgieron como una respuesta institucional a estas desigualdades persistentes y a la demanda colectiva de garantizar entornos libres de violencias.

Su aparición en torno a 2015 coincidió con el impulso de los mov-imientos feministas y de derechos humanos —como la primera mar-cha de “Ni Una Menos”—, que visibilizaron la gravedad de una prob-lemática estructural y la necesidad de transformar las instituciones patriarcales en todos los ámbitos sociales, incluida la educación supe-rior, de la mano de la militancia universitaria feminista.

Los protocolos se constituyeron así en una herramienta pionera dentro del sistema universitario argentino: un instrumento norma-tivo, político y pedagógico que no sólo permitió intervenir en casos concretos, sino también reconocer, nombrar y registrar situaciones históricamente invisibilizadas en la vida académica. En ese sentido, habilitaron una nueva forma de institucionalidad dentro de la estruc-tura tradicional universitaria, que vinculó el compromiso feminista con la gestión, la investigación y la docencia.

Su relevancia no radica únicamente en su capacidad de respuesta, sino en su papel como estructuras institucionales estables de acom-pañamiento, formación y producción de conocimiento situado a par-tir de la casuística. A través de su práctica cotidiana, los equipos han contribuido a ampliar el campo de comprensión sobre las violencias, a fortalecer políticas de prevención y a consolidar una cultura insti-tucional más atenta a las desigualdades.

A casi una década de su implementación, su vigencia sigue sien-do central. Lejos de haber mermado, las violencias por motivos de género continúan manifestándose de las formas más cruentas, y los escenarios universitarios no se encuentran exentos. Los protocolos y los equipos que los sostienen continúan siendo el principal disposi-tivo de referencia frente a las múltiples formas que adoptan las vio-lencias en la universidad, enmarcadas en un contexto atravesado por profundos conservadurismos ideológicos, desfinanciamiento estatal y precarización del trabajo universitario.

Mantener y fortalecer estos dispositivos se vuelve no sólo una necesidad institucional, sino una decisión política de intervención y cuidado de nuestras comunidades, así como una condición indis-pensable para preservar los avances alcanzados en materia de dere-chos e igualdad de género.

 

Acerca de las violencias por motivos de género en el ámbito universitario

El análisis de las violencias por motivos de género en las universi-dades requiere comprender no sólo su incidencia y manifestaciones, sino también las formas en que estas se resignifican en el entramado institucional actual. Con el propósito de ofrecer un panorama ac-tualizado que permita dimensionar tanto la persistencia estructural de estas violencias como los nuevos emergentes que complejizan su tratamiento, a lo largo del presente apartado nos centraremos en des-cribir y analizar las violencias que los equipos de atención reciben y abordan cotidianamente, combinando datos del relevamiento nacio-nal con interpretaciones situadas.

 

Manifestaciones y tipos de violencia

A modo de síntesis, podemos adelantar que, a partir del relevamiento realizado por la Comisión de Protocolos RUGE-CIN sobre las ma-nifestaciones y situaciones de discriminación y violencias por mo-tivos sexo-genéricos en las universidades de todo el país, se revela un panorama complejo que requiere abordajes multidimensionales y sostenidos en el tiempo.

Los datos recolectados demuestran que, si bien se han producido avances significativos en términos de marcos normativos e institu-cionales, las violencias por motivos de género continúan siendo una problemática extendida y estructural en el ámbito universitario.

La violencia simbólica —particularmente manifestada a través de comentarios sexistas y discriminatorios—, la violencia psicológica y la violencia sexual, incluyendo su forma de acoso, siguen siendo las manifestaciones predominantes en las que se expresan y articulan el poder y la dominación en las relaciones de género dentro de las ins-tituciones universitarias.

La persistencia de estos tipos de violencia sugiere la existencia de es-tructuras culturales y jerárquicas profundamente arraigadas que norma-lizan la desigualdad de género en los espacios académicos y laborales.

También pone de relieve la legitimidad y la necesidad de los espa-cios de atención institucional para el acompañamiento, la escucha y el abordaje del malestar subjetivo y los conflictos derivados de estas situaciones. Estos dispositivos no sólo brindan contención y aseso-ramiento, sino que también permiten visibilizar las problemáticas, registrar sus manifestaciones y generar información que oriente la elaboración de políticas universitarias más justas e inclusivas.

A continuación, se presentan algunos de los resultados cuan-titativos más relevantes del relevamiento nacional, que permiten dimensionar la frecuencia y características de las violencias abor-dadas por los equipos.

En el relevamiento, los equipos manifestaron en un 46,88 % que es muy frecuente la escucha y el acompañamiento de situacio-nes de violencia psicológica, entendida como “aquella que causa daño emocional, disminuye la autoestima y perjudica o perturba el pleno desarrollo personal” (Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, 2021, p. 22).

Vinculado a lo anterior, los equipos también señalaron que la violencia simbólica es muy frecuente en los abordajes (51,4 %). Esta se entiende como aquella que se manifiesta a través de patrones es-tereotipados que transmiten y reproducen la desigualdad de género (Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, 2021).

Como se ha mencionado en otros trabajos sobre la temática, esta forma de violencia suele traducirse en comentarios o chistes de con-notación sexista y discriminatoria (Vázquez Laba y Palumbo, 2019; RUGE-CIN, 2020, 2025).

Por último, según se observa en el gráfico N° 1, los motivos más frecuentes de consultas y pedidos a los equipos son el acoso sexual (66,6 %), la discriminación por motivos de género y/o sexualidad (61,4 %) y la violencia laboral (60,6 %). 

Gráfico N° 1: Tipos de violencias que los equipos de atención de los protocolos abordan con mayor frecuencia

[image: ]

 

Fuente: Informe Preliminar RUGE-CIN (2025). Relevamiento Nacional 

sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de 

los equipos de atención. 

 

No deja de llamar la atención cómo los equipos reciben situa-ciones que trascienden los objetivos iniciales para los cuales fueron creados, fenómeno que se inscribe en lo que se ha denominado “en-sanchamiento” de los abordajes24 (RUGE-CIN, 2025), tal como se ob-serva en la siguiente tabla:

 

24  Para más información consultar capítulo 6 “Nombrar las violencias: marcos institucionales, malestares sociales y abordajes situados”

Tabla N° 1: Tipos de tratamientos según otros motivos frecuen-tes de consulta

 

Tipo de tratamiento        Otros motivos frecuentes de consulta

Salud y padecimiento mental

Salud sexual y reproductiva

ASISTENCIA           Conflictividad en el seno familiar y violencia intrafamiliar

Consumo problemático

Abordaje pedagógico y convivencial de conflictos en el aula. Conflictos en convivencia laboral

MEDIACIÓN Conflictos por distribución de tareas y desempeño de funciones

Violencia laboral

ASESORAMIENTO Gestión de acceso y ejercicio del derecho a la identidad de género

y PROMOCIÓN

Gestiones administrativas de acceso a derechos (ej.: licencias)

FORMACIÓN y SENSIBI-Capacitación en temas de género y diversidad. LIZACIÓN

Campañas de sensibilización

Fuente: Informe Preliminar RUGE-CIN (2025). Relevamiento Nacional 

sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de 

los equipos de atención. 

 

Es importante destacar que estos dispositivos fueron diseñados para sostener espacios de escucha y contención, los cuales pueden asimilarse al concepto de escucha activa, entendida como aquella que busca “generar un encuentro donde la persona pueda sentirse com-prendida, segura y en confianza, creando condiciones para que pueda expresarse y no sentirse juzgada” (Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, 2021, p. 35).

Sin dudas, estos espacios resultaron novedosos en el ámbito uni-versitario, históricamente atravesado por el mito de que quienes ha-bitan la universidad no ejercen ni padecen violencias por motivos de género (Rovetto y Figueroa, 2017).

En este sentido, es posible que dichos espacios hayan habilitado la posibilidad de nombrar y reflexionar no sólo sobre las violencias por motivos de género, sino también sobre otras problemáticas que atraviesan a quienes integran las comunidades universitarias, ampli-ando así los marcos de comprensión y acción institucional frente a múltiples formas de vulneración.

 

Emergentes y complejización de los casos en la coyuntura actual

Las resistencias culturales, la multiplicación de discursos de odio y el llamado “backlash antifeminista” han marcado el último período. Como señala Aphesteguy et al. (2024), se trata de “un contragolpe a los logros de transformación, que tiende a impugnar las agendas feministas y sexo-disidentes por radicales, descontextualizadas y/o ‘piantavotos’” en el contexto argentino actual.

Este escenario se ha visto agravado en los últimos meses de 2025: mientras escribíamos este capítulo, se produjo un doble femicidio en la provincia de Córdoba. Una estudiante universitaria de la Facultad de Agronomía de la Universidad Nacional de Córdoba y su madre fueron asesinadas por un varón participante de un colectivo antife-minista, quien luego intentó huir del país con su hijo pequeño25 . El caso evidencia el vínculo entre los discursos de odio, las redes antife-ministas y la violencia extrema.

Este panorama requiere de los equipos estrategias específicas de intervención y cuidado. Otro ejemplo de ello es la proliferación de situaciones en espacios virtuales, que se consolidaron como nuevos 

25   Ver más en: https://www.instagram.com/p/

DPw3OyQEo3k/?igsh=MWVya2ZjeGlvM2FjaA%3D%3D escenarios para el ejercicio de violencias discriminatorias y que de-mandan la actualización constante de las herramientas de abordaje.

Asimismo, se observa cómo las violencias por motivos de género se intersectan con otros factores —como la salud mental, la discapa-cidad o los consumos problemáticos de sustancias—, lo cual comple-jiza los casos y exige a los equipos mayor formación, creatividad y trabajo interdisciplinario.

Adicionalmente, la estructura provista por los equipos de aten-ción de los protocolos termina siendo el espacio de escucha, conten-ción y abordaje de todas aquellas situaciones que quedan en los már-genes de las normativas vigentes pero que demandan a la universidad una respuesta institucional.

En el gráfico N° 2 se observa que casi el 40% de los equipos refirió recibir situaciones vinculadas a violencia laboral y/o institucional, mien-tras que un 25% fueron conflictos de índole convivencial entre integran-tes de la comunidad universitaria y, por último, un 18% eran situaciones relativas a salud mental, discapacidad y/o consumo problemático.

Gráfico N° 2: Otras manifestaciones de violencia que recepcio-nan los equipos de atención

[image: ]

 

Fuente: Informe Preliminar RUGE-CIN (2025). Relevamiento Nacional 

sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de 

los equipos de atención. 

 

Los desafíos identificados en términos de implementación efecti-va, formación continua y transformación cultural requieren un com-promiso sostenido de toda la comunidad universitaria para avanzar hacia espacios académicos verdaderamente libres de violencias por motivos de género.

Además, resulta indispensable centrar la discusión en la sostenib-ilidad de las políticas universitarias, el presupuesto, y la transversal-ización de la perspectiva de género en todos los niveles educativos e institucionales.

Como refieren Vázquez Laba, Pagnone y Solís (2022), en los pro-tocolos de género universitarios las definiciones sobre las prácticas discriminatorias y violentas se enmarcaron originalmente en la Ley Nº 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradi-car las Violencias contra las Mujeres. Sin embargo, con el trabajo cotidiano de los equipos, estas definiciones comenzaron a desbordar los límites establecidos por la mencionada ley, alojando otras situa-ciones de desigualdad y conflicto específicas de las instituciones de educación superior.

Estas tensiones y desafíos configuran un escenario en el que la sostenibilidad de los protocolos y la tarea de los equipos adqui-eren un valor político central, cuestión que se profundiza en el apartado siguiente.

 

Desafíos, tensiones contextuales y pedagogías de la crueldad

Tal como venimos sosteniendo, pensar en la sanción, la aplicación y la viabilidad de los protocolos está absolutamente ligado a las con-diciones políticas del contexto que facilitan u obstaculizan su desa-rrollo. Se trata no sólo de las condiciones enunciativas que se (re) producen en la universidad, sino los diversos focos de discusiones que se abren o cierran cada vez.

Analizar las violencias en el contexto de la universidad supone, por ello, pensar en la red de significados –avalados por la cultura ins-titucional– que le otorga sentido a cada acción como parte de lo que Rita Segato (6 de marzo del 2023) llama pedagogías de la crueldad. La autora sostiene que en este mundo patriarcal-capitalista-colonial aquellas pedagogías trabajan sobre el umbral de la empatía disminu-yendo nuestra capacidad de sentir el sufrimiento ajeno. El paradigma de explotación actual supone una variedad enorme de formas de des-protección y precariedad de la vida (Segato, 2018) y de expropiación de los “receptores para el acto comunicativo de quien es capturado por el proceso de consumición” (Segato, 2018, p. 8).

En los contextos universitarios, la crueldad aparece, entre otros ámbitos, en las prácticas pedagógico-didácticas puestas en juego en clase, en los materiales bibliográficos, en las metodologías de evalua-ción y acreditación académica; espacios que nos disponen a formas de insensibilización y donde el trato/destrato que se brinda se realiza sin responsabilidad sobre sus consecuencias. La crueldad también se ma-nifiesta en los modos de entender el quehacer docente y estudiantil, cuando estos son mirados y evaluados desde una lógica productivista y eficientista del capitalismo avanzado. En este modelo de universidad también impera lo que Segato llama el proyecto histórico de las cosas, es decir, un mundo construido a partir de las pedagogías de la crueldad, mediante prácticas y acciones que enseñan, habitúan y programan a los sujetos a soportar –en sus cuerpos y sin empatía con otras personas– la precarización de sus vidas y los vínculos que las sostienen.

La universidad ocupa un lugar central en esta construcción social: la (de)formación –ya que muchas veces se trata de la deconstrucción de prejuicios e ideas previas– de quienes transitan por sus espacios, genera prácticas en el campo social que pueden (o no) convertirse en “ortopedias del sufrimiento ajeno” (Fernández, 2019). Somos con-scientes de que la universidad genera prácticas que reproducen las violencias, pero al mismo tiempo es el espacio propicio no solo para intervenir en vista a detenerlas, sino también para generar en el mis-mo gesto otros modos de vincularnos (Bonavitta et al., 2025).

 

Reflexiones finales: contra-pedagogías de la crueldad y horizontes feministas en la universidad pública

La experiencia desarrollada por la Comisión de Protocolos, en el marco de la Red Interuniversitaria por la igualdad de género y contra las violencias (RUGE-CIN), pone en evidencia la centralidad de los equipos de atención y los protocolos como dispositivos instituciona-les esenciales para el abordaje de las violencias por motivos de género en el ámbito universitario. 

A lo largo de esta década, el trabajo realizado desde la Comisión ha permitido visibilizar, registrar y transformar problemáticas histó-ricamente naturalizadas, asumiendo una función no sólo normativa sino también pedagógica y política. Sin embargo, los datos arroja-dos por el relevamiento señalan que persisten múltiples desafíos: la consolidación de estructuras institucionales sensibles al enfoque de género, el sostenimiento de condiciones laborales dignas para quie-nes intervienen, la importancia de generar políticas de cuidado “para quienes cuidan”, los desafíos en la efectiva transversalización de la perspectiva de género y la necesidad de resistir los embates conser-vadores y las prácticas y discursos de odio que aún recorren las uni-versidades públicas.

En este contexto signado por estas pedagogías de la crueldad la implementación de los protocolos y existencia de los equipos de aten-ción de las violencias resultan una estrategia mínima para la inter-vención en violencias. Sin embargo, su valor trasciende el carácter instrumental: estamos convencidas de que es el punto de partida para instalar una mirada que asegura la perspectiva feminista en los pro-cesos de trasformación institucional y que permite al mismo tiempo generar contra-pedagogías de la crueldad.

En el actual contexto de doble desfinanciamiento de la universi-dad pública y de las políticas de género, como reacción conservadora a la ampliación de derechos conquistados en las décadas precedentes, sostener el dispositivo que suponen los equipos de atención, es una acción de resistencia. Pensar en las condiciones laborales y de cuida-dos de quienes llevan adelante esta tarea, caracterizada en los últimos años por el aumento de la conflictividad institucional, la precariza-ción laboral –y por ello la multiplicación de espacios de trabajo– y el cansancio, resulta una tarea urgente.

La profundización y actualización permanente de estas políticas requiere de dos factores: por un lado, el compromiso activo de toda la comunidad universitaria, especialmente por parte de sus autoridades de gestión; y por el otro, de la articulación con otros espacios sociales, apuntando a transformar y fortalecer no sólo las instituciones educa-tivas sino también los vínculos y sentidos que las sostienen.

Creemos que esta tarea es incesante pues el patriarcado y el capital-ismo son en última instancia las estructuras que pretendemos combat-ir. Y esto no sucede de una vez y para siempre, se trata más bien de lo que Suely Rolnik llama una “incesante descolonización del inconsci-ente antropo-falo-ego-logocéntrico” (2019) que consiste en el proce-so de desanestesiar nuestra vulnerabilidad para reivindicar y reforzar otros modos de relaciones que jerarquicen las sensibilidades, el tiempo no productivo de la imaginación creativa y la resistencia a la conser-vación de los modos que atentan contra la potencia de la vida.

Este ejercicio micropolítico va horadando las formas en que las violencias están instaladas, también en el campo educativo. Se trata de la tarea incansable que supone la asunción de la educación no solo como un trabajo sino como un modo de vida, pues:

[...] estamos siempre ante el desafío de combatir la tenden-cia reactiva en nosotros mismos y en nuestras relaciones (tendencia dominante en nuestra cultura): el desafío de no someternos al poder de los fantasmas que nos traen de vuelta a nuestro personaje habitual en la escena colo-nial-capitalista. (Rolnik, 2019, p. 177).

Imaginar una universidad libre de violencias exige repensar las múltiples e interseccionales relaciones de poder que la estructuran para proponer intervenciones y transformaciones que traccionan ha-cia el proyecto histórico de los vínculos (Segato, 2018), invitándonos a la reciprocidad como el único modo de construir comunidad. Imagi-nar y construir una universidad libre de violencias es una tarea impre-scindible e incesante, que encuentra en la acción colectiva, la formación crítica y la solidaridad el camino hacia la justicia social y la igualdad.
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Introducción

Sin duda, estos 10 años de trabajo vinculados a la implementación de los protocolos de atención a las discriminaciones y violencias estuvie-ron signados por fortalecer los procedimientos institucionales para canalizar las consultas, ampliar el alcance y mejorar los acompaña-mientos de los dispositivos de atención. Ahora bien, en este contexto nos resulta fundamental preguntarnos particularmente sobre qué ha sucedido respecto a las trayectorias estudiantiles y laborales de las personas LGBTNBIQ+26 27 en relación a las situaciones de violencias 

26  Acrónimo que representa a personas lesbianas, gays, bisexuales, trans y travestis, no binarias, intersexuales, queer y otras identidades de género-genéricas y orientaciones sexuales. El símbolo “+” se utiliza para incluir a todas las identidades que no se especifican en las letras anteriores.

27   Se ha optado por la utilización de este acrónimo y no el tradicional “LGBT+” o “LGBTIQ+” puesto que consideramos que refleja con mayor fidelidad la diversidad y y discriminaciones en las universidades públicas. Algunos diagnósti-cos llegaron a partir de publicaciones de universidades que compar-tieron sus investigaciones y sistematización de experiencias.

Una primera aproximación a este tema se encuentra en el libro Acciones y debates feministas en las universidades (Losiggio y Sola-na, 2021) de la Universidad Nacional Arturo Jauretche (UNAJ), en el capítulo titulado, justamente, “El capítulo que no pudo ser”. Allí se evidencia la dificultad de construir un panorama sobre las experien-cias de la población LGBTNBIQ+ en las instituciones universitarias debido a la escasez de información sistemática. Esa falta de datos es leída no sólo como un obstáculo técnico, sino como un síntoma de las desigualdades estructurales que atraviesan las instituciones de educación superior, abriendo la necesidad de generar herramientas comunes para relevar, analizar y compartir información sobre trayec-torias, violencias y discriminaciones específicas de esta comunidad.

Esa preocupación por producir conocimiento situado se retoma en otras universidades que desde distintas perspectivas comenzaron a documentar experiencias y a tensionar los modos tradicionales de pensar la inclusión. En esa línea, la Universidad Nacional de José C. Paz en el libro Experiencias travestis y trans (Boy, Rodríguez y Dellac-asa, 2021) recupera el rol de la organización colectiva travesti-trans en la construcción de vínculos con la universidad, destacando la potencia política de la presencia disidente como motor de transformación insti-tucional, haciendo foco en la relación entre activismo, territorio y uni-versidad, y señalando los desafíos que implica desarmar las estructuras cisnormativas28 desde adentro de las propias instituciones.

En el mismo año, la Universidad Nacional de San Martín (UNSAM) publicó Sociabilidad, violencias y erotismos en el ámbito universitario (Vázquez Laba y Palumbo, 2021), un libro que explora 

especificidad identitaria de la población universitaria argentina actual. 28   La cisnormativdad refiere al sistema de creencias que establece a las identidades y expresiones de género de las personas cis como las únicas naturales y legítimas de la sociedad. Por lo que todas las demás identidades son consideradas ilegítimas y en consecuencia expuestas a mayor vulnerabilidad.

en las experiencias cotidianas de estudiantes y trabajadorxs LGBT-NBIQ+ en el marco de dicha institución. En particular, los capítu-los dedicados a las experiencias universitarias académicas y lab-orales trans y travestis, por un lado, y de sociabilidad y violencias entre lesbianas y bisexuales por el otro, permiten reconocer cómo las desigualdades y violencias cisheteronormativas29 se reproducen en los espacios de enseñanza, trabajo y sociabilidad, aun en contex-tos donde existen discursos de inclusión y dispositivos orientados a acompañar dichas trayectorias.

A partir de estas primeras investigaciones, comenzaron a consol-idarse esfuerzos orientados a generar diagnósticos más amplios den-tro del sistema universitario. En esa línea, la Universidad Nacional de Córdoba realizó el Relevamiento de población Travesti, Trans, No Bi-narie e Intersex (Aguilera et al., 2023), un estudio pionero en el aporte de datos concretos sobre las condiciones materiales, educativas y de vida de estos colectivos en la Facultad de Filosofía y Humanidades. El relevamiento no sólo dimensiona las barreras de acceso y permanen-cia, sino que también se propone como herramienta de gestión para el diseño de políticas institucionales de acompañamiento y recono-cimiento de derechos.

Finalmente, Hacia una universidad para todxs (Fredes, 2024), también elaborado en la UNSAM, reúne reflexiones surgidas desde la experiencia de gestión institucional sobre el fortalecimiento de las trayectorias estudiantiles LGBTNBIQ+. A partir de diagnósticos y experiencias de trabajo, el libro analiza los alcances y limitaciones de las políticas universitarias orientadas a la igualdad de género y diver-sidad, destacando la importancia de construir estrategias integrales que atiendan las desigualdades materiales y simbólicas atravesadas por el colectivo.

 

29  La heteronormatividad refiere al sistema de creencias que establece que la conducta sexual y las relaciones de parentesco se organizan hegemónicamente en torno a la heterosexualidad, convertida en el orden “natural” culturalmente aceptado. necesidades y problemáticas que enfrentan les32 representantes de las instituciones universitarias en sus prácticas de gestión. Por este motivo, este trabajo buscará recuperar ciertas discusiones y análisis desarrollados en los ámbitos mencionados, a la par de conocer las experiencias y representaciones de las personas LGBTNBIQ+ que cumplen funciones en los dispositivos de atención de casos. 

En este recorrido podemos observar un proceso de progresiva sistematización de experiencias, diagnósticos y políticas en torno a las trayectorias universitarias de las personas LGBTNBIQ+, desde el reconocimiento inicial de la falta de información, expresado en el trabajo de la UNAJ, hasta las producciones más recientes que aportan datos, análisis y propuestas. Sin embargo, nos enfrentamos ante la au-sencia de datos que representen la realidad de todas las instituciones universitarias que conforman la Red RUGE-CIN. Cabe destacar que durante la escritura de este capítulo, la Comisión de políticas de igual-dad y diversidad sexo-genéricas30 de la RUGE se encontraba próxima a la aplicación de una encuesta autoadministrada para los espacios institucionalizados de género en las universidades públicas. Este rele-vamiento de datos permitirá la elaboración de un primer diagnóstico sobre el diseño e implementación de políticas vinculadas al recon-ocimiento y ampliación de derechos de las personas LGBTNBIQ+. 

A pesar de la ausencia de datos, el presente capítulo tiene como objetivo reconstruir debates y representaciones específicas en torno a la recepción de casos de violencias y discriminaciones en los espacios institucionalizados de género y diversidad sexual de personas LGBT-NBIQ+ que habitan las universidades públicas. 

Como bien sabemos, los espacios que funcionan en red consti-tuyen ámbitos de reflexión colectiva, que en el caso de la RUGE–CIN son las clínicas de casos31 , las asambleas, las reuniones internas de los CPRES, las Comisiones y la Comisión Ejecutiva (que incluye a las coordinadoras de cada CPRES y la Coordinadora Ejecutiva). Estos ámbitos se perciben como fundamentales para la construcción de la agenda política, a la par de que condensan la diversidad de debates, 

30   La Comisión fue creada en 2025 con el objetivo de identificar avances y desafíos en la implementación de políticas institucionales de igualdad y diversidad sexual, y así  elaborar un informe diagnóstico que nos permita visibilizar lo alcanzado y fortalecer las redes ante un contexto de retroceso en materia de derechos hacia personas LGBTNBIQ+.

31   Para conocer más sobre esta instancia, ver el capítulo N° 2 de este libro, titulado “Mirar y mirarse: la Clínica de Casos como espacio de reflexión y aprendizaje colectivo”.

Para enriquecer estas reflexiones realizamos, durante el mes de octubre de 2025, una serie de entrevistas breves de carácter semi-estructurado, dirigidas a integrantes de equipos universitarios de atención a situaciones de violencia que, en un relevamiento previo sobre protocolos institucionales, se identificaron con identidades sexo-genéricas distintas de “mujer cis” y “varón cis”. Con el equipo de la Comisión de políticas de igualdad y diversidad sexo-genéricas de la RUGE elaboramos una guía de cinco preguntas orientada a explorar acciones de prevención, tipos de consultas recibidas, experiencias de abordaje institucional, implicancias de habitar estos equipos desde identidades disidentes y percepciones sobre la accesibilidad de los dispositivos para el colectivo LGBTTTIQ+. Procuramos incluir par-ticipantes de distintos CPRES del país para obtener una perspectiva federal. Las entrevistas fueron administradas mediante WhatsApp, y les respondientes eligieron contestar de manera escrita u oral. Antes de comenzar, se informó el propósito del cuestionario y se garantizó la participación voluntaria, anónima y confidencial, aclarando que las respuestas serían utilizadas únicamente con fines académicos. Es-tas conversaciones constituyeron un insumo valioso para reconstruir experiencias, percepciones y desafíos comunes en la implementación de políticas de género y diversidad en las universidades públicas, 

32  A lo largo de este capítulo empleamos lenguaje inclusivo, específicamente la variante con “e”, como estrategia para desmarcarnos del binarismo lingüístico y reconocer la diversidad de identidades sexo-genéricas no abarcadas por el lenguaje tradicional que emplea la generalización masculina. Esta elección, además, busca favorecer la accesibilidad lectora, incluyendo a personas con discapacidad visual y a quienes utilizan tecnologías de asistencia o lectores de texto, en contraposición a otras variantes como el uso de la “x”, el “*” o el “@”.

aportando una mirada situada desde quienes habitamos cotidiana-mente esos espacios.

Finalmente, cabe destacar que este trabajo se escribe también desde un lugar situado. Algunas de las personas que lo elaboramos formamos parte del colectivo LGBTNBIQ+ y nos inscribimos en los equipos de atención de los protocolos y las instituciones de educación superior como disidencias. Retomamos la perspectiva de los cono-cimientos situados (Haraway, 1995), entendiendo que toda mirada emerge desde ubicaciones parciales y encarnadas, y que justamente esa parcialidad es la que permite producir lecturas más responsables y críticas de las realidades que analizamos. Desde esas trayectorias es también que nos interesa reconocer tanto las transformaciones insti-tucionales que hemos acompañado como las tensiones y límites que aún persisten. Esta implicación atraviesa la mirada con la que anali-zamos las políticas y las prácticas que aquí se describen. 

 

Primera representación: el reconocimiento y ampliación de derechos para las personas LGBTNBIQ+ como prevención de la violencia institucional

En este apartado nos interesa preguntarnos: ¿La implementación de políticas institucionales vinculadas al reconocimiento y la ampliación de derechos hacia las personas LGBTNBIQ+ que se desarrollaron du-rante esta década incide sobre el abordaje de las violencias y discrimi-naciones en los dispositivos de atención de las universidades públicas?

Antes de profundizar sobre cuáles han sido las políticas institucio-nales que se llevaron adelante, es clave destacar que no fue un pro-ceso desarrollado de manera general y uniforme. Es decir, no todas las instituciones universitarias han tenido el camino allanado para su avance. Asimismo, se destaca una característica de este proceso vin-culado a la ampliación de derechos de las diversidades sexo-genéricas, que tiene un punto de contacto con la etapa vinculada a los inicios de las sanciones de los protocolos desde 2015 en adelante. Nuevamente, aparece el trabajo en red y el rol de acompañamiento y asesoría de las universidades públicas pioneras en estas gestiones, compartien-do experiencias y acercando antecedentes. Algunos ejemplos de estas acciones inaugurales que luego se fueron replicando son: la emisión de títulos no binarios de la UNLP y la UNSAM, la aplicación del cupo laboral trans (Ley Nº 27.636) de UNR, UNMdP y UNRN, y la ade-cuación a la Ley de Identidad de Género (Ley N° 26.743) de los regis-tros administrativos de la UBA.

Otras acciones institucionales, además de las mencionadas, son: la implementación del SIU Guaraní 333 –que incluye la posibilidad de expresar la identidad de género–; la emisión y  rectificación de títulos y certificaciones acorde a la identidad de género; la incorporación de procedimientos para modificar los datos personales de quienes no re-alizaron el cambio de nombre y/o sexo en sus DNI; los diversos mo-dos de habilitación o legitimación de un lenguaje inclusivo o no bina-rio (ej.: resoluciones, guías) y las capacitaciones en Ley Micaela que contemplan la prevención de las violencias por identidad de género y orientación sexual. Se destaca también la elaboración del documento “Lineamientos para la incorporación de la perspectiva de género y diversidad en los sistemas de información universitarios”, elaborado por el Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación con la participación en el proceso colaborativo y de discusión de los equipos técnicos del Ministerio de Educación, del Programa Nacio-nal para la Igualdad de Géneros en Ciencia, Tecnología e Innovación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y la RUGE-CIN. Este documento describe las categorías registrales incorporadas en la versión actualizada N°3 del SIU-Guaraní.

Ahora bien, una pregunta que retomamos de debates en los ámbi-tos colectivos de la RUGE-CIN tiene que ver con la implementación 

33  El SIU Guaraní es un sistema de gestión académica que posibilita el registro de actividades (ej.: inscribirse a propuestas, materias, exámenes, etc.) y que permite el acceso directo a la información de manera segura, íntegra y consistente a través de la web. de estas políticas institucionales y la incidencia efectiva en la pre-vención de la violencia institucional. Cuando hablamos de violencia institucional tomamos la conceptualización que desarrolla la Ley N° 26.485, que pone el acento sobre las acciones ejercidas por funciona-ries, profesionales, personal que pertenece a una institución pública y que como tal haya retardado, obstaculizado o impedido el acceso a políticas públicas y el ejercicio de derechos. En el caso de las univer-sidades, vamos a vincular este concepto al rol que cumplen les traba-jadores no docentes, docentes, autoridades y gremios. Muchas univer-sidades han logrado avanzar en normativas/políticas institucionales que amplían los derechos de las personas LGBTIQ+ pero el ejercicio efectivo de estos derechos depende indefectiblemente de la gestión institucional que permite su instrumentación. Una de esas acciones es el acceso a la información, es decir, dar a conocer la normativa/ política vigente y los trámites administrativos que la atañe. Ello im-plica varias dimensiones a contemplar: que la institución contemple la estrategia comunicativa, que se elaboren los procedimientos ad-ministrativos acorde a la norma/política, a la par de que las diferentes áreas que se encuentran implicadas en los procesos administrativos cuenten con el conocimiento necesario para dar un efectivo cum-plimiento a la normativa/política vigente. Una gestión administrativa eficiente no solo es ágil en el proceso, sino fundamentalmente no es revictimizante, y garantiza los principios fundamentales de confiden-cialidad, intimidad y trato digno. Sin duda, a mayor conocimiento, mayor es la prevención de situaciones de discriminación y violencia.

Algunos ejemplos son: el no requerimiento de modificación del DNI en relación al efectivo cumplimiento del trato digno34, no revelar 

 

34   La Ley de Identidad de Género (N° 26.743), en su artículo N° 12, establece: “Trato digno. Deberá respetarse la identidad de género adoptada por las personas, en especial por niñas, niños y adolescentes, que utilicen un nombre de pila distinto al consignado en su documento nacional de identidad. A su solo requerimiento, el nombre de pila adoptado deberá ser utilizado para la citación, registro, legajo, llamado y cualquier otra gestión o servicio, tanto en los ámbitos públicos como privados”. el “nombre muerto”35, el respeto a los pronombres declarados tanto en las comunicaciones institucionales como en el acceso a las certifi-caciones y títulos, entre otros. 

Estas acciones concretas resultan de suma importancia ya que el reconocimiento y ampliación de derechos para las personas LGBTN-BIQ+ y su efectiva gestión institucional no solo aporta al goce de esos derechos por quienes lo soliciten sino también a la prevención de situaciones de violencia y/o discriminación. La institucionalización de las prácticas administrativas y de gestión académica pueden re-ducir las posibilidades de que se ejerza violencia institucional ya sea en el ejercicio de la docencia, como también en el caso de las tareas nodocentes y/o las gestiones por parte de las autoridades de las uni-versidades públicas. 

En síntesis, podemos afirmar que la institucionalización de los derechos de las personas LGBTNBIQ+, principalmente de la Ley de Identidad de Género, favorece el efectivo ejercicio de los derechos para quienes deseen acceder a ellos, a la vez que, desde la perspectiva de la prevención, da tratamiento a las potenciales situaciones de dis-criminación y violencia de índole institucional.

Ahora bien, esta situación nos conduce a otros interrogantes que se constituyen además en desafíos: ¿Las universidades son perme-ables a las transformaciones institucionales que modifican procesos de gestión? ¿Se construyen ámbitos institucionales que responden a las necesidades de las personas LGBTNBIQ+ en relación al acceso y permanencia en la educación superior? ¿Cómo se trabaja la pre-vención de las situaciones de violencia y discriminación en la comu-nidad universitaria?

 

35  Deadnaming (uso del nombre pasado, uso del “nombre muerto”) es la práctica de llamar por el nombre de nacimiento u otro nombre anterior a una persona trans, travesti o no binaria sin su consentimiento. El deadnaming puede ser accidental, de buena fe o por desconocimiento; sin embargo, también se puede utilizar intencionalmente generando afectación emocional a la persona.

Segunda representación: capacitamos y sensibilizamos para prevenir las violencias y discriminaciones hacia personas LGBTNBIQ+

Un aspecto interesante que esbozamos en la primera representación tiene que ver con los mecanismos desarrollados en relación a la pre-vención de las violencias por parte de las universidades públicas. En relación a ello, se identifican a las capacitaciones y sensibilizaciones como dispositivos claves de prevención de las violencias a razón de la identidad de género y/u orientación sexual. Allí se diseñan conteni-dos que abordan la desnaturalización de las principales problemáti-cas asociadas a la desigualdad de género desde la perspectiva de la diversidad sexo-genérica. El binarismo, la heteronorma y el cisexis-mo han sido problemáticas abordadas desde los marcos conceptuales y normativos en pos de desnaturalizar y desarmar los estereotipos y roles de género que atraviesan la forma en la que nos vinculamos dentro y fuera de las universidades.  

Las experiencias de las instituciones universitarias muestran que estos contenidos se han trasladado a diversos dispositivos como las capacitaciones de la Ley Micaela y vinculadas a adhesiones a la Ley de Cupo Laboral Trans, así como también en el fortalecimiento de la implementación de la Ley de Identidad de Género, entre otras.

Por otro lado, se identifica el fortalecimiento de estrategias co-municativas y de sensibilización de la perspectiva de la diversidad sexo-genérica. Ejemplo de ello son las campañas comunicacionales en redes sociales, actividades culturales, la sensibilización a partir de efemérides, tales como los aniversarios de las sanciones normativas: los Principios de Yogyakarta, Ley de Identidad de Género o Ley de promoción al empleo trans, entre otras. También se realizan con-memoraciones y reconocimientos a activistas que han luchado por los derechos de las personas LGBTNBIQ+, entre elles: Carlos Jáure-gui, Diana Sacayán, Pepa Gaitán, Ilse Fuskova, Lohana Berkins. Tam-bién se identifican difusión de convocatorias a marchas y comunica-dos de repudios ante hechos de violencia.

Sin duda, la comunicación en los espacios institucionalizados de género se ha constituido como una de las tareas importantes de la gestión. Este punto puede asociarse a la búsqueda de mayor visibi-lización de las perspectivas a partir de las cuales se desarrollan las gestiones de los dispositivos de atención de casos. Algunos espacios institucionalizados de género han trabajado sobre la importancia de desarmar la idea de que son ámbitos exclusivos “de y para” las mujeres cis que se encuentran atravesando una situación de violen-cia y/o discriminación. Recordemos que muchos ámbitos se cre-aron al calor del “Ni Una Menos” (2015 en adelante), de la sanción de la Ley N° 26.485 y del activismo de los feminismos en pos de forjar agendas para las mujeres. 

En función de ello, crear estrategias de visibilización de las per-spectivas de la diversidad sexo-genérica puede aportar a que los mencionados espacios sean leídos como ámbitos seguros en donde canalizar situaciones vinculadas a violencias y discriminaciones por identidad de género y/u orientación sexual.

En las entrevistas realizadas, esta dimensión preventiva y comu-nicacional aparece también como un terreno de disputa simbólica. Les integrantes de los equipos reconocen el valor pedagógico de las capacitaciones y las campañas, pero señalan que su alcance suele es-tar condicionado por la recepción de los públicos y por los límites in-stitucionales de las acciones de sensibilización. En varios testimonios se menciona que los espacios de formación contribuyen a instalar lenguajes más inclusivos y a desarmar prejuicios, aunque no siem-pre logran modificar las prácticas cotidianas. Algunas experiencias destacan el desafío de evitar la mera reproducción discursiva de la di-versidad como valor simbólico, para avanzar hacia transformaciones sostenidas en las relaciones laborales, académicas y de convivencia universitaria. En este sentido, se plantea la necesidad de que las ca-pacitaciones y acciones comunicacionales no se conciban sólo como eventos puntuales, sino como parte de una política integral de acom-pañamiento y revisión institucional.

Estas instancias funcionan en una doble dimensión: como espacio de formación, sensibilización y demarcación de los límites y criterios institucionales para sus integrantes que desconocen o no acuerdan con la perspectiva de género, pero también como un guiño hacia quienes sienten identificación con la misma. 

De esta reflexión podemos abrir nuevas preguntas: ¿Qué situa-ciones acercan a las personas LGBTNBIQ+ a los equipos de atención de los protocolos?, ¿cuáles son sus expectativas de resolución a nivel institucional?, ¿priorizan los espacios institucionales o activistas para su tratamiento?, ¿qué desafíos acerca este colectivo a las universi-dades y los dispositivos que construimos hasta ahora?

 

Tercera  representación:  ausencia  o  escasa  recepción                            de consultas sobre hechos de discriminación y/o violencia por identidad de género y orientación sexual   en los dispositivos de atención de nuestras universidades

Como vimos en los apartados anteriores, tanto los protocolos como las políticas institucionales de las universidades no contemplan úni-camente las violencias hacia las mujeres cis sino hacia todas las iden-tidades de género y orientaciones sexuales por fuera de la norma (es decir, que no son varones cis heterosexuales). Sin embargo, esto no implica que el colectivo LGBTNBIQ+ se sienta identificado, se apro-pie o utilice estos recursos disponibles. Con el fin de comprender cómo se viven y llevan adelante esas políticas en la práctica cotidiana, resulta pertinente detenernos en las experiencias concretas de quie-nes integran los equipos universitarios de atención.

Para la escritura de esta tercera representación partimos de nues-tra experiencia situada (Haraway, 1995) y ponemos en valor nuestras implicancias desde una doble pertenencia: como disidencias e inte-grantes de espacios institucionalizados de género en universidades públicas argentinas y, en particular, de los equipos de atención de situaciones de violencias por motivos sexo-genéricos. Asimismo, de-sarrollamos un dispositivo de sondeo a través de una entrevista breve a otras disidencias que trabajan en equipos de atención de violencias en casas de altos estudios del país.

La pregunta que nos interpela surge de la primera de estas dos pertenencias: como integrantes de equipos universitarios de atención de situaciones de violencias por motivos sexo-genérico, y en diálo-go con colegas, compartimos impresiones acerca de que las disiden-cias sexo-genéricas que habitan las universidades no se acercan –al menos en la misma proporción que las mujeres cis– a estos dispositi-vos a consultar –mucho menos a denunciar– y que, cuando lo hacen, revelan ciertas dudas o incluso desconfianza. En el intento de consta-tar esta hipótesis con la realidad y de identificar, en el caso de que la intuición sea correcta, algunos de los motivos por los que sucede, es que procedimos a desarrollar las entrevistas con colegas.

Del Relevamiento Nacional sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de los equipos de atención (2025)36 llevado a cabo por la Comisión de Protocolos de la RUGE-CIN, se despren-de una muy baja presencia de integrantes que se identifican como LGBTNBIQ+ en los equipos de atención de los protocolos. En par-ticular, sólo dos equipos de atención refirieron contar con integrantes que se identifican como mujeres trans –una de ellas incorporada me-diante cupo laboral– y otros dos indicaron contar con personas que se identifican como no binaries. Este aspecto cobra mayor dimensión si observamos los dispositivos que expresaron contar con otras iden-tidades sexo-genéricas disidentes en un sentido más amplio37, pero siendo tan sólo un total de 15 personas en 12 universidades. De esta 

36   Para acceder al Informe Preliminar en formato digital, ingresar a este link. 37   A saber: *Lesbiana/e/x (2,3%), Bisexual (2%), Gay / marica (1,6%). Sumado a las personas que refirieron identificarse como Mujer trans (0,8%) y No binarie (0,8%), el total constituye tan sólo un 7,8%.

forma, los equipos de atención de los protocolos se encuentran inte-grados en un 88% por personas que se identifican como mujeres cis y un 7,8% por personas que se identifican como LGBTNBIQ+. Estos equipos se encuentran distribuidos en 5 de los 7 CPRES que confor-man la RUGE-CIN.38

De esta forma, entrevistamos a cinco personas de esta muestra que conforman las disidencias en los dispositivos de atención de situaciones de violencias por motivos sexo-genéricos en las univer-sidades públicas argentinas, para indagar tres dimensiones: las ac-ciones o políticas universitarias que se vienen llevando adelante es-pecíficamente dirigidas al colectivo LGBTNBIQ+; las situaciones que llegan a los equipos de atención de violencias y el desarrollo de estos abordajes; y la experiencia subjetiva de elles como integrantes de es-tos equipos y como interpretadores de esta problemática.

Respecto a la primera de estas dimensiones, resulta de la consulta que sí se desarrollan acciones específicamente para este colectivo. En muchos casos se aclaró que el vínculo con la población LGBTNBIQ+ surgió a partir de demandas concretas respecto a cuestiones admin-istrativas o a garantizar el trato digno, y que luego se enmarcaron en acciones propositivas para abordar estas mismas problemáticas a niv-el general. Las iniciativas para prevenir o abordar anticipadamente los emergentes registrados en casos, consistieron en acciones de sensibilización y formación respecto a diversidad y disidencias, y las normativas existentes para garantizar el ejercicio de esos derechos; como la Ley de Identidad de Género, Cupo Laboral Trans o decreto presidencial de DNI no binario. También se llevaron adelante talleres para abordar el trato digno o sobre temáticas vinculadas, tales como el uso del lenguaje inclusivo o no sexista. 

A modo de segunda recurrencia, se registra la gestión de norma-tivas propias alineadas a las leyes nacionales: adecuaciones de la Ley 

38  Estos datos no dan cuenta de la composición de los equipos de los espacios institucionalizados de género, sino únicamente de los equipos y dispositivos de atención de los protocolos de actuación ante situaciones por motivos sexo-genéricos. de Identidad de Género para garantizar el uso del nombre social en los sistemas de la institución en cuestión, aplicación del Cupo Lab-oral Trans, emisión de títulos no binarios, habilitación del lenguaje inclusivo, etc.

Aparecen también, aunque con menor frecuencia, acciones de otro orden como relevamientos puntuales del estado de situación de dicha comunidad en esa universidad en particular o políticas de tipo cultural como festivales, ferias o muestras artísticas.

Reconocemos en estos testimonios una estrategia que vienen de-sarrollando fuertemente las universidades: a la par que se realizan acciones específicas sobre y para el colectivo disidente, se incluye esta perspectiva en formaciones más generales, como en las campañas de difusión sobre los protocolos, capacitaciones Ley Micaela, materias curriculares sobre temáticas de género o feminismos en los cursos de ingreso, entre otras.

En relación a la segunda dimensión —las situaciones que llegan a los equipos de atención de violencias de género y cómo se abordan— encontramos que, tal como se anticipó, prácticamente no se radican denuncias de personas que integran el colectivo LGBTNBIQ+ en los equipos de atención de las universidades. En algunos casos señalan que más del 90% de las personas que se acercan son mujeres cis.

Las personas del colectivo disidente que se acercan lo hacen, casi en todos los casos, para solicitar acompañamiento en cuestiones ad-ministrativas o burocráticas vinculadas al reconocimiento del nom-bre elegido en la institución. En menor medida informan situaciones de violencia o vulneración del derecho al trato digno que, cuando se comparten, por lo general terminan siendo tramitadas como consul-ta y no como denuncia. Asimismo, aparecen menciones a demandas que requieren articulación con instituciones externas, como centros de salud, Ministerios, bancos, obras sociales, etc.

Al observar esa pequeña cifra de situaciones de violencias que la población LGBTNBIQ+ reporta –aunque la mayoría no constituyan luego denuncias– aparece que son, principalmente, realizadas por el claustro estudiantil y referidas a violencias entre pares, y en segunda instancia de tratos recibidos por parte de docentes. 

Une compañere entrevistade destaca la singularidad de esta situa-ciones y la complejidad de los abordajes al narrar que “las situaciones nunca llegaron a eso, a convertirse en una demanda, digamos, de un proceso de investigación y sanción de los hechos, y muchas vec-es tienen esta característica de que son más complejas de intervenir, porque muchas veces se trata de la naturalización de cierto ambiente donde se hacen determinados chistes o se hacen determinados co-mentarios y no por ahí un ataque directo”.

Este testimonio da cuenta de cómo esta hegemonía patriarcal y cisnormativa cobra diferentes formas e implicancias en cada campo disciplinar y los distintos ámbitos institucionales, siempre están pre-sentes de una u otra manera, y los desafíos que supone para los mar-cos normativos vigentes de los protocolos de actuación y los equipos adaptar sus estrategias para contemplar dicha especificidad y singu-laridad de situaciones.

Finalmente, en relación a la experiencia subjetiva de elles y las in-terpretaciones que pueden hacer en relación a esta hipótesis de la falta de acercamiento, apropiación o confianza del colectivo LGBTNBIQ+ a los dispositivos de atención de situaciones de violencias por motivos sexo-genéricos de las universidades, surgen diferentes aristas. 

En primer lugar, aparecen fuertemente en esta instancia dos ra-zonamientos que funcionan uno como contrapartida del otro: por un lado, la equiparación en el imaginario social de la noción de vio-lencias por motivos de género a las violencias hacia las mujeres (cis). En segundo lugar, la naturalización o banalización de las expresiones de violencia hacia las disidencias por parte de la comunidad en gen-eral. Transversalmente, surgen factores tales como el temor a la ex-posición, la soledad o precaria red de contención, la falta de con-fianza en las instituciones y la sociedad en general, la ausencia de conocimiento del protocolo o dispositivo de atención, y la búsqueda de otros mecanismos de resolución menos punitivos.

Las experiencias subjetivas de quienes integran los equipos en tanto personas LGBTNBIQ+ aportan una dimensión clave para com-prender este panorama. Su presencia habilita nuevas sensibilidades, introduce perspectivas y construye legitimidad, aunque no siempre se traduzca en un mayor acercamiento de quienes consultan. Su es-casa presencia en los espacios institucionalizados de género y, en par-ticular, en los equipos de los dispositivos de atención de situaciones de violencias por motivos sexo-genéricos puede ser leído en el marco de los procesos propios de las instituciones universitarias en relación a su incorporación no sólo en estos espacios, sino en el propio acceso a la educación y las instancias de formación formal.

Sin embargo, debemos mantener una posición de vigilancia críti-ca para evitar caer en una mera inclusión discursiva de la diversidad. Como plantean Radi y Pérez (2010), en muchos ámbitos académicos la transversalización de la perspectiva de género se ha implementado de manera superficial en lugar de funcionar como una herramien-ta efectiva para contrarrestar las lógicas estructurales de la cishet-eronorma. Esto produce, por un lado, “presencias en ausencia real”, es decir, generan un efecto de presencia o “inclusión” de la diver-sidad, mientras que las personas que componen esa diversidad es-tán efectivamente ausentes de los espacios de toma de decisiones, la planificación y ejecución de políticas en este caso; y por otro lado, la “producción de ausencias en presencia real”, es decir, los mecanismos que borran o subordinan a las experiencias y saberes de personas del colectivo LGBTNBIQ+ que sí logran formar parte de estos espacios.

Habitar los espacios institucionales de género desde la disiden-cia implica también disputar estos sentidos, visibilizar trayectorias y reconfigurar las formas de acompañar. En ese gesto, los equipos devienen lugares de mediación entre las normas y las vidas concre-tas, entre los marcos institucionales y las prácticas de cuidado que se ensayan cotidianamente.

En conjunto, los testimonios recabados sugieren que la transver-salización de la perspectiva de diversidad ha avanzado en el plano discursivo, pero requiere traducirse en recursos, presencias y políti-cas sostenidas que consoliden a los dispositivos universitarios no sólo como espacios de denuncia, sino también como territorios de confi-anza, escucha y reconocimiento para todas las identidades.

Otre compañere señala el elemento de “las culturas instituciona-les” y baraja que “quizás ese tipo de situaciones, no es que no sucedan, sino que se tramitan de otra manera”. ¿Es una opción que los proto-colos estén pensados y sean productivos para gestionar mayormente las violencias de personas cis? ¿cómo sería pensar otros protocolos o nuevos mecanismos para gestionar pero al mismo tiempo dar enti-dad a las violencias que suceden al colectivo LGBTNBIQ+?

Sabemos que hasta ahora los protocolos dieron a nuestros dispos-itivos de atención una imagen pública de ser lugares de investigación y de sanción de hechos y de sumarios, pero que también supimos construir puertas adentro muchas estrategias feministas de acom-pañamiento a la permanencia, a la trayectoria, muy especialmente de la mano de los abordajes que nos acercaba el colectivo LGBTNBIQ+.

Somos conscientes también de que el contexto actual es muy distin-to al de los primeros protocolos sancionados a partir de 2015: las situa-ciones que nos llegan tienen múltiples aristas, se han diversificado, y las intervenciones obligadamente se vuelven complejas, lo cual enriquece el abordaje. Pero todo esto pesa, además, sobre nuestros cuerpos. Esta-mos frente a un desafío enorme, que es también una oportunidad para pensar la violencia en las universidades, devolvernos la mirada hacia los propios los dispositivos de atención y poder observar las desigual-dades de una forma interseccional, más compleja, ampliando el alcance que hasta ahora ha tenido la noción de “género” o “diversidad”, a la vez de que fortalecemos los equipos y los dispositivos de acompañamiento y se desarrollan intervenciones eficaces, buscando impactar concreta-mente en los diversos territorios que habitamos. 

Conclusiones

Este capítulo inició con un estado de situación alarmante: hasta hace no mucho tiempo primaba la ausencia de información concreta y sustancial en relación a las disidencias en el ámbito universitario. Luego fuimos recuperando las producciones existentes en la actuali-dad, las cuales, si bien son pocas, resultan sumamente significativas. 

En segundo lugar, recogimos momentos claves del recorrido que fuimos tejiendo las universidades en red, durante la búsqueda de hacer cumplir los derechos garantizados por normativas nacionales pero también tensionar los límites de las mismas, e incluso garanti-zar aspectos que no estaban resguardados por ninguna ley. Al mirar hacia atrás lo construido es mucho, y sería imposible hacernos las preguntas que hoy nos hacemos sin los pasos andados y la confianza construida entre nosotres. 

A este material sumamos voces en primera persona: de las entrev-istas realizadas a integrantes de equipos universitarios de atención a situaciones de violencias por motivos sexo-genéricos que se recono-cen como parte del colectivo LGBTNBIQ+, se desprende un panora-ma diverso, aunque con puntos de continuidad en torno a los modos en que las políticas de género incorporan —o no— las experiencias y demandas de las disidencias. Aquellas acciones preventivas y de sensibilización hacia el colectivo suelen inscribirse en marcos gene-rales de políticas de género más que en líneas específicas de trabajo. La Ley Micaela aparece como un eje articulador común, acompaña-da por talleres, capacitaciones y actividades de sensibilización, pero alertamos que la inclusión de la perspectiva de diversidad se da de manera desigual. En algunas universidades se observa un nivel más alto de institucionalización —adhesión al cupo laboral travesti-trans, adecuación a la Ley de Identidad de Género, registros y formularios inclusivos, emisión de títulos no binarios—, mientras que en otras estas acciones forman parte de agendas más amplias sobre derechos y prevención de violencias, sin una continuidad sostenida.

En general, los equipos destacan que las consultas o denuncias provenientes del colectivo LGBTNBIQ+ son escasas y que las situ-aciones que se presentan refieren, sobre todo, a experiencias de dis-criminación simbólica o relacional antes que a violencias directas. En estos casos, los dispositivos de atención operan más como ámbitos de escucha, acompañamiento y articulación institucional que como dispositivos punitivos. Esta baja existencia de denuncias formales no parece responder a la ausencia de conflictos, sino a un conjunto de factores que van desde la naturalización de ciertas violencias y el desconocimiento de los dispositivos, hasta la percepción de que los protocolos están dirigidos principalmente a mujeres cis. También se mencionan el temor a la exposición pública y la falta de referencia-ción con los equipos en relación a la escasa visibilidad de identidades disidentes en los dispositivos de atención. Estas razones delinean una brecha de identificación simbólica entre las disidencias y las políticas universitarias de género, sostenida tanto por estructuras instituciona-les como por imaginarios que aún asocian la violencia de género ex-clusivamente a relaciones entre varones y mujeres cisheterosexuales.

Alertamos también sobre la importancia de mantener una posición de vigilancia crítica para evitar que nuestras políticas y acciones queden subsumidas a una retórica discursiva, generando “presencias en ausencia real” (Radi y Pérez, 2014). Sabemos que uno de los principales desafíos es poder contar con mayor participación de disidencias, no sólo para consolidar dispositivos plurales sino para, principalmente, poner en valor sus experiencias y saberes en tanto factores fundamentales para fortalecer las estrategias de pre-vención, intervención y promoción de derechos. Asimismo, consid-eramos que la participación de personas LGBTNBIQ+ en los dispos-itivos puede colaborar al sentido de identificación y referenciación, lo que puede promover la generación y lectura de estos espacios como seguros o amigables.

Algunas preguntas abiertas para seguir pensando estas prob-lemáticas son: ¿construimos ámbitos institucionales que respondan a las necesidades de las personas LGBTNBIQ+ en relación al acceso y permanencia en la educación superior? ¿Qué lugar ocupan estas demandas en el contexto actual? ¿Cuáles lógicas vigentes interpelan? ¿Qué está en juego? ¿Cómo sería una universidad plural, diversa y transfeminista?

Sabemos, desde el rol de integrantes implicadas en espacios y dis-positivos como los que abordamos durante este trabajo, que las uni-versidades no se quedan quietas, que siempre se están incomodando y emergiendo nuevas formas desde adentro. Y no es sin nosotres que estos movimientos suceden. En este sentido, creemos que en la tar-ea de revisar los modos –actuales y complejos– en que se presentan las violencias en las universidades, y cómo llevar adelante abordajes por fuera de los estereotipos patriarcales y cisheteronormados, se en-cuentra el gran desafío por delante para pensar las nuevas universi-dades que queremos construir.
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En primera instancia, este capítulo intentará situar algunos de los ele-mentos centrales del debate entre posturas punitivas y anti-punitivas en relación al abordaje de las violencias por motivos de género. Bus-camos con ello visibilizar los diversos modelos de comprensión del fe-nómeno de la violencia de género –ya sea como problema individual o estructural– los cuales habilitan distintas formas de intervención.

En una segunda instancia, se trasladará este debate al contexto específico de las instituciones de educación superior en Argentina, analizando cómo se ha expresado a lo largo de los últimos años esta tensión en el marco de las universidades, sus reglamentos, normati-vas y dispositivos institucionales.

Por último, analizaremos los resultados del Relevamiento Nacio-nal sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de los equipos de atención39, realizado por la comisión de Protocolos de la RUGE-CIN. En este punto nos interesa mostrar con qué tipo de expectativas llegan las personas que consultan o denuncian en los equipos de atención y contrastar ese dato con el tipo de abordaje o respuesta que en términos estadísticos ofrecen los dispositivos uni-versitarios. Esta comparación permitirá reflexionar sobre los mode-los de atención que se despliegan en función de las distintas lecturas del conflicto: por un lado, el modelo seguritario centrado en el casti-go; por otro, el modelo integral orientado a la prevención, la repara-ción y la transformación del lazo social.

 

¿Se puede en el ámbito universitario ofrecer una respuesta al daño que produce la violencia por motivos de género sin apelar a la figura del castigo?

En su libro El malentendido de la víctima, Tamar Pitch (2024) des-cribe cómo, en tiempos de avanzada de gobiernos neoliberales, de globalización, de flexibilidad, precarización laboral y debilitamiento de los Estados Nacionales como garantes de seguridad social, se ha generado el clima propicio para el robustecimiento de un sentido co-mún “justiciero, o más bien verdugo” (p. 40). Ubica la construcción 

39   Para acceder al informe, ingresar a este link.

de una moral binaria que produce una ruptura entre las nociones de víctimas y victimarios por un lado, y sus contextos sociales por otro (desconociendo estos últimos). Esta reducción deviene en una simplificación de la lectura del fenómeno de la violencia, que lejos de ser comprendido como una problemática estructural pasa a ser interpretada en términos individuales. Solo hay negro y blanco, no hay grises. Solo hay buenos y malos, sin matices. 

Este movimiento obtura cualquier posibilidad de análisis situado de la violencia y, por ende, la desigualdad, las jerarquías, el ejerci-cio del poder, las relaciones asimétricas o la pertenencia a un grupo marginado o vulnerado dejan de ser variables de dicho análisis. En la medida en que la violencia se constituye como una falta individual pasa a ser un comportamiento plausible de modificación a través del castigo. Pitch llama a esto despolitización neoliberal: el abordaje inte-gral del daño es reemplazado por una respuesta centrada exclusivamente en la sanción. A esto, dice, se suma una creciente “criminalización de di-versos problemas, fenómenos y conflictos cada vez más extensa” (p. 40).

Desde ya que este intento por despolitizar una dimensión de la vida tan elemental no constituye ninguna novedad. En la misma línea po-dríamos situar la denuncia de las feministas radicales de la segunda ola instalando el lema “lo personal es político”. Vale la pena recordar el con-texto en el que este lema emerge como tal: transcurrían los años 70 y diversos grupos feministas llevaban adelante la práctica de encontrar-se a intercambiar experiencias personales, históricamente silenciadas, con el fin de poner conciencia sobre la situación de opresión de la cual derivaban dichas experiencias. Estos encuentros, en los que discutían temas como la maternidad, el trabajo doméstico, la sexualidad, el abor-to o los mandatos de belleza, fueron menospreciados por los propios compañeros y compañeras de militancia de izquierda, por considerar-los poco relevantes y carentes de impacto en la política real. Tal como explica Danila Suarez Tomé (2022), la “idea de que si algo pertenece al ámbito de lo privado carece de dimensión política, por oposición a la politicidad evidente del ámbito de lo público, ha sido uno de los elementos nucleares del sistema patriarcal que las feministas de la se-gunda ola han expuesto y denunciado” (p. 71).

Según describe Pitch (2024) la despolitización neoliberal y el giro punitivista no son patrimonio exclusivo de los sectores conservado-res, sino que se observan estas retóricas incluso en sectores progre-sistas o feministas. 

En los últimos años, esto puede verse reflejado en el ámbito uni-versitario –pero no de forma exclusiva– mediante la proliferación de denuncias anónimas, escraches40 y cancelaciones41, que si bien son herramientas legítimas cuando no se ha encontrado una vía para canalizar el reclamo ante una situación de violencia o para denun-ciar impunidad cuando el reclamo no ha sido atendido, en ocasiones pueden ser funcionales a la lógica del castigo, sin proceso, sin garan-tías jurídicas e incluso sin reparación para las personas afectadas, re-dundando en procesos de revictimización42. Independientemente de que estos actos puedan resultar en sí mismos reparadores (concepto que será desarrollado más adelante), nos parece importante llamar la atención respecto a la dimensión del cuidado y preguntarnos de qué modo lo contemplan este tipo de acciones (si es que lo hacen).

Para referirnos a la violencia de género podemos citar la defini-ción que hace la Comisión Económica para América Latina y el Cari-be (CEPAL, 1996) que la describe como el ejercicio que:

refleja la asimetría existente en las relaciones de poder en-tre varones y mujeres, y que perpetúa la subordinación y 

40   Este concepto será abordado más adelante en este mismo capítulo. 41   En este capítulo utilizamos una definición de cultura de la cancelación que remite a una práctica popular que consiste en “quitarle apoyo” especialmente a figuras públicas y compañías multinacionales después de que hayan hecho o dicho algo considerado objetable u ofensivo. Cuando alguien o algo está cancelado se descarta, se deja de ver, se deja de escuchar, se desclasifica, se aísla, se abandona, se niega, se deja de consumir hasta que eventualmente puede o no desaparecer (Cuello & Disalvo, 2020, párr. 5) 42   Nos referimos aquí al proceso por el cual una persona que ha estado sometida a una situación de violencia vuelve a ser violentada reviviendo experiencias traumáticas como consecuencia del accionar de instituciones o personas que culpabilizan, cuestionan o exigen a la víctima que repita el relato de los hechos en reiteradas ocasiones.

desvalorización de lo femenino frente a lo masculino. Ésta se caracteriza por responder al patriarcado como sistema simbólico que determina un conjunto de prácticas coti-dianas concretas, que niegan los derechos de las mujeres y reproducen el desequilibrio y la inequidad existentes entre los sexos. La diferencia entre este tipo de violencia y otras formas de agresión y coerción estriba en que en este caso el factor de riesgo o de vulnerabilidad es el solo hecho de ser mujer (p. 8).

En nuestro país, esta teorización quedó plasmada normativamen-te en el año 2009, con la sanción de la Ley 26.485, de Protección Inte-gral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mu-jeres en la Argentina, que implicó un cambio de paradigma en cuanto a la comprensión misma del fenómeno de la violencia. Este tipo de violencia dejó de ser considerado un problema individual reducido al ámbito de lo doméstico para ser considerado un problema estructu-ral y social, frente al cual el Estado tiene la responsabilidad de ofrecer protección a través del diseño y la implementación de políticas pú-blicas que promuevan la eliminación de patrones socioculturales que perpetúan la desigualdad de género.

Actualmente existe un consenso respecto a que la violencia por mo-tivos de género recae no solo sobre las mujeres sino también sobre les-bianas, gays, bisexuales, travestis, transexuales, transgénero, no bina-ries, intersex y cualquier otra identidad sexo-genérica no hegemónica.

Podríamos afirmar entonces que existe en nuestro país un acuer-do, al menos en términos normativos, que en línea con lo que plan-tean los organismos y convenciones internacionales, considera a la violencia por motivos de género como un problema estructural de la sociedad y un tema de Estado.

Por su parte, la redacción de los primeros protocolos para el abor-daje de las situaciones de violencias por motivos de género en el ám-bito universitario nacional estuvo muy teñida del espíritu normativo vigente hasta ese momento: la Ley 19.549 de Procedimientos Admi-nistrativos, los Estatutos Universitarios, los Convenios Colectivos de Trabajo o los regímenes de convivencia (en los casos en que los hubiera). Si bien algunas de estas regulaciones se han ido revisando y actualizando, la mayoría de ellas carece de perspectiva de género y están fuertemente enfocadas en la denuncia o el acto administra-tivo/sumarial. Cabe mencionar además que el registro en el que se encuentran redactadas es estrictamente jurídico. Prontamente este enfoque comenzó a evidenciar falencias frente a una realidad que se presentaba compleja y multideterminada.

Al calor de la movilización colectiva del Ni Una Menos, los femi-nismos universitarios iniciaron un profuso debate que buscó estable-cer un acuerdo federal sobre el mejor modelo de abordaje para insti-tuciones que no deben perder de vista su fin principal: el educativo. La creación de la RUGE-CIN en 2015 estuvo signada por el desafío de generar marcos comunes para el abordaje de la violencia de género que no resultasen excluyentes o punitivos, sino sensibilizadores y ten-dientes a fomentar la transformación de instituciones cuya historia se remonta a la Edad Media: las violencias y otras formas del sexismo en la universidad no hacen más que replicar, a baja escala, fenómenos observables en el nivel macrosocial.

La pregunta que surgía entonces era por la operacionalización de los acuerdos. Dicho de otro modo: ¿qué política pública era la más adecuada a nuestros marcos teóricos comunes? 

Tal como mencionamos, el cambio de paradigma se había inicia-do ya con la promulgación de la Ley N° 26.485, que encomendaba al Estado atender otras violencias de género no punibles y sin embargo legitimadoras de su misma matriz sociocultural. Hasta entonces la ges-tión estatal de la violencia de género se había centrado en la denuncia y judicialización de los casos. Según sostiene Laurana Malacalza (2020), ese modelo del abordaje producía sujetos responsables de la gestión de su seguridad a título individual, vale decir, que debían –ante todo– mostrarse como verdaderas víctimas. De este modo, aunque el modelo parecía condenar la violencia de género, al mismo tiempo debilitaba las posibilidades de una decodificación cultural del fenómeno y distinguía víctimas “buenas” de “malas” (Arduino, 2018). 

En oposición a ese modelo, Malacalza presenta el de la “integra-lidad” que, por un lado, busca restaurar el lazo social de las personas en situación de violencia y, por el otro, busca sensibilizar a la socie-dad sobre la problemática. El foco de la reparación se traslada de lo individual a lo colectivo: por un lado, un mayor énfasis en el fomen-to de la autonomía de las personas en situación de violencia (ayuda económica, acceso a la salud sexual y reproductiva, formación pro-fesional o en oficios, fomento de instancias de restauración del lazo social como los grupos de ayuda mutua). Por el otro, una pedagogía estatal activa (por ejemplo, mediante campañas de concientización, la implementación obligatoria de la Ley N° 26.150/06 de “Educación Sexual Integral” en las escuelas y de la Ley N° 26.150/06, conocida como “Ley Micaela”). 

En las universidades, las feministas diseñamos los protocolos previendo la creación de equipos técnicos de intervención, que –en su mayoría– se encuentran institucionalizados por fuera de las áreas jurídicas y sumariales universitarias. Así, la mayor parte de los casos atendidos por estos espacios se resuelven mediante diversas medidas que no requieren un acto disciplinario. Suele llamarse a estas inter-venciones no punitivas “estrategias alternativas de reparación”. Se tra-ta de un modo novedoso del uso del término que, por primera vez, en el gran ámbito de los derechos humanos, toma distancia del modelo de Madres y Abuelas de Plaza de Mayo. Por un lado, las banderas del “debido proceso”, del Nunca Más y de la Verdad, Memoria y Justicia constituyeron un insumo del nuevo paradigma (Grammático y Losi-ggio, 2025). El debido proceso es el conjunto de garantías que debe asegurar el Estado –previo proceso pericial y eventual condena– a todo acusado de un delito. La política de verdad, memoria y justicia busca arrojar luz sobre una violencia ejercida en las sombras, clan-destinamente, de espaldas a un pueblo que, de otro modo, la hubiera rechazado. Estos pilares se volcaron a los protocolos de las univer-sidades que, en casi la totalidad de los casos en los que permanecen vigentes, declaran basarse en el principio de confidencialidad (para garantizar un procedimiento no victimizante ni excluyente) y se pro-ponen prevenir y sensibilizar en la temática a su comunidad universi-taria para transformarla. Principio de inocencia y pedagogía de la vi-sibilización, entonces, como pilares de los protocolos universitarios.

Sin embargo, los feminismos institucionales se revelan como una parte del mismo Estado que, aunque reproduce violencias sexistas, también debe admitir –incluso en el contexto actual– los episodios feministas que se desarrollan en su interior: ocasionalmente en el poder judicial y legislativo, mayoritariamente en las universidades, significativamente en los Estados provinciales y municipales. 

La responsabilidad del Estado ante la violación de garantías ele-mentales es de índole por completo diferente a la de los delitos mal llamados “comunes”. Por eso, en períodos democráticos, el Estado admite que se hagan juicios contra él y contiene mecanismos para garantizar la imparcialidad de esos juicios.

Es aquí donde los feminismos institucionales deben encontrar un rumbo alternativo a la tradición local de los derechos humanos, in-novar en un terreno no allanado. Si, como dijimos, la violencia de gé-nero responde a una estructura social, entonces no se trata de un plan sistemático propio de los regímenes autoritarios. La matriz cishete-ropatriarcal se produce y renueva en el orden de las normas sociales de conducta y las prácticas culturales que esas normas suscitan. Allí donde se dice “sentate como una nena” o “llorar es de maricón”, allí donde se lanza un improperio a modo de piropo, también allí donde le ofrecemos al mundo (incluso a pesar nuestro) una expresión de género “aceptable”.

En la medida en que esas normas no están escritas en ningún lado, se vuelve difícil impugnarlas. No hay debate legislativo que modifique nuestros valores morales. Así su deconstrucción es tan involuntaria (este es su sentido estrictamente derridiano), como his-tórica. En una palabra, el castigo no puede ser –para los feminismos institucionales– el punto de partida del abordaje, porque no hay en nuestro horizonte de reparación la identificación de responsables de mayor y menor rango, relaciones de mando y obediencia, instruc-ciones para la aniquilación de todas las mujeres o de personas LGB-TIQ+, en cuanto grupos. Quizás en esto reside hoy la paradoja de los varones odiantes organizados: castrados de éxito alguno en el ámbito económico y público, se ven obligados a reclamar una dominación “natural” (Segato, 2010; Bates, 2023). Exigen una sumisión que –en el extremo– supone la total inacción: el femicidio. 

En el reclamo de las madres de personas desaparecidas en la úl-tima dictadura argentina (1976-1983), el juicio y el castigo a los res-ponsables y perpetradores de la violencia estatal constituía una meta inmediata. Aquel daño subjetivo que atravesaban se volvía inapelable ante la magnitud de una violencia que ellas mismas habían logrado demostrar, jurídica y éticamente, objetiva.

El caso de la violencia de género y los micromachismos es distin-to. Las mujeres y diversidades, en mayor o menor medida, atravesa-mos distintas situaciones de violencia y discriminación a lo largo de nuestras vidas, incluso a veces la naturalizamos, ignoramos o repro-ducimos. Su objetividad, en la mayoría de los casos, es difusa, y no obstante un hecho de microviolencia “menor” (un chiste, por ejemp-lo) puede desatar un daño subjetivo irreparable. 

Coincidimos con Pitch (2024) en que el estado de cosas actual responde a un fenómeno multicausal para el que se ofrece un mod-elo seguritario de abordaje como el más idóneo. Y esto si acaso no se niega por completo la existencia del fenómeno de violencia de género (como ocurre actualmente en la retórica oficial del gobier-no nacional). ¿Corresponde cruzarnos de brazos hasta la próxima primavera feminista? El polémico libro Acoso ¿Denuncia legítima o victimización? de Marta Lamas (2018) nos ofrece una hoja de ruta. La autora problematiza el uso generalizado que el feminismo da al término “violencia”, que abarca un amplio arco de prácticas socia-les rechazables. El activismo ha sido más imaginativo que el lenguaje jurídico en este punto. Distintas formas de la injusticia han asumido denominaciones originales que ganaron sentido universal (Fraser, 1997). Solo por mencionar algunas nociones de cuño latinoamerica-no: “democracia en el país y en la casa”, “violación intramatrimonial”, “femicidio”, “aborto legal, seguro y gratuito”. Los acuerdos “desde ar-riba” sobre los enfoques, los modelos de políticas y la complejidad del daño subjetivo en casos de violencia de género constituyen un exitoso punto de partida. El desafío es volverlos sentido común en un contexto político que trabaja a contrapelo. 

Lo que muestran los datos: mapa actual de las prácticas institucionales

En el ámbito universitario, los feminismos hemos luchado por cons-truir las herramientas necesarias para identificar y codificar como violencias muchas de las prácticas comunes, por lo que nos interesa adentrarnos en un análisis de los datos disponibles al respecto y pre-guntarnos qué buscan las personas que se acercan a los equipos de atención, ¿ha cambiado esa búsqueda a lo largo de estos diez años de implementación de protocolos en el ámbito universitario? ¿Qué respuestas han dado los equipos en este tiempo? 

Cómo bien se recupera en el Diagnóstico sobre la implementación de políticas de género en el sistema universitario argentino (RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina, 2021), la sanción de las situaciones de violencia por motivos de género es uno de los objetivos, junto con la atención y la prevención, que persiguen desde sus inicios los pro-tocolos universitarios. Allí se pueden identificar las herramientas y tipos de sanciones que contemplan los protocolos universitarios en su letra. Según las referentas de estos espacios, cerca del 90% de los protocolos contemplan medidas preventivas y de contención de vícti-mas, y el 82,6% contempla medidas disciplinarias (RUGE-CIN e Ini-ciativa Spotlight Argentina, 2021). Por medidas disciplinarias se en-tiende procesos sumariales, suspensiones y expulsiones, entre otras. 

Sobre este punto nos gustaría hacer una aclaración: si bien la mayoría de los protocolos contemplan en su norma las medidas dis-ciplinarias y tienen entre sus objetivos la sanción, estos no tienen competencia formal para implementar estas medidas (RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina, 2021, p. 85). La intervención de los equipos se inicia ofreciendo un espacio de escucha, acompañamiento y asesoramiento. Algunos de ellos recolectan pruebas y testimonios, informan a la persona denunciada y receptan un descargo, junto con pruebas y testigos –si los hubiere–, mientras que otros limitan su in-tervención al momento de escucha para quien perciba haber vivido una situación de violencia por motivos de género. Sin embargo, todos los equipos de atención realizan una evaluación de riesgo de cada si-tuación y, luego de decidir sobre las medidas a implementar, realizan una articulación o derivación a las áreas pertinentes. Si la evaluación hecha por las profesionales encuentra necesario adoptar una medida disciplinaria, se incluye una recomendación de sanción al informe de riesgo. Este informe es enviado a las autoridades o áreas legales, según establezca el circuito de cada protocolo, a las que se solicita elaborar las actuaciones administrativas que permitan efectuar la sanción apelando a los regímenes disciplinarios vigentes y adecuados para cada claustro universitario o a los Convenios Colectivos de Tra-bajo en el caso de trabajadores docentes y nodocentes. 

Entonces, si bien las medidas disciplinares están contempladas en más del 80% de los protocolos, tanto en el 2021 como en el rele-vamiento del 2025, los equipos de atención que declararon usarlas muy frecuentemente no fueron más del 2%. Sin embargo, vale la pena señalar que la sugerencia de sanción está asociada al tipo de violencia por la que se consulta o se quiere denunciar. El abordaje elegido por los equipos, no es el mismo para todas las situaciones de violencia que suceden dentro de nuestras instituciones. El Relevamiento RU-GE-CIN del 2025 muestra que la utilización de medidas disciplinares aumentan especialmente en casos de acoso sexual. En estos casos, el 40% de los equipos sugiere medidas disciplinares frecuentemente y muy frecuentemente. 

Esto evidencia que, si bien la mayoría de los protocolos contem-plan este tipo de respuestas, los equipos de atención suelen elegir otro tipo de abordajes de las situaciones. Entendemos que esto responde a múltiples motivos, entre ellos la apuesta ético-política-feminista de los equipos de trabajo, en tanto equipos de instituciones educativas que levantan la bandera de una pedagogía estatal activa. El horizonte de acción está puesto en la prevención, la reparación y la transforma-ción del lazo social más que en la búsqueda de castigo. Esto queda de-mostrado no solo en que las medidas contempladas en la mayoría de los protocolos son las preventivas (91,3%) y las de contención (89,3%), sino en que además son las utilizadas con mayor frecuencia (75,6% las de contención y 54,8% las preventivas), según el Diagnóstico de 2021 (RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina, 2021, p. 19).

Asimismo, los circuitos establecidos para la implementación de medidas disciplinares resultan ser las medidas que más tiempos de espera suponen, tanto a los equipos de atención como a denuncian-tes, afectando el principio de celeridad en la respuesta (RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina, 2021, p. 20). Las medidas de esta índo-le suelen demorar no menos de 12 semanas y un promedio de 24. Ya en 2021, las referentas de los espacios denunciaron los obstáculos que en muchos casos estas articulaciones suponen, demorando aún más la investigación de los casos o la aplicación de las medidas. El 60,9% de las referentas señaló obstáculos con las áreas legales y el 23,9% con las máximas autoridades. Esto refleja las tensiones y dificultades para establecer consecuencias legales o disciplinarias. 

Cabe mencionar que en algunas ocasiones esta apuesta activa, in-tencionada y con carácter político de los equipos se encuentra tensio-nada y desafiada por la propia expectativa y demanda de quienes se acercan a los espacios de escucha. 

En una investigación reciente, Rocío Moltoni (2025) recoge rela-tos de personas que atravesaron situaciones de violencia de género en la Universidad Nacional de Rosario. Se ve obligada allí a reco-nocer que la reparación en esos casos es imposible y no lineal; que excede las acciones concretas –punitivas o no– que puedan llevar a cabo los equipos de intervención, y que suele depositarse en una ex-pectativa de reconocimiento público del problema. Moltoni detecta una recurrencia en los relatos: el deseo de que aquella experiencia dañina “no le pase a nadie más” (2025, p. 231). Esta expectativa, sin dudas vinculada a la experiencia emocional de las consultantes o de-nunciantes y la conciencia de que esa experiencia es común, además de la necesidad de politizarla, no siempre coincide con el enfoque no punitivo e integral propuesto “desde arriba”. Las consultantes muchas veces esperan, o bien sanciones desproporcionadas en relación con la falta denunciada, o bien manifestaciones públicas por parte de los equipos de intervención. Decepcionadas o incrédulas, muchas veces recurren ellas mismas al escrache; otras, se entregan a un sentimiento de decepción o desprotección, que las conduce a la angustia, la inco-modidad y la bronca con la institución universitaria (Moltoni, 2025; Bagnato, 2025). 

Ya en el 2016, en el marco de una encuesta realizada por la Uni-versidad Nacional de San Martín (UNSAM), Vanesa Vázquez Laba y Mariana Palumbo habían detectado que un 79% del alumnado ofrecía respuestas punitivas a la pregunta acerca de “qué debe hacer la uni-versidad con quien discriminó y/o violentó por razones de género u orientación sexual”. Se consignaban mayormente las resoluciones de “expulsión, cárcel, suspensión y escarnio público” (Vazquez Laba et al, 2021, p. 197). Solo un 7% proponía medidas de tipo pedagógicas hacia las personas agresoras. Asimismo, un estudio etnográfico, realizado en la misma universidad, en el mismo año y por las mismas investigadoras detectó la prevalencia del enfoque seguritario acerca de la violencia de género por parte de estudiantes, docentes y nodocentes. De otro modo, el enfoque integral, para cuya difusión la universidad había dispuesto una intensa campaña comunicacional, no había logrado la pregnancia esperada. La comunidad universitaria, concluían las investigadoras, depositaba una fe “paternalista” en el equipo interventor y esperaba que actuara como una suerte de poder judicial eficiente. 

Vale mencionar que, sobre todo en los primeros años de consti-tución, consolidación y legitimación de los equipos de intervención, la mayoría de los casos llegaban por la vía de distintas mediaciones: consultas entre pares, a los centros de estudiantes, al departamento de alumnos o docentes que inspiran confianza. Estos actores, no obs-tante, en muchas ocasiones desconocían los mecanismos no puniti-vos de reparación que siguen a la primera entrevista, principalmente debido a la confidencialidad de los procesos, que impide la visibiliza-ción de los resultados satisfactorios del modelo de abordaje integral (Blanco y Spataro, 2021).

Sin embargo, un dato interesante es recogido en el último releva-miento de la RUGE-CIN. El 80% de los equipos de atención señala que el motivo más frecuente de consulta es la necesidad de escucha ante estados de angustia. Esto revela que muchas personas no nece-sariamente asisten al encuentro con el equipo de atención con una expectativa de sanción, sino que, al menos en una primera instancia, lo que buscan son espacios de contención, orientación y reparación subjetiva. Este dato parece emerger como una pista para quienes tra-bajamos transitando de manera cotidiana la tensión entre expecta-tivas punitivas y propuestas de abordaje anti-punitivas. La creación de espacios cuidados de escucha activa, guiados por los principios de celeridad, confidencialidad y no revictimización han resultado también espacios con una enorme capacidad de “descompresión” del conflicto. El rol que han adquirido los dispositivos de atención, y cómo ese rol se ha ido transformando, ha sido uno de los temas centrales de discusión en los espacios de Clínicas de Casos (véase capítulo N° 2 del presente libro) en los últimos diez años. Allí, los equipos interdisciplinarios de diversas universidades y en numerosas oportunidades han manifestado el desafío que supone, y al mismo tiempo la oportunidad que implica gestionar uno de los pocos espa-cios institucionales –si no el único– de escucha del ámbito universi-tario, además de la potencia reparatoria que esa escucha pueda tener para muchas personas. 

 

Conclusión

Para concluir este capítulo nos gustaría dejar planteada la tensión que existe entre las distintas lecturas del fenómeno de la violencia por motivos de género –y sus consecuencias– y cómo éstas atravie-san incluso a los feminismos. Las expectativas de justicia retributiva, muchas veces marcadas por experiencias previas de impunidad o por la narrativa jurídica dominante, conviven con las respuestas que los equipos universitarios buscan construir desde una lógica distinta, más cercana a la justicia restaurativa y a la pedagogía del cuidado. Todo po-sicionamiento frente a estas tensiones es ético, ideológico y político, y tiene efectos concretos sobre quienes transitan situaciones de violencia.

Los datos muestran que efectivamente los dispositivos universi-tarios han apostado por abordajes integrales que se alejan del cas-tigo como única vía, priorizando la escucha, el acompañamiento y la reparación. Reconocer esta disonancia entre lo que algunas per-sonas esperan –sanción, castigo– y lo que las instituciones pueden ofrecer –cuidado, innovación, revisión de prácticas, transforma-ción del lazo social– es el primer paso para construir estrategias orientadas a evitar frustraciones, fortalecer la legitimidad de los es-pacios de atención y seguir construyendo respuestas feministas que amplíen el horizonte de justicia.
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Introducción

Una de las contribuciones más significativas de los feminismos a la reflexión y problematización contemporánea sobre el lazo social ha sido la tematización de las violencias por motivos de género. Desde los diversos activismos se logró poner en discusión pública las for-mas en que la violencia opera como un componente estructural de las desigualdades sociales y en la sedimentación de la opresión en base al género y la vivencia de la sexualidad. Este proceso de problemati-zación resultó fundamental para el desarrollo de políticas públicas, la institucionalización de espacios de atención y, a su vez, la elaboración de estrategias de abordaje frente a situaciones de violencia. El sistema universitario nacional, más temprano que tarde, dio cuenta de ello inaugurando unidades especializadas, creando equipos de atención y abordaje de las violencias por motivos de género (VPMG)43 y, final-mente, instituyendo instrumentos normativos como los protocolos de atención y prevención contra la violencia y/o discriminación de género en el ámbito de las instituciones de educación superior.

43   En adelante se emplea en pasajes de este capítulo la sigla “VPMG” para referirse a la violencia por motivos de género.

La genealogía de las luchas feministas y el despliegue de las políti-cas de género en el sistema científico y universitario dan cuenta de una historia dinámica, con cambios sensibles que dialogan y reco-gen escenas y sensibilidades de una sociedad atravesada por nuevos dilemas, necesidades y demandas renovadas. Tal es así que la tem-atización de la violencia por motivos de género, dentro y fuera del sistema universitario argentino, ha suscitado como deriva emergente la discusión sobre otras formas de violencia socio-cultural que no se encuadran estrictamente dentro de las categorías tradicionales provenientes de la tipificación de la violencia por motivos de género. Afectaciones subjetivas, estados de malestar recurrentes, relaciones interpersonales dañadas por distintos registros de violencia y escenas grupales conmovidas emergen como “asunto-problema” al que dar acompañamiento y respuesta. Vivencias concretas y/o representa-ciones del daño, del conflicto y el dolor que, aun no siendo suscepti-bles de ser nombradas y catalogables como “violencia de género”, im-pactan en la vida institucional y en su tejido vincular, demandando atención y acciones de intervención. 

En este capítulo indagamos acerca de esas otras formas de violen-cia que se manifiestan en aulas, en las oficinas, en los pasillos y en los campus universitarios, y nos preguntamos: ¿qué carácter adquieren esas situaciones?, ¿cómo se manifiestan?, ¿qué actores institucionales las recogen?, y ¿cuáles son las formas en que se encauzan a nivel in-stitucional? Finalmente, reflexionamos en qué medida estas otras for-mas de violencia registradas en el ámbito universitario “dialogan” con un contexto socioeconómico crítico en tiempos políticos virulentos que atraviesan –y sacuden de manera sensible– a las instituciones universitarias, sus comunidades y, por ende, las formas de participar y construir la vida en común.

Nombrar la violencia 

Dentro y fuera de las universidades, la trayectoria activista, que con fuerza pedagógica testimonió las múltiples formas en que el poder estructura las relaciones de género, logró apartar el velo que cubría de “domesticidad y privacidad” a la violencia de género, y también promovió una revisión profunda de las relaciones, no solo de las se-xo-afectivas. Ello aconteció en todos y cada uno de los ámbitos en que las personas se encuentran, estudian, trabajan y conviven. En cada lugar común fue necesario poner en revisión las formas de vio-lencia constitutivas del lazo social para ponerlas en crisis, en revisión. 

Sin duda alguna la movilización del “Ni Una Menos” transcurrida en 2015 mucho colaboró en ello, en tanto permitió el ejercicio, íntimo así como público, de reconocimiento y politización de la experiencia personal; volvió audibles los padecimientos singulares y consolidó una identidad colectiva de abrigo a partir de esa escucha habilitada (López, 2020). Puso palabras y cuerpos disponibles para un ejercicio espontáneo y conmovedoramente masivo de interpelación al Estado como principal responsable y garante de los derechos, y sacudió de manera transformadora toda su institucionalidad. 

Aquel evento bisagra que empleó la contraseña común de “Ni Una Menos” bajo la cual se dieron cita identidades políticas, sociales y tra-yectorias vitales ricamente heterogéneas, se constituyó en un punto de inflexión histórica: una construcción colectiva de un tiempo otro, como punto acontecimental de articulación de memorias de las lu-chas precedentes. Puso de relieve tanto demandas históricas como logros alcanzados y proyecciones futuras. En este sentido, la Ley N° 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres de 2009 –que tiene correlato histó-rico con la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém do Pará” (1994) y con la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-minación contra la Mujer, (1979)– se convirtió en un punto de apoyo fundamental para nombrar los episodios de violencia cotidiana. 

Desde esa clave epocal es que se puede pensar la institucionaliza-ción del primer protocolo de atención frente a las violencias de géne-ro, aprobado en el año 2014 en la Universidad Nacional del Coma-hue, así como también todas las discusiones y esfuerzos posteriores para que ello también ocurriera en otras universidades a lo largo y ancho del país. De acuerdo al trabajo de sistematización y compi-lación de protocolos realizado por la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias44 la distribución por años de instituciones que sumaron sus protocolos es la siguiente: 

Cuadro 1. 

Año         Protocolos       Porcentaje sobre el 

Aprobados        Total con Fecha

2014               1                2.56% 2015               4                10.26% 2016               3                7.69% 2017               2                5.13% 2018               9                23.08% 2019              16               41.03% 2020               4                10.26%

Total con Fecha           39                 100.00%

Falta fecha               2

Total General            41

Fuente: elaboración propia a partir de la sistematización realizada por 

RUGE-CIN (agosto 2025). 

44   Véase la compilación de Protocolos de actuación frente a situaciones de violencia y/o discriminación por razones de género realizada por la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias (Última actualización: agosto 2025). 

URL: https://ruge.cin.edu.ar/recursero/protocolos 

Alrededor del Ni Una Menos del 2015, y posteriormente desde 2017 mediante los Paros Internacionales de Mujeres, Lesbianas, Trav-estis y Trans, se configura un tiempo colectivo de emancipación, de apertura y masificación de las cuestiones de género que, habitado por el pulso y potencia de los feminismos y activismos sexo-disidentes movilizados, albergó la génesis de los dispositivos universitarios de abordaje de las violencias por motivos de género y coadyuvó a su proceso ulterior de despliegue y consolidación. Tal como se observa en el cuadro N° 1, los mayores “saltos” estadísticos de aprobación de protocolos, transcurrieron en los años 2018 y 2019. 

Como experiencia colectiva, el sintagma violencia de género aglutinó un conjunto de vivencias disímiles que requerían recono-cimiento y, con el pasar de los años, pasó a conglomerar una amplia variedad de experiencias. En tanto da cuenta de cambios sociales, la categoría violencia de género cada vez más convoca desafíos sustanti-vos y dilemáticos. En tanto no es una cuestión meramente nominal, sino que obedece al territorio de lo simbólico, lo experiencial y de la elaboración subjetiva, ese significante (violencia) también pasó a nombrar, al cabo de los últimos años, un universo heterogéneo de prácticas, dichos, actos y ritualidades (Trebisacce, 2018). 

Los equipos de atención universitarios pasaron así a brindar escu-cha e idear tratamientos posibles para situaciones diversas que, aun afectando a mujeres y diversidades sexogenéricas, no serían a priori encuadrables como violencias por motivos de género. Comporta-mientos, dichos y gestualidades que presentan como denominador común la generación de diferentes niveles de daño, los cuales son mo-tivo de conflictividad vincular, provocan dolor y causan afectación. En resumen, prácticas personales o interpersonales que se constituy-en como vehículos de hostilidad, vulneración, control y/o disciplin-amiento al interior de grupos o equipos de estudio y/o trabajo. Acompañar el malestar colectivo

El 3 de junio de 2025, en ocasión del décimo aniversario del primer Ni Una Menos, la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias (Red RUGE) del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) dio a conocer su segundo informe federal con los resultados preliminares del Relevamiento sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de los equipos de atención45. El análisis inicial de este informe permite observar los tipos y modalida-des de violencias por motivos de género46 que los equipos de atención universitarios abordan con mayor frecuencia, y sus continuidades respecto de lo ya identificado en el Primer Informe Nacional47, ela-borado en años de pandemia. Asimismo, en carácter de hallazgo, este documento da cuenta de un universo de nuevas situaciones que abor-dan y acompañan los equipos de atención universitarios en el marco de las acciones institucionales de prevención, intervención, cuidado y reparación de las violencias. Situaciones identificadas y enunciadas por quienes las padecen como “violencias por motivos de género”, aunque en rigor de su análisis, y mediante criterio técnico de los equi-pos de atención de las universidades, no obedecen necesariamente a razones fundadas en el género (o al menos, no exclusivamente y de forma sobresaliente).

En este estado de situación, las intervenciones de los equipos uni-versitarios de atención en violencias se complejizan profundamente. 

45  RUGE CIN (2025). Informe preliminar del relevamiento sobre los Protocolos para el abordaje de las Violencias por motivos de Género en el Sistema Universitario. 

URL: https://ruge.cin.edu.ar/attachments/article/89/Informe%20preliminar%20

RUGE%20-%20Protocolos.pdf 

46   Para más información acerca de los tipos y modalidades de VPMG detectadas en el sistema universitario y recabadas en ese relevamiento nacional remitirse al cap. 3 de este libro: Protocolos y violencias por motivos de género en ámbito universitario hoy: entre (contra)pedagogías de la crueldad y horizontes feministas. 47  RUGE CIN en alianza con Iniciativa Spotlight Argentina (2021). Diagnóstico sobre la implementación de políticas de género en el sistema universitario argentino. 

URL: https://ruge.cin.edu.ar/materiales/65-informe-final-diagnostico-sobre-la-

implementacion-de-politicas-de-genero-en-el-sistema-universitario-argentino Los equipos interdisciplinarios a cargo de los protocolos identifican en su letra normativa un universo de situaciones que es, comparati-vamente, diferente y menos dinámico respecto del que escuchan y recepcionan en la práctica cotidiana profesionales de atención. 

En efecto, los resultados preliminares del diagnóstico nacional llevado adelante por la Red RUGE-CIN en 2025 revelan el ensan-chamiento del universo de intervenciones y abordajes que desarrollan los equipos o unidades de atención: cerca de la mitad de los equipos respondientes (46,8%) informó que abordan situaciones de maltrato o violencia no necesariamente fundadas en una cuestión de género. Esto es: situaciones en las que la dimensión central que desata y so-bre la cual gravita el conflicto no sería la dimensión de género (“des-igualdad o discriminación por género, hostigamiento o violencia de género”). En la misma secuencia, además de las estrictamente con-signadas en los protocolos institucionales, entre las otras situaciones que los equipos de atención respondientes informaron atender y/o gestionar en la cotidianeidad de las intervenciones se destacan:

•  La violencia laboral y/o institucional que afecta a personas de 

la comunidad universitaria. (37,1%).

•  Conflictos de índole convivencial entre integrantes de la comu-

nidad universitaria (25,6%).

•  Situaciones relativas a salud mental, discapacidad y/o consu-

mo problemático (17,9%).

En diálogo con las otras contribuciones que integran este libro colectivo, la denominación de la violencia psicológica, sexual y sim-bólica dentro el universo de situaciones que abordan con frecuencia los equipos de atención universitarios permite reconocer puntos de intersección entre esos estados personales de afectación emocional o condiciones subjetivas y materiales de vulneración, y la persistencia de idearios, resistencias y prácticas arraigadas relativas a las posicio-nes de género. Habitus e ideas que atraviesan la vida universitaria e impactan en las formas en que las personas habitan, perciben y se relacionan en las instituciones de educación superior. En ese sentido, la identificación y búsqueda de respuestas institucionales a esas otras formas de manifestación de las violencias registradas en el ámbito uni-versitario da cuenta de instituciones y comunidades dinámicas que se revisan en sus acciones, registros de interacción y modalidades de intervención. Y, en consecuencia, comunidades universitarias que -promovidas por la orientación de los equipos interdisciplinarios-politizan el daño y la afectación en búsqueda de abordajes que hagan cesar, reviertan o transformen las condiciones o estados que los ori-ginan, más allá de las categorías conceptuales y analíticas que le dan nombre y alcance.

Tal como acontece en la sociedad toda, en las comunidades univer-sitarias se registran necesidades emergentes y, por ende, se multiplican y complejizan sustantivamente las demandas. Circunstancias de pade-cimiento subjetivo, hostilidad, conflicto laboral, y salud mental buscan una escucha atenta y una contención institucional, que organice re-des de apoyo y asistencia. En este escenario, las unidades de atención y abordaje de las violencias de género se constituyen como referencia necesaria para las comunidades universitarias; devienen en espacios dotados de capacidad de escucha y respuesta, esté o no ello previsto en los textos normativos que regulan su acción y aplicación. Así, por ejemplo: casi 7 de cada 10 equipos que participaron del Relevamiento RUGE-CIN 2025 (69,7%) aseguraron darle tratamiento a distintos ti-pos de violencias que afectan a mujeres y diversidades, además de las situaciones estrictamente encuadradas en VPMG y/o sexualidad.

Creados y convocados para intervenir de manera integral y es-pecializada en situaciones de violencia de género que afecten a in-tegrantes de la comunidad universitaria, un significativo porcentaje de los equipos y unidades de atención asumen, también, la tarea de recoger y procurar desanudar otros núcleos de conflicto y expresión de la violencia que tienen lugar en los campus, aulas y oficinas. De-mandas que antes, con frecuencia, se alojaban de forma dispersas en áreas de las instituciones universitarias sin incumbencias específicas para la atención con perspectiva de género y derechos humanos –Re-cursos Humanos o Desarrollo de Personal, áreas legales y/o actores gremiales y estudiantiles–. 

En el amplio abanico de otras situaciones que asumen los equipos de atención como parte de sus tareas cotidianas de atención y asesora-miento se observa la preeminencia de conflictos del orden interpersonal, convivencial y de estados de padecimiento psíquico y/o subjetivo48. En esta triple inscripción, se reconocen las siguientes situaciones:

•  Dimensión interpersonal: conflictos de relación entre perso-

nas, mediados o no por posiciones de poder o autoridad. Co-rresponde a tratos indebidos, crueles, agresivos y/o descalifi-caciones direccionadas en situaciones de rápido escalamiento y agravamiento de los registros de intercambio o discusión interpersonal.

•  Dimensión convivencial-institucional: intervenciones de los 

equipos en torno a agudización de dinámicas de maltrato, de ruptura o debilitamiento de principios generales de respeto, cuidado y tolerancia en la diversidad. Situaciones que englo-ban un conjunto de dinámicas que acontecen en las grupali-dades (equipos de estudio y trabajo) atravesadas por registros verbalmente ofensivos o inapropiados, desconocimiento de marcos y pautas institucionales de convivencia, y esquemas de pensamiento de base discriminatoria por racialidad, con-dición migrante, credo y/o discapacidad.

48  Esta clasificación y triple agrupamiento se estableció a partir del análisis de las respuestas recogidas en una pregunta del tipo abierto y no obligatorio del relevamiento nacional llevado a cabo por la Red RUGE-CIN en el año 2025 en el que participaron 97 equipos de atención. Allí se solicitó explicitar cuáles situaciones abordan aquellos equipos de atención que, previamente, informaron tramitar “distinto tipo de violencias (no sólo de género) que involucren y/o afecten a mujeres y personas LGTBIQ+” y/o “otras situaciones de maltrato, discriminación o violencia no necesariamente fundadas en la cuestión de género” (Preguntas 12 y 13 del instrumento de relevamiento).

•  Dimensión intrapersonal: refiere al abordaje de estados parti-

culares de dolencia o malestar subjetivo, salud y padecimien-to mental, y/o consumos problemáticos de sustancias.

Esta tríada de dimensiones pone de relieve cómo la escena grupal, colectiva e institucional se ha vuelto un horizonte sensible de inter-vención atento al aumento de los niveles de conflictividad en las con-vivencias e interacciones cotidianas en tiempos de resquebrajamiento de lo común y de estructuras y redes de amparo críticamente debil-itadas. Mayores niveles de demanda, diversificación de las necesi-dades y expectativas de respuesta, solapamiento de dimensiones de conflicto y violencia, sensibilidades en estado de alerta, tanto como heterogeneidad en los orígenes del daño, y en los roles y posiciones de sujeto, incluidas las de género, se constituyen como expresiones concomitantes de los abordajes en violencias en las universidades. Escenas que requieren como condición el diseño e implementación de esquemas de abordaje que excedan el enfoque singularizante o privatista de la violencia (Malacalza, 2020): no se trata apenas de la identificación y acompañamiento de “sujetos particulares afectados y sujetos que afectan o vulneran”, sino también de grupalidades que se constituyen como “sujeto colectivo de intervención” para la repa-ración, la restitución o refuerzo de pautas democráticas, de cuidado y respeto recíproco (Cano, 2020). En esta clave de respuesta, los esque-mas interpretativos de la violencia que se fundan en la estricta extran-jerización o alterización de las conductas, dichos o prácticas violentas o vulnerantes, se convierten, más temprano que tarde, en obstáculos para refundar o transformar entornos, climas de trabajo y/o apren-dizaje, escenas afectivas y vinculares. Obstáculos que no permiten observar –y actuar– sobre las condiciones estructurales que hacen posible el daño o la regeneración del malestar. En resumen, diluyen las responsabilidades colectivas para su atención y prevención.

En respuesta a ello, un horizonte posible, y a nuestro juicio de-seable, es la apelación a fundar o consolidar formas de aseguramien-to colectivo (Malacalza, 2020) en las que los equipos o unidades de atención de las universidades sean espacios necesarios y valorizados, para el acompañamiento, aunque no agentes únicos que actúen en soledad. Apelar a estrategias de aseguramiento colectivo promueve comunidades-actoras colectivas del cuidado, partícipes en la gestión de la reparación y prevención. Además de colectivizar las formas y condiciones del cuidado, esto permite “ganarle terreno formativo” a la lengua punitiva/sancionatoria que viene “derramando” sin tregua matrices de inteligibilidad de conflictos y violencias (Daich y Varela, 2020) en distintos ámbitos de la vida social, incluidas nuestras in-stituciones. La forma en que se construyen los problemas en tanto estrategia de comprensión para la ulterior intervención, y el requer-imiento de imaginación política para garantizar transversalidad, co-ordinación de acciones e integralidad, está necesariamente unida con el tipo de soluciones que se tornan posibles en estas circunstancias epocales e institucionales49. 

Ello dialoga íntimamente con lo ya analizado en torno al fenóme-no de ensanchamiento del universo de intervenciones y abordajes que despliegan los dispositivos universitarios, incluidas las acciones de asistencia, acompañamiento y articulación que se llevan adelante más allá de las estrictamente consignadas en la norma de los protocolos contra las violencias de género. Hablamos de una presencia exten-dida que, en la dinámica cotidiana de la vida universitaria, adquiere gran transversalidad, alcanzando un abanico de asuntos muy diver-sos y sensibles que no afectan exclusivamente a mujeres y diversi-dades, sino al clima y cultura institucional toda.

En efecto, “el modo en que intentamos resolver algunos de nuestros problemas es parte del problema mismo”, o de su reproducción (Cano, 2020). Referimos aquí a alcances expandidos de intervención al calor de la práctica cotidiana y en virtud de los relatos que los equipos de 

49   Acerca de las modalidades de intervención sugerimos remitirse al cap. 5 del eje 2 de este libro: Antipunitivismo y reparación: una lectura feminista de la violencia de género en la universidad. atención en violencias reciben de manera frecuente; así como también de límites y miopías con los que cargan los paradigmas de atención, ses-gos que se pueden volver sensiblemente problemáticos si no existiera una actitud de alerta y vigilancia epistémica constante en torno a éstos. 

Entendemos que las nuevas situaciones que se enuncian como vi-olencia en el ámbito de las unidades universitarias de atención de VPMG señalan cambios en las economías afectivas (Ahmed, 2015), en las formas en que se reconocen y narran las emociones y se tram-itan los dolores. Incluso también cómo se gestan y delinean los “hor-izontes de justicia y la imaginación ético-política” (Trebisacce, 2018). Además de la problemática ya identificada en distintos trabajos en tor-no al acoso sexual en el ámbito universitario (Rovetto y Figueroa, 2017; Vázquez Laba y Palumbo, 2019), resulta reveladora la recurrencia en el señalamiento de los niveles crecientes de conflictividad en las interac-ciones ordinarias, sea ya en vínculos afectivos, académicos o laborales. Estados de malestar, hostilidad, destrato y tensión desbordante dialo-gan con un fenómeno social que, presumimos, más general y abarcati-vo, aquel que nos remite al contexto nacional y a un estadio de crisis y daño en las subjetividades en tiempos de capitalismo voraz.

 

Hacia una transformación institucional

El diagnóstico sobre nuevos emergentes de atención, que permitió el último Relevamiento Federal de la RUGE-CIN, refrenda observa-ciones y alertas ya recogidos en el marco de espacios de trabajo y re-flexión compartida entre equipos interdisciplinarios que integramos los protocolos institucionales de abordaje de violencia de género en el ámbito universitario. Tal el caso de las llamadas “Clínicas de Casos” que, en el CPRES Metropolitano, acontecieron en el año 2019 en la Universidad Nacional Arturo Jauretche; en el 2021, en contexto pan-démico, de manera virtual50; en el 2022 en la Universidad Nacional de Avellaneda, en el 2023 en la Universidad Nacional de La Plata51, y en 2024 en la Universidad Nacional de Lanús.

En los intercambios registrados en aquellas instancias plenarias, aparece la evidencia de una transición significativa en torno a las formas en que se gestionan los malestares colectivos que atraviesan a las comunidades educativas. Esta transición no sólo da cuenta de una transformación en las estrategias institucionales de intervención, sino también de un corrimiento en los modos de significar lo que se entiende por violencia.

Los intercambios entre equipos profesionales de distintas discipli-nas, generados en estos espacios de análisis de casos, permiten identi-ficar una trama emergente de sentidos, donde se reconfigura progre-sivamente la comprensión de la violencia más allá de sus expresiones explícitas o individuales. Lo que se observa es un movimiento de am-pliación del campo semántico de la violencia, que pasa de concepcio-nes punitivistas o centradas en la excepción singular, hacia miradas más estructurales, que reconocen la dimensión institucional, relacio-nal y cotidiana de las conflictividades que se tramitan. Este balance nos orienta a interrogarnos no solo qué estamos haciendo ante las situaciones de violencias por razones de género, sino cómo lo esta-mos haciendo. En este punto, resulta central subrayar un hallazgo reiterado en estos espacios: los protocolos de actuación institucional ante situaciones de violencia de género fueron, en muchos casos, los primeros dispositivos sistemáticos capaces de receptar consultas, de-

 

50   Las universidades organizadoras de la clínica de casos del año 2021, desarrollada de manera virtual en el marco de las medidas de aislamiento y distanciamiento preventivos obligatorio (ASPO y DISPO) fueron la Universidad Nacional de General Sarmiento (UNGS), la Universidad Nacional de Hurlingham (UNAHUR), la Universidad Nacional de José Clemente Paz (UNPAZ), la Universidad Nacional de Luján (UNLU), la Universidad Nacional de Moreno (UNM) y la Universidad Nacional de Tres de Febrero (UNTREF).

51   Encuentro mantenido en el marco de las II Jornadas Haciendo Universidades Feministas, en las que se realizó la Clínica Federal de Casos. nuncias y demandas vinculadas a múltiples formas de violencia que circulaban en las comunidades universitarias.

La irrupción institucional de estos protocolos, promovida por la incidencia sostenida de los activismos feministas, habilitó por prime-ra vez un espacio formal de escucha, tratamiento y visibilización de situaciones de violencia de género. En ese sentido, su institucionali-zación respondió a una vacancia histórica en materia de mediación, abordaje y gestión de malestares colectivos. Hasta entonces, muchas de estas situaciones eran derivadas a áreas como Recursos Humanos (o su equivalente), que tendían a operar con criterios exclusivamen-te administrativos, desprovistos de herramientas específicas para el tratamiento de las conflictividades interpersonales o estructurales que afectan la convivencia institucional. Este enfoque fragmentado derivó en una gestión atomizada de los malestares, altamente de-pendiente de las perspectivas y decisiones individuales de los actores involucrados, sin una política común ni criterios técnicos comparti-dos. La creación de protocolos permitió evidenciar esa dispersión y, al mismo tiempo, visibilizar la necesidad de políticas institucionales integrales que no se limiten al tratamiento de casos de violencia de género, sino que aborden de manera más amplia las condiciones de producción del malestar colectivo.

En esta línea, la especialización de estos dispositivos, enfocada inicialmente en el abordaje de situaciones de violencia por motivos de género (VPMG), dejó al descubierto una falta más amplia: la au-sencia de espacios institucionalizados que permitieran pensar y tra-mitar las formas de convivencia al interior de las universidades. Esta carencia, a su vez, se expresa de forma diferenciada según los claus-tros y las relaciones de poder que los atraviesan. En algunos casos, como en los conflictos entre estudiantes, la resolución era percibida como relativamente “sencilla” –vía apelación a una instancia de me-diación o a códigos de convivencia, aplicados por una autoridad ins-titucional–, mientras que en contextos laborales más jerarquizados, las conflictividades tendían a enredarse en dispositivos de gestión poco eficaces, e incluso contraproducentes, por la falta de formación técnica y encuadres adecuados. 

En este marco, la consolidación de los protocolos no solo generó nuevas condiciones institucionales para el abordaje de la violencia de género, sino que también ha tenido como correlato, en algunas uni-versidades, la emergencia de otros espacios de atención, articulados a partir de agendas específicas. Un ejemplo relevante es la creación de áreas de salud mental, cuya institucionalización corrió en paralelo a los debates generados por los feminismos y las políticas de géne-ro. Las discusiones en torno a políticas despatologizantes y enfoques comunitarios en salud mental impactaron significativamente en el diseño de dispositivos de atención que hoy forman parte de un entra-mado más amplio de respuesta institucional.

La pandemia de COVID-19 iniciada en 2020 constituyó un punto de inflexión en este proceso. La agudización de diversas problemáti-cas psicosociales y afectivas puso a prueba los dispositivos existen-tes, generando una mayor demanda de atención y evidenciando la necesidad de consolidar estrategias articuladas de intervención. Así, los equipos de trabajo se enfrentan al desafío de construir instan-cias integradas que no solo gestionen las situaciones emergentes, sino que lo hagan desde una mirada interseccional y transversal. En este contexto, algunos diagnósticos construidos en las Clínicas de Casos advierten sobre la necesidad de transformaciones institucionales más profundas. En algunas universidades del conurbano bonaerense, por ejemplo, se han desarrollado experiencias que integran en una misma área a los equipos de atención en salud mental y género, reconocien-do la intersección entre ambas problemáticas52. Estas experiencias avanzan en una dirección que pone en cuestión la fragmentación de 

52  En la UNLa, bajo la órbita de la Dirección de Cooperación y Bienestar Universitario se encuentran los siguientes programas sociales: Programa Permanente “La UNLa de los Jóvenes”; Programa Jóvenes Líderes Comunitarios; Programa por la Igualdad de Género (a cargo del protocolo); Espacio de Escucha, Acompañamiento y Orientación en Salud Mental para la Comunidad Universitaria y Programa de Accesibilidad y Discapacidad. las respuestas institucionales, proponiendo dispositivos más integra-les y colaborativos. De este modo, se consolidan como experiencias que no solo responden a demandas inmediatas, sino que también abren la posibilidad de pensar nuevas formas de institucionalidad. 

Entre estos cambios institucionales que se proponen abordar de forma integral los emergentes de la cuestión social, las experiencias compartidas en las clínicas de casos ponen de relieve la incidencia de los activismos en las dinámicas institucionales: lo que inicialmen-te fue un dispositivo innovador –una demanda impulsada desde los márgenes– se ha convertido en una exigencia transversal, que recla-ma atención sobre las condiciones de convivencia en las universida-des y los dispositivos institucionales capaces de intervenir en ellas con legitimidad, sensibilidad y eficacia.

 

Balance colectivo

En el extenso itinerario en el que los activismos feministas y de la diversidad sexogenérica buscaron transformar las instituciones uni-versitarias se reconoce como hito político la institucionalización de espacios de atención en materia de violencia por razones de género. Los protocolos universitarios de abordaje y prevención de las violen-cias fueron pensados y escritos asumiendo la urgente necesidad de afrontar, prevenir y desarticular las violencias por motivos de género que afectan, e históricamente lo han hecho, las trayectorias académi-cas y laborales de mujeres y diversidades sexogenéricas en términos de condición de acceso y permanencia. Ahora bien, la experiencia común del recorrido realizado por parte de los equipos de atención nos señala que el comportamiento y las relaciones interpersonales se presentan opacas y esquivas a catalogaciones rígidas, cristalizadas o estancadas en las normativas institucionales. Hay un desborde del prototipo tipificado en la norma: aquello que acontece y genera es-tados, condiciones y sentimientos de daño, conflicto o vulneración personal, con efectos concretos para quienes los experimentan o pa-decen, termina empujando por dentro y ensanchando lo nombrado como violencia. Entonces, la condición de angustia, malestar, inco-modidad o impacto subjetivo nocivo, se torna en presuntos indica-dores de violencia y, como sucede con todo estado de padecimiento, se busca la forma de hallar la red de apoyo o asistencia que logre desarticularla, o hacerla menguar. 

Tal desborde es comprendido, desde la praxis política de los equi-pos de atención, enmarcado en un contexto en el que la convivencia institucional se nos presenta como dilemática, conflictiva a veces, e interpelante muchas otras. La gestión de los emergentes de atención nos alerta sobre el resquebrajamiento de las relaciones interperso-nales dentro de un tejido común lastimado, aparentemente debil-itado. A este vasto y heterogéneo universo de situaciones, idearios, conductas y hábitos se enfrentan los equipos de atención de las insti-tuciones universitarias públicas.

Una década transcurrió desde el primer Ni Una Menos: la agenda de género maduró, se diversificó y consolidó con diversas acciones de institucionalización en el sistema universitario nacional. Pero no sólo ello cambió, también lo hizo de manera ostensible el escenario nacion-al en términos materiales y de justicia distributiva. Emergen cuestion-amientos, otrora impensados, de consensos democráticos que parecían –hasta estos tiempos– infranqueables. Esto no sucede en vano y sin provocar cicatrices sociales que el tiempo y los estudios de las Ciencias Humanas dirán cuán capilares o de fondo resultan. Tiempos políti-cos, económicos y culturales, narrativas y gestualidades que vienen de manera progresiva afectando –incluso dañando– fibras sensibles de las comunidades universitarias. Los anticuerpos sociales ante discursos y prácticas de violencia, intolerancia, maltrato y cancelación se revelan “resentidos” en tiempos de fragilidad extendida. Con ello, la escena in-stitucional en la que los equipos de atención sostienen sus tareas cotid-ianas también está mutando a un ritmo presuroso, trayendo consigo las nuevas demandas y necesidades aquí analizadas.

Sin duda alguna, la categoría violencia de género corresponde a una forma de enunciación y de conceptualización de la propia experi-encia de padecimiento con gran capacidad de conmover e interpelar. Un término que, desde hace más de dos décadas, viene posibilitando revisar de manera retroactiva situaciones y conductas naturalizadas, así como comprender la problemática estructural de la cual es men-saje y emergente. Sin desmedro de ello, ocurre aquí una paradoja: en la medida en que la agenda feminista fue madurando y transversal-izándose en distintos ámbitos, incluido la educación superior, el par-adigma de la violencia de género y la “lengua del derecho” también se “ensancharon y desbordaron” (Trebisacce, 2018). Hoy en día, bajo el término o significante violencias, se nominan y problematizan una diversidad de afectaciones, vulneraciones y estados de subordinación y exclusión. Al ritmo que la categoría violencia de género permitía nombrar lo antes innominado, hacer visibles –y narrables– los pa-decimientos, revisar prácticas arraigadas y construir una conciencia compartida de la experiencia común de opresión; también se fue in-stalando una “narrativa totalizadora” en torno a esa categoría, una su-erte de significante-amo (Trebisacce, 2018) a través del cual se repro-ducen algunos esquemas interpretativos de la violencia en registros binarios, rígidos e individualizantes de los conflictos y malestares, con ello también se fijan subjetividades. 

Ese mismo desborde o ensanchamiento del paradigma de la vio-lencia de género que desde distintos campos de los estudios de géne-ro y feministas se ha señalado y problematizado (Trebisacce, 2018; Pérez, 2023; López, 2020; Arduino, 2018), por un lado, permitió den-tro de las universidades dar pasos firmes y avances decisivos en la creación y despliegue de las políticas de género. No obstante, en para-lelo, abrigó la posibilidad de interpretar y nombrar como violencia, una diversidad de situaciones de daño y afectación no siempre, y no necesariamente, fundadas en el género.

En tanto la existencia de daño, de conflicto o afectación sea vi-venciada y representada como una forma o huella necesaria de “vio-lencia” (Pérez, 2023), los dispositivos de escucha y abordaje univer-sitarios aparecerán convocados –o requeridos– de intervenir para la resolución –sino de “todos”– de muchos y diversos conflictos y daños que involucren a “mujeres y diversidades”.

Sin embargo, no solo reconocemos y problematizamos cómo el significante violencias y violencias por motivos de género se ha ensan-chado abrigando tal diversidad de situaciones; sino también que este fenómeno viene acompasado con la agudización de estado de fragili-dad subjetiva y de precariedad de lo común que se expresa en muchas de las dimensiones de vida y relación de las personas. El aumento de la conflictividad vincular y las dificultades crecientes detectadas en las relaciones interpersonales, tanto entre personas con distintas posiciones de poder como entre pares, el quiebre de registro de de-bido respeto y cuidado, el rápido escalamiento de los conflictos y las discusiones, y el estado de intolerancia, para nombrar solo las más frecuentes situaciones que los equipos de atención informan estar abordando en sus tratamientos expandidos, no puede sino pensarse en una matriz histórica de la que son parte las universidades.

Como sabemos, las instituciones de educación superior son –por definición y fortuna– porosas; están situadas, reproducen en su seno conquistas y tensiones, logros y vacancias. Cuando el Poder Ejecuti-vo Nacional (PEN) desarma la institucionalidad de género, desfinan-cia y desmantela programas de atención y protección, patologiza y criminaliza las identidades LGTBIQ+, sostiene una suerte de cruzada ideológica (o “batalla cultural”) contra la agenda de derechos y la jus-ticia social, además de negar la especificidad de la violencia de géne-ro, entonces la condición y sensación de intemperie social se agrava. Y si ello acontece, la respuesta espontánea es la referencia cercana, un pedido de asistencia, mediación, asesoramiento a los equipos que “atienden y escuchan” dentro de las universidades, esté o no previsto en los protocolos.

En lo relativo a la dimensión laboral y el entramado de relaciones y convivencias que alberga, nos encontremos frente –y entre– es-tudiantes, docentes y nodocentes con salarios resentidos, pluriem-pleo, sobrecarga de tareas y funciones –además de las de cuidado y reproducción de la vida–. Sucede que las grupalidades, equipos de estudios, trabajo y de investigación se vuelven, con cierta frecuen-cia, escenarios atravesados por dinámicas hostiles, de recriminación, destrato, egoísmos y competencias. El clima laboral se resiente y con éste también lo hacen las formas de habitar los espacios compartidos.

Necesidad de escucha y contención, búsqueda de red, acom-pañamiento y asistencia, esas expectativas enhebran los relatos que enuncian otras formas de violencia que se encuentran recepcionan-do las unidades de atención universitarias, especialmente en los últi-mos tiempos. Entre cambios de época, ataques sistemáticos al valor y aporte de lo público, empobrecimiento generalizado, caricaturización de los feminismos y de alegoría a la crueldad y la deshumanización, algo se defiende como trinchera: las políticas de género y los equipos de atención que las sostienen siguen siendo representados dentro de las comunidades universitarias como rincones hospitalarios. Ámbitos donde referenciarse, buscar reparo, respuesta, quizás abrigo institucio-nal para matizar la sensación de intemperie, atomización y aislamiento.

Frente a cierta precariedad afectiva, y ante el fantasma del des-apego, de la deshumanización y de la fragmentación, se modela con paciencia artesana y feminista cierta “po/ética afectiva” (Cano, 2022) de acompañamiento y (re)educación sentimental en un escenario plagado de incertidumbres, quiebres y tembladeral de consensos por la crueldad y crudeza de la violencia neo-ego-liberal.
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Introducción

La Ley Nº 27.499, conocida como Ley Micaela, fue sancionada en el año 2018 con el objetivo de establecer la capacitación obligatoria en temáticas de género y violencia por razones de género a todas las personas que se desempeñan en la función pública en los poderes eje-cutivo, legislativo y judicial. La norma lleva su nombre en homenaje a Micaela García, una joven de 21 años que fue víctima de femicidio en el año 2017 en la provincia de Entre Ríos53. 

Gracias al impulso de nuestra red RUGE-CIN, en el año 2019 el Consejo Interuniversitario Nacional aprobó por unanimidad su ad-hesión a la Ley Micaela de formación en temáticas de género y pre-vención de las violencias por motivos de género -Acuerdo Plenario 

53  Su femicida Sebastián Wagner, quien ya había sido condenado a nueve años de prisión por abuso sexual hacia dos mujeres, gozaba de libertad condicional por una decisión judicial del Juez Carlos Rossi que careció de perspectiva de género y desestimó su peligrosidad. 

Nº 1.076-. A partir de allí, con la adhesión del conjunto de universi-dades que forman parte del sistema público se inicia una etapa inédi-ta que implicó la confección de materiales específicos y la realización de un sinnúmero de capacitaciones destinadas al conjunto de la co-munidad universitaria. 

Si bien algunas casas de estudios ya habían comenzado a realizar propuestas de formación en esta línea, la sanción de la Ley y su apro-bación por parte del plenario del CIN se convirtió en la punta de lanza fundamental para la incorporación de la perspectiva de género en los debates curriculares, las propuestas de investigación y extensión, la or-ganización institucional y la gestión de la vida universitaria en general. 

En los años que lleva la implementación se produjeron estrategias de diverso tipo en cada una de las universidades, apoyadas en los materiales producidos por las académicas feministas y por la RUGE-CIN que entraron en diálogo con los equipos locales a través de inter-cambios, los cuales permitieron tejer sentidos y significados en torno al género y la sexualidad en los espacios universitarios. 

A partir de allí, el conjunto de la comunidad universitaria, con dis-tintos niveles de aceleración, comenzó a incorporar conversaciones públicas y estrategias de acción mediante propuestas integrales que involucran, desde el inicio, a las autoridades de cada universidad y permean todas las áreas de gestión institucional y los claustros.

Desde el escenario aquí planteado, se pretende sumar sentidos de comprensión y acción a las estrategias de formación impulsadas por la RUGE-CIN para acompañar los desafíos que se enfrentan en la actualidad y así insistir y reforzar las formaciones de Ley Micaela en el sistema universitario nacional.

El presente trabajo tiene el objetivo de reflexionar acerca de los aportes teóricos feministas que se plasman en la implementación de la Ley Micaela y, en este sentido, comprender de forma integral las tramas de las violencias sexistas en los ámbitos educativos univer-sitarios. Para este fin, se recorren ciertas condiciones históricas que dieron lugar a la promulgación de la Ley y las acciones realizadas para su implementación, así como los obstáculos y resistencias pre-sentados; en diálogo con los protocolos para la prevención, atención y sensibilización en torno a la problemática de las violencias sexis-tas dentro del sistema universitario que se abordan en el resto de los capítulos de este libro.

 

Estado de situación: relevamiento de implementación de la Ley Micaela RUGE-CIN54

La puesta en marcha de la formación obligatoria en cuestiones de gé-nero y sobre violencia por razones de género a partir de la implemen-tación de Ley Micaela ha adquirido características particulares en las diferentes instituciones universitarias del país. Desde la adhesión del CIN y las sucesivas aplicaciones en las universidades, la mencionada Ley ha sido una iniciativa de afianzamiento de políticas de género y un dispositivo de formación para toda la comunidad universitaria. 

A partir de una agenda común, con contenidos mínimos elabo-rados por el Ministerio de Mujeres, Géneros y Diversidad de la Na-ción55, la Ley Micaela implicó la definición de temáticas, encuadres epistemológicos y metodologías que adecuaron su implementación a las especificidades de instituciones de educación superior implicando 

 

54   Este apartado recoge los resultados y el análisis realizado en el informe “Estado de implementación de la Ley Micaela en el sistema universitario” - RUGE-CIN publicado en las redes sociales de la RUGE con motivo del 8M del año 2025. Puede 

descargarse el informe en este link. 

55  Por decisión del presidente Javier Milei, el Ministerio de Mujeres, Género y Diversidad de la Nación fue eliminado a través del Decreto Nº 11/2023, desconociendo los compromisos y obligaciones que el Estado Nacional debe asumir respecto a la protección y garantía de derechos de mujeres y diversidades sexo genéricas. Esta decisión tuvo repercusiones a nivel jurisdiccional, siendo actualmente la Provincia de Buenos Aires la única en contar con un Ministerio de Mujeres y Diversidad (según registros al mes de octubre del 2025). a los distintos claustros: autoridades, docentes, nodocentes, estudian-tes y graduades56. 

Con el fin de conocer las formas que adquirió dicha formación en el ámbito universitario la RUGE-CIN llevó a cabo dos relevamientos. El primero de ellos en el año 202057 que recogió información sobre el estado de implementación de la ley, preguntas que fueron retomadas y ampliadas en el segundo estudio del año 2024. Estas acciones han estado acompañadas, además, de la producción de materiales para ser utilizados en las formaciones institucionales (Rovetto et al., 2020) y la realización del curso “La formación de formadorxs en género en las universidades” (Torlucci et al., 2023). 

Del último relevamiento58 realizado, se desprende que la totalidad de las instituciones universitarias respondientes han adherido a la Ley Micaela Nº 27.499, de las cuales el 82% lo hizo a través de la apro-bación de una resolución del Consejo Superior, el 16% a partir de una resolución rectoral y el 3% bajo otras modalidades institucionales. Estos datos muestran la construcción de un consenso institucional en relación con la política, identificable en el nivel total de adhesión mediante resoluciones del Consejo Superior o rectorales. Para el año 2024, 44 universidades habían comenzado a realizar las capacitacio-

56  Las autoras reconocemos el valor constitutivo y performativo del lenguaje como forma de percibir la realidad y de relacionarnos con ella. En este sentido identificamos el impacto que puede tener en la reproducción de desigualdades y estereotipos de género. Es por ello que decidimos utilizar el lenguaje inclusivo, desde un posicionamiento ético político, que busca cuestionar, problematizar y transformar los usos del lenguaje que invisibilizan a mujeres y diversidades. 57   Para descargar el cuadernillo pedagógico “Ley Micaela en el sistema universitario nacional”, elaborado por RUGE-CIN en alianza con la Iniciativa Spotlight Argentina, 

acceder a este link. 

58  La estrategia metodológica de este estudio fue de tipo cuantitativa, desarrollada a partir de la distribución de un cuestionario aplicado de manera virtual que permitió relevar la mayor cantidad de información a nivel federal. La técnica de recolección fue un instrumento confeccionado en Google Forms compartido a les representantes de cada universidad a través de las redes oficiales de la Red RUGE-CIN tanto desde el correo electrónico oficial como desde los grupos autogestionados en cada CPRES. Se recibieron un total de 45 respuestas de las 66 instituciones universitarias que confirman la red del CIN, lo que representa un índice de participación de casi el 70%. El período para completar la encuesta fue entre los meses de abril y mayo de 2024. nes, 3 de ellas lo hicieron en el año 2018, 22 en el año 2019, 11 en el año 2020, 3 en el año 2021 y 5 en el 2022. El aumento en los años 2019 y 2020 podría pensarse en relación a la reciente adhesión por parte del CIN y el impulso que ello implicó para las instituciones universi-tarias así como un contexto social movilizado por temáticas de géne-ro y sexualidad producto del surgimiento del “Ni Una Menos” contra los femicidios, los debates sobre la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo que dieron origen a la conocida marea verde. 

En relación con la modalidad de implementación de la Ley Mi-caela y las áreas responsables de la coordinación de las capacitacio-nes se destaca que en el 80% de los casos ha estado involucrado el espacio institucional de género. Es importante tener en cuenta que el nivel de jerarquía y composición de estas áreas en el organigrama de cada universidad es diverso y heterogéneo: estructuras de unidad de género, secretaría, subsecretaría, programa, entre otras. Las estruc-turas de género del nivel rectoral han participado de la coordinación de las capacitaciones en el 27% de las universidades, seguido por un 18% donde se involucró el área de extensión universitaria, el mismo porcentaje corresponde a las secretarías académicas, así como a otras áreas institucionales. 

Todas las universidades han avanzado en capacitar a sus autorida-des y equipos de gestión. También se observa un porcentaje alto de instituciones que logró dictar la formación para docentes y nodocen-tes, mientras que el 61% de las universidades avanzó masivamente con estudiantes y un 30% alcanzó con las capacitaciones a la comu-nidad de graduades. En cuanto al porcentaje de cada claustro capaci-tado hasta el momento, se destaca que el 59% de las universidades ha logrado capacitar al 50% o más de sus autoridades. Dicho porcentaje disminuye para nodocentes a un 37% de las universidades y para los claustros docente y estudiantil, el mayor porcentaje de universidades (45% y 55%) se concentra en el rango que capacitó a menos del 25% del total de su comunidad. 

En relación con la modalidad de cursada, se destaca que la mayo-ría de las universidades priorizaron las propuestas mixtas combinando modalidad virtual y presencial. Una de las razones por las cuales se produjo esta combinación de alternativas para desarrollar las capaci-taciones se puede asociar al período de Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO) causado por la pandemia COVID-19 en el año 2020. Las modalidades virtuales ocupan en promedio la tercera parte de las estrategias de capacitación desarrolladas. No obstante, se des-taca que en el caso de las autoridades (44%) y del claustro nodocente (42%) se prioriza la modalidad presencial para las capacitaciones. Este dato evidencia que se trata del personal que más tiempo con presencia física desempeñan en las universidades y en el caso de las autoridades, quienes tienen más responsabilidad institucional respecto a garantizar los principios de igualdad que promueve la Ley Micaela. La modalidad virtual se presenta, en cambio, como una vía más accesible al cuerpo docente, cuya presencia en las universidades varía según las dedica-ciones y la presencia obligatoria en un día y horario específico en las universidades haría difícil su continuidad en la cursada.

Las capacitaciones que contaron con una carga horaria de me-nor duración (menos de 5 horas) fueron mayoritariamente tomadas por las autoridades en el 23 % de los casos. No obstante, este mismo sector, participó en un 42% de capacitaciones que contaron con una duración de entre 6 y 10 horas. En el otro extremo se puede apreciar que las capacitaciones más largas (de 16 horas o más) fueron mayo-ritariamente tomadas por los claustros estudiantiles y de graduades. 

Este dato es relevante para reafirmar la necesidad de darle conti-nuidad a las capacitaciones en el marco de la Ley Micaela, sin descui-dar a aquellos claustros o sectores que mayor recambio poblacional tienen (tales como el claustro estudiantil que se renueva anualmente). Pero también a las autoridades y equipos de gestión que se renuevan total o parcialmente, en el marco de la dinámica de recambio político de cogobierno que caracteriza al sistema universitario nacional. Género, desigualdades y violencias como temáticas de la formación

La formación en el marco de la Ley Micaela y las características des-criptas en el apartado anterior permiten identificar la importancia de este tipo de políticas en el cruce entre educación, sexualidad y vio-lencias, cuya discusión se ha tornado crucial debido a dos motivos principales. Por un lado, debido a los cambios culturales operados en la trama intersubjetiva y social más amplia, que han dejado indicado el estatuto innegablemente político de las diferencias sexo-genéricas y su impacto en los procesos de reconfiguración de un orden social de género. Por el otro, a causa de las transformaciones normativas recientes en materia de derechos y ejercicio ciudadano y su impacto a escala nacional en la última década. 

Pero a su vez, abordar la especificidad de las violencias sexistas en ámbitos educativos ha implicado asumir que estos constituyen te-rritorios de producción de subjetividades y configuran una tecnolo-gía de género, en palabras de Teresa De Lauretis (1996), a través de discursos, prácticas y experiencias singulares que operan sobre los cuerpos y los vínculos desplegados cotidianamente en las institucio-nes universitarias. 

La violencia de género o las violencias sexistas59 se producen mediante complejos mecanismos ideológicos en todos los ámbitos y niveles sociales. Su carácter estructural se sostiene a través de dis-cursos y prácticas que los materializan, articulan y reproducen de modo sistémico. Estos constructos -que denominamos megarrelatos 

59   El término “violencias sexistas” en plural alude a las múltiples manifestaciones en las que se expresa, enfatizando la potencia opresora de su ejercicio. Además, si bien, los modos más recientes de conceptualizaciones sobre género se apartan del par binario masculino/femenino, así como de la idea canonizada del sexo como dato biológico y del género como constructo histórico, con esta expresión también procuramos superar la asociación hegemónica del término “género” con “mujer” y, al mismo tiempo, evidenciar la noción de “sexo” como constructo cultural (Butler, 2007). A su vez, calificarlas como sexistas nos permite explicitar la potencia opresora de su ejercicio y favorecer su desnaturalización.

de legitimación patriarcal- han dado fundamentos y legitimidad a las relaciones jerárquicas y de desigualdad entre varones y mujeres; por lo general interpretándolas como un subproducto necesario de las ca-racterísticas naturales de cada sexo (Femenías, 2013, p. 15).

Gran parte de la literatura feminista sostiene que la principal explicación de la violencia ejercida sobre las mujeres y sobre otras personas en situación de feminización (Femenías, 2013) se basa en la idea de que los varones tienen derecho a la privacidad, a la inti-midad y al cuerpo de éstas últimas. Todas las mujeres y otres sujetes subalternizades ocupan el lugar de objetos disponibles. Este proceso, a su vez, se asienta en la ideología naturalista de la heterosexualidad obligatoria, determinada por la “complementariedad” de dos sexos biológicos (Rich, 1996).

El dispositivo de género dicotómico y binario (Maffía, 2007) y la heterosexualidad obligatoria funcionan de la mano cuando se trata de limitar las expresiones de nuestros cuerpos y deseos. Suele afir-marse que esta orientación es la “normal” porque es la que permite la reproducción humana. Sin embargo, puede refutarse al menos en dos sentidos. Primero, porque actualmente las vías de acceso a la re-producción son múltiples y no dependen exclusivamente de la inte-racción biológica entre un hombre y una mujer cisgénero. Y segundo y más importante: ¿por qué creer que el fin primero y último de la sexualidad es la reproducción?Para Segato (2007), patriarcado y gé-nero son la misma cosa en tanto configuran una gramática fundante binaria y desigual “violentogénica” organizadora de la vida social. El patriarcado asume un “carácter metaestable” (Amorós, 1992) que se readapta a cada momento histórico y se entrama en diversos contex-tos asumiendo características variables.

El sistema educativo, en todos sus niveles, es uno de esos espacios en los que el patriarcado se reproduce, adquiriendo características específicas mediante la trasmisión de valores, conocimientos e infor-mación. Y es, también, un espacio en el que se refuerza la raciona-lidad dicotómica en tanto modo de entender la diferencia entre les sujetos como antagónica y excluyente (Núñez, 2011), reproduciendo prácticas e identidades hegemónicas que subordinan a otras (Lopes Louro, 1999). 

Las universidades no son ajenas a estos mecanismos, tal como señala Barrancos (2020), respecto de las interacciones que se dan en ellas: “hay que darse cuenta nocionalmente de que la interacción, que el ajetreo, que las relaciones humanas están jerarquizadas. La propia je-rarquía es violencia. Hay menores lugares de condición de posibilidad para las mujeres y diversidades. El espacio de la universidad es un espa-cio que reproduce la experiencia violenta con relación a las mujeres y a las otredades. De eso también hay que darse cuenta” (p. 60).

La heteronormatividad es un complejo sistema social, político, económico y cultural regimentado e impuesto, cuyo objetivo es la normalización de las relaciones sexoafectivas, las prácticas sexuales entre personas de distintos sexos y los vínculos heterosexuales de pa-rentesco. El mantenimiento del régimen es posible mediante el uso de diversos mecanismos educativos, jurídicos, comunicacionales y reli-giosos, así como todas las estrategias institucionales de control social desarrolladas desde el Estado.60

Según Wittig (2006), es un régimen político que contiene un pen-samiento ideológico, ‘straigh-hetero’, el cual vincula a las identida-des anormales, discursos, formas y prácticas sexuales opuestas a la heterosexualidad como “lo otro” (conformado por lesbianas, gays, trans, bisexuales, intersexuales y demás formas distintas de percibir y experimentar la sexualidad humana), inmerso en una situación de opresión. Al respecto, Preciado sostiene: “no creo en la violencia de género, creo que el género mismo es la violencia, que las normas de masculinidad y feminidad, tal y como las conocemos, producen vio-lencia” (en Sanchez-Mellado, 2010, s/p).

60   La exhaustividad excluyente de las dicotomías opera con el principio lógico del “tercero excluido”, donde algo es A o no A, y no hay otra posibilidad, B o no B y no hay otra posibilidad. El principio de no contradicción dice que algo no puede ser a la vez A y no A, algo no puede ser a la vez objetivo y subjetivo, ni puede ser a la vez racional y emocional, sino que ese par dicotómico es excluyente (Maffía, 2007, p. 66).

La reproducción de pares dicotómicos basados en estereotipos sedimenta valores y sentidos, reforzando desigualdades y jerarquías que, en principio, se presentan como “inocentes” pero nunca son neutrales o naturales. De manera explícita o implícita, les docentes transmiten sus propias perspectivas, ideas, emociones y prejuicios acerca de la sexualidad a través de las relaciones que establecen con sus estudiantes. Cierto es que, seamos conscientes o no, las dicoto-mías heterosexistas están investidas del poder disciplinador de los cuerpos y, por tanto, son reproductoras de violencia.

Las capacitaciones en Ley Micaela cuestionan la reproducción del par dicotómico varón- mujer y los estereotipos que los acompañan promoviendo la incorporación de diversas asunciones identitarias a través de la conceptualización de “cuerpos sexuados” (descrito más adelante). Este cuestionamiento propone mostrar que la multiplici-dad de cuerpos con características sexuales diversas no se desprende “naturalmente” de que haya solo dos categorías de sexo diferenciadas de forma clara y excluyente, sino que esa interpretación binaria es re-sultado de un proceso de interpretación cultural, histórico y político de los cuerpos (Rovetto, et al., 2020). 

A partir de las últimas décadas del siglo XX, con las contribucio-nes de las teorías sociales post-estructuralistas, descoloniales, de los estudios trans y queers, se advierte que la bi-categorización sexual entre machos y hembras no siempre ha existido, ni estuvo presente en todas las culturas y que incluso tal diferencia sexual binaria, no siempre se ha basado en los mismos criterios de clasificación. 

Además del sexo y el género, estas teorías contemporáneas intro-dujeron un tercer concepto: el de cuerpos sexuados. Este último, sí refiere a los procesos biológicos que todos los cuerpos experimentan, desde su gestación en adelante, adquiriendo determinados caracteres sexuales o elementos de la sexuación, como son los genitales, los cro-mosomas y las gónadas. 

Lo que esta reconceptualización busca poner en debate es que, de la multiplicidad de cuerpos sexuados con características sexuales di-versas, no se desprende “naturalmente” que haya sólo dos categorías de sexo, diferenciadas de forma exhaustiva y excluyente. Sino que, esa clasificación binaria es resultado de un proceso de interpretación cultural, histórica y política sobre los cuerpos. Esa malla de interpre-tación es la matriz de género hetero-cis patriarcal: “Hetero”, porque se supone que hombres y mujeres se desean y complementan entre sí por naturaleza, como problematizamos en la afirmación anterior. “Cis” (prefijo que significa del mismo lado), porque supone que todas las personas se identifican con el mismo género que les fue asignado al nacer. Y por último, “patriarcal”, debido a que tributa a un sistema de organización social que tiende a jerarquizar todo lo atribuido al universo (cis-hetero) masculino.

En resumen, podríamos afirmar que el sexo no es natural, biológi-co y ahistórico, aunque parte del proceso de sexuación de los cuerpos sí responda a procesos biológicos. Tampoco sería correcto afirmar que el sexo es “ahistórico”, puesto que los criterios de clasificación de los mismos han ido cambiando a lo largo de la historia y, también, porque el acceso a tratamientos hormonales y quirúrgicos puede im-plicar modificaciones en el sexo de las personas. 

A su vez, la teoría interseccional ha mostrado que el colectivo “mujeres” no es, bajo ningún punto de vista, homogéneo. La intersec-cionalidad da cuenta de que la opresión no es aditiva, sino que las dis-tintas formas de opresión que pesan sobre los individuos no se suman para hacerlo más o menos oprimido, sino que se amalgaman en de-terminadas construcciones identitarias que dan lugar a experiencias variadas de la opresión (Viveros Vigoya, 2016). Por otra parte, nos ha permitido revisar la idea de masculinidad y, también, someterla a un enfoque interseccional para comprender la masculinidad hegemóni-ca y masculinidades marginadas sin tomarlas como tipos fijos sino considerando su carácter relacional e históricamente situado (Fabbri, 2020; Connell, 1997).

En síntesis, tomando como base estos aportes y perspectivas en nuestras prácticas docentes y laborales -al interior del ámbito univer-sitario- así como en las experiencias informales de capacitación sobre violencias sexistas y otras problemáticas abordadas desde la perspecti-va de género, partimos de revisar qué entendemos por género, sexo y sexualidad al iniciar un proceso de intercambio pedagógico. Al mismo tiempo, procuramos “desvendar” y problematizar el sexismo natural-izado a lo largo del sistema educativo con el que todes nos “formamos”.

De ahí que las capacitaciones en Ley Micaela se tornaron una ta-rea indispensable si pretendemos llevar adelante un proceso pedagó-gico en el que importan tanto los contenidos como la dinámica de su intercambio y, más aún, si aspiramos con ella a producir transforma-ciones de orden social y subjetivo más amplias61. Estas capacitaciones han constituido un espacio ideal para llevar a la comunidad el debate de los estereotipos de género, los sentidos comunes, las esencializa-ciones de las identidades y las diversas formas que asume la violencia de género tanto dentro como fuera del ámbito universitario. Se han constituido en una invitación a la incomodidad productiva para per-sonas que de motu proprio no hubiesen participado y allí reside la potencia del espacio.

 

61  Una de las herramientas elaboradas para llevar adelante esta tarea fue el ya mencionado cuadernillo “Ley Micaela en el sistema universitario nacional: propuesta pedagógica para la formación y sensibilización en género y sexualidades”, elaborado por Florencia Rovetto y Luciano Fabbri y editado por RUGE-CIN en alianza interinstitucional con la Iniciativa Spotlight Argentina. Este cuadernillo se propuso como objetivo principal construir una propuesta pedagógica que se valiera de la modalidad de taller con base en las metodologías de la educación popular y las pedagogías feministas priorizando el encuentro e intercambio reflexivo para la construcción colectiva de conocimiento crítico. Procuró socializar, con la multiplicidad de actores de la comunidad universitaria, recursos para problematizar las creencias, ideas y prácticas en las que se sostienen y reproducen las desigualdades y violencias de género. Al mismo tiempo, se buscó poner a disposición una caja -parcial, limitada e inconclusa- de herramientas conceptuales, bibliográficas, metodológicas, normativas y de iniciativas institucionales de referencia, para alentar a la implementación de políticas de género en el marco de las gestiones en educación superior.

Obstáculos y resistencias ante las formaciones de género 

A partir del recorrido que venimos realizando, no podemos sosla-yar que las formaciones en temáticas de género son en muchos ca-sos resistidas. Estas oposiciones componen un abanico de acciones desde posponer su cursada, desestimando su carácter obligatorio; en caso de docentes, desvalorizar los contenidos que allí se dictan por considerarlos simplificaciones o boicotear algunas de las clases mediante participaciones poco pertinentes en los foros virtuales o en los encuentros. El cuestionamiento a la obligatoriedad también es parte de los rechazos encubiertos a este tipo de propuestas, justifi-cando que estas formaciones deberían ser voluntarias basadas en los intereses. Dando respuesta a estas dificultades algunas universidades han logrado avanzar en normativas que establecen la realización de la formación de Ley Micaela como condición para la presentación en concursos docentes y nodocentes, como parte del puntaje para la ca-rrera profesional y/o como instancia de las formaciones estudiantiles. 

El relevamiento RUGE-CIN citado anteriormente muestra que de las 45 universidades que respondieron la encuesta, solamente 9 de ellas cuentan con algún tipo de reglamentación interna donde la rea-lización de las capacitaciones en género son condición o son ponde-radas en las carreras laborales. En el caso de los concursos o carreras de ascenso para docentes y nodocentes, la realización de este tipo de cursos otorga un puntaje específico establecido a través de resolucio-nes u ordenanzas. De este modo se busca que la obligatoriedad nor-mada en la Ley Nº 27.499 y que luego se replicó en las reglamentacio-nes internas de las universidades pueda cumplirse fehacientemente.  

Las impugnaciones a las formaciones de Ley Micaela, y a otras propuestas y políticas institucionales de género y diversidad, se han acrecentado en los últimos dos años desde la asunción de un gobier-no nacional de extrema derecha. Los discursos misóginos y nega-cionistas de la violencia por razones de género que ha propagado el actual presidente se materializan en el desmantelamiento simbólico y material de las políticas estatales de protección y garantía de derechos para mujeres cis y el colectivo LGBTTTIQ+. A modo de ejemplo, se puede mencionar un informe de ACIJ y ELA (2024) que advierte sobre las reducciones presupuestarias del proyecto presentado para el año 2025, el cual puso en riesgo tanto la continuidad de programas como la eliminación completa de las partidas. Tal es el caso de los programas de prevención y asistencia ante situaciones de violencia de género como el Programa Acompañar y la Línea 144 que en el primer caso no estaba contemplado en el Presupuesto 2025 y en el segundo no contaba con una partida específica. O la situación del recorte del presupuesto para el Plan Nacional de Prevención del Embarazo No Intencional en la Adolescencia (ENIA), con una caída del 27% res-pecto al presupuesto vigente de 2024 y del 78% en comparación con lo ejecutado en 2023.

Estas decisiones han tenido también un impacto en las políticas de género universitarias, tanto por la falta de financiamiento como de es-pacios con quienes articular. La oposición al género, como señala Judi-th Butler (2024) también implica un antagonismo a las universidades como instituciones “no por el dogma ostensible que enseña, sino por la apertura de mente que podría favorecer. Como proyecto que cierra el paso al tipo de pensamiento crítico que cuestiona las posiciones he-teronormativas, el movimiento antigénero es una forma políticamente consecuente de anticulturalismo, que se enfrenta al pensamiento en sí porque lo considera un peligro para la sociedad” (2024, p. 34). 

Si bien las capacitaciones de Ley Micaela han tratado de constituir espacios amables y de escucha atenta, como venimos sosteniendo, las respuestas de algunes participantes no han sido todas positivas, pre-sentando resistencias, rechazos e incomodidades. La menor partici-pación de los varones y la presencia en mayor medida de mujeres cis y diversidades, es un dato sobre el que reflexionar. 

Situar el debate sobre las violencias “en general” y de “otros espa-cios” en nuestras universidades, como algo que “nos sucede a todes” fue una de las fortalezas de las capacitaciones de Ley Micaela. Así como evidenciar que la violencia no es solo “el golpe” sino una cade-na de subordinaciones que tiene su origen en la organización social de la diferencia y jerarquía sexual (Rubin, 1989). Lo que no significa que el género refleje las diferencias entre los cuerpos sexuados; sino que es el conocimiento el que establece los significados de las dife-rencias en las corporalidades (Scott 2008). La oportunidad de pen-sarnos como una institución más en la que también se reproducen las violencias y subordinaciones de la estructura patriarcal resulta un aporte fundamental a la convivencia y construcción de espacios me-nos inequitativos.

Además de estos obstáculos simbólicos mencionados, se suma en esta coyuntura actual la falta de financiamiento para el sistema universitario en general62 y para las políticas de género en particular, que tiene un fuerte impacto en las posibilidades de llevar adelante las capacitaciones de Ley Micaela. Los datos que arrojó el relevamiento RUGE-CIN han permitido identificar la fragilidad en la que se en-cuentran los equipos que llevan adelante esta formación, así como las fuentes de financiamiento para ello.   

En lo que respecta a las fuentes de financiamiento que permiten la realización de las capacitaciones de Ley Micaela, vale destacar que el 64% de las universidades lo hace a través de fondos propios. Mientras 

62  La situación del sistema universitario y científico de la Argentina desde la asunción del gobierno del Presidente Javier Milei (iniciado en diciembre del 2023) es muy grave. Una declaración del CIN del 14 de agosto del 2025 señala las características de este desfinanciamiento: “Es tan cierto que los aumentos salariales fueron del 111% en el período enero-24 a mayo-25, como que la inflación en el mismo período de tiempo registró un 146,6 %. Si se agrega diciembre de 2023, se extiende también el desfasaje y la pérdida se acentúa. La inversión en universidades nacionales en 2024 cayó 21,9 % en términos reales y se proyecta un retroceso adicional del 8,8 % en 2025, más la pérdida de diciembre de 2023. Más de 90 obras comprendidas en el Programa Nacional de Infraestructura Universitaria continúan paralizadas sin cumplir los contratos firmados por el Estado nacional. No hay actualización de becas y programas de asistencia a estudiantes universitarios. Lo transferido en concepto de hospitales universitarios no comprende a la totalidad de los existentes. Y la situación del sistema científico es terminal, puesto que, prácticamente, todas las líneas de financiamiento 

están cortadas.” (https://www.cin.edu.ar/seguimos-sin-soluciones-reales-para-la-

crisis-del-sistema-universitario/) que un 42% lo hizo a partir de contar con financiamiento de la Sec-retaría de Políticas Universitarias63 y un 22% de las universidades no cuenta con financiamiento específico para desarrollar la Ley Micaela. 

 

Conclusiones: propuestas político-pedagógicas

En este capítulo se propuso presentar y analizar los modos de imple-mentación de la Ley Micaela Nº 27.499 en las instituciones universi-tarias, retomando el relevamiento realizado por la RUGE-CIN, y a su vez, ampliándolo mediante reflexiones en relación a la comprensión y la prevención de las violencias por razones de género. 

De esta manera, se revisaron los sentidos comunes establecidos, a partir de la implementación de la mencionada Ley, entendiendo que la misma configuró una ventana de oportunidad para la transversa-lización de la perspectiva de género en el sistema universitario. Al mismo tiempo, se indicó que la implementación procuró la revisión de aciertos, disrupciones, interpelaciones y resistencias emergentes en los distintos claustros universitarios frente a esta poderosa herra-mienta política y pedagógica.

La implementación de la Ley Micaela en el sistema universitario de nuestro país pone de manifiesto un camino de transformación al incorporar de manera extendida la perspectiva de género alcanzando a todos los claustros e impactando en todas las áreas de actividad: formación, investigación, extensión y gestión. El presente capítulo revela la profundidad y sostenibilidad de las iniciativas y estrategias de capacitación que tuvieron lugar en las distintas instituciones uni-

63   Desde el año 2019 hasta el año 2023 la entonces Secretaría de Políticas Universitarias (SPU) del Ministerio de Educación de la Nación desarrolló convocatorias específicas para promover y fortalecer las políticas de género de las universidades. A partir de la asunción de Javier Milei en el gobierno nacional, en diciembre de 2023 se disuelve el Ministerio de Educación y deviene en Secretaría. Con esta medida no solo la SPU se desjerarquizó, ocupando el lugar de Subsecretaría, sino que produjo un desfinanciamiento de todas las políticas de género que se encontraban previamente en proceso de implementación. versitarias del país, acompañando la implementación de políticas ins-titucionales sensibles al género y con perspectiva de derechos huma-nos destinadas al conjunto de la comunidad universitaria.

Se observa la construcción de un consenso político en el ámbito universitario, identificable en el nivel total de adhesión mediante re-soluciones de Consejos Superiores o rectorales. En cuanto a los claus-tros capacitados, se destaca el avance en la formación recibida por las autoridades durante los primeros años de implementación. En ese sentido, se observa la necesidad de dar continuidad a las capacitacio-nes de este sector por su recambio y actualización de integrantes. Esto resulta imperioso atendiendo la responsabilidad que las autoridades tienen en la implementación del marco normativo con perspectiva de género y en garantizar instituciones libres de violencias. En relación a los otros claustros, se identifica que les nodocentes han recibido la ca-pacitación de Ley Micaela en mayor porcentaje, seguido por docen-tes, estudiantes y graduades. Es necesario señalar que los porcentajes no son homogéneos y la menor participación se encuentra entre los varones cis de todos los claustros, lo que ha llevado en algunos casos a organizar dispositivos específicos destinados a la reflexión sobre las masculinidades para dicho colectivo.

Las capacitaciones Ley Micaela son reconocidas como una política fundamental para la sensibilización y formación en contenidos contra la discriminación y violencias de género, así como una instancia que permite articular con los “espacios de protocolo de atención”, en pos de disminuir las situaciones de violencia o acoso vividas en las institucio-nes universitarias. En esta línea los equipos a cargo de la implementa-ción de los protocolos participan de las capacitaciones brindando in-formación sobre los protocolos, las instancias posibles de intervención y los contactos a los que recurrir. La articulación entre los equipos de-dicados a la capacitación y a la intervención es fundamental para pro-mover acciones pedagógicas y no punitivas sobre todo en los casos de intervenciones preventivas frente a la detección de comportamientos de integrantes de la comunidad. La apuesta no se propone solamente eliminar las violencias sino, además, construir comunidades que des-monten el clima de tolerancia que las hace posibles.

Sin embargo, la implementación de la Ley Micaela encuentra en el actual contexto socio-político un horizonte complejo no solo en el plano de lo económico, debido al desfinanciamiento en el sistema universitario nacional, sino también por la embestida ideológica del actual gobierno nacional. Por ello, seguiremos afianzando nuestro compromiso para dar continuidad a este tipo de formaciones que nos permiten construir comunidades universitarias igualitarias y libres de violencia. 
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1. A modo de introducción: ¿desde dónde y para qué escribimos?

En este capítulo nos proponemos compartir algunas reflexiones que se desprenden a partir del estado de situación de los equipos de atención que implementan los protocolos institucionales para la pre-vención y atención de situaciones de violencia de género (VG) en las instituciones universitarias públicas, enfocándonos en políticas y estrategias de cuidado. Este objetivo nos coloca en diálogo con los múltiples desarrollos que, desde el campo feminista, se vienen des-plegando en torno al cuidado, concepto polisémico y en permanente disputa, cuya capacidad heurística, prospectiva y habilitante depende en gran medida de un tratamiento situado del mismo. De allí que, en principio, nos interesa objetivar —de forma siempre precaria— las marcas conceptuales, políticas y afectivas que animan nuestra tarea de escritura.

Nos moviliza el compromiso con la construcción de políticas en clave feminista que contribuyan a democratizar el derecho a la uni-versidad (Rinesi, 2020). De allí que convidamos una producción abi-garrada en la que, sin duda, juegan nuestras experiencias como ges-toras de políticas “de género” en/desde la universidad pública y como integrantes de la Red RUGE-CIN. También forman parte del convite las contradicciones y la incomodidad respecto de lo construido, que emergen de múltiples diálogos e intercambios con compañeres de distintas geografías en las Clínicas de Casos64, en las reuniones de comisiones de trabajo y en los encuentros federales. 

A diez años de la constitución de la Red, que marca un periodo movilizado y de construcción de institucionalidad sobre políticas de género en las universidades nacionales, nos moviliza esta invitación a revisar juntes lo hecho —en específico en torno a los equipos de atención frente a las VG—. Elegimos habitar un camino de crítica constructiva que sostenga la tensión entre lo hecho y lo por hacer; que anime analíticas situadas, sobre la base de algunos datos que ve-nimos construyendo en forma colaborativa en torno a las políticas que militamos cotidianamente. Nos proponemos una lectura que contribuya a seguir tramando politicidad feminista; aunque entende-mos que esto no es posible sin la revisión permanente como motor, desconfiando de “la” política de género, imaginando y caminando nuevas —y no tan nuevas— estrategias, poniendo a jugar recursos que fortalezcan la red, para “alojar(nos)” en y desde la escucha femi-nista (Ahmed, 2021).

Como feministas, trabajadoras docentes e investigadoras de la universidad pública, escribimos estas líneas a contrapelo de cuerpas agotadas, robando ratos a agendas que, aunque se estiren, no logran alojar el multiempleo, las maternidades y el disfrute. Escribimos tam-bién endeudadas de tiempo —abusando de las prórrogas y sostenien-

 

64   Las clínicas de Casos son un espacio colectivo de intercambio sobre perspectivas y experiencias entre quienes intervienen en los procesos de prevención y atención de las violencias por motivos de género, dentro de las instituciones universitarias públicas. Desde RUGE-CIN, se impulsan Clínicas de Casos a escala regional (por CPRES) y federal. Para más información, leer el capítulo N° 2 del presente libro. do la culpa—, precarizadas y un poco rotas. Escribimos conmovidas por el avance de la crueldad.

Sin embargo, también escribimos porque desde estas condiciones y circunstancias es un acto de resistencia. Elegimos escribir como salga, pero disputando al productivismo academicista; llegar tarde, pero darnos el tiempo posible. Escribimos entre clases, concursos, elecciones y medidas de lucha en las calles. Escribir —de esta forma y en esta producción colectiva— es también resistir a los intentos por demonizar y borrar la construcción feminista en la vida social y en la universidad pública; es construir memoria sobre dichas construc-ciones, poner a circular tesis, preocupaciones y propuestas.

Dicho esto, en lo que sigue nos adentramos en una presentación —a modo de estado de la cuestión— sobre indicadores en torno a la situación de los equipos de trabajo de los protocolos universitarios, tomando como base los datos elaborados por la Comisión de Proto-colos de RUGE-CIN en el relevamiento nacional 2025. Luego pro-ponemos algunos ejes conceptuales e interrogantes para animar al debate. Buscamos aportar a la construcción de una lectura aproxima-tiva sobre las condiciones de los equipos de trabajo de los protocolos universitarios y las estrategias de cuidado en/desde la universidad pública, que esperamos sean puestas en relación con otras dimen-siones abordadas en esta publicación.

 

2. Anudamientos conceptuales sobre el cuidado

Los estudios feministas sobre el cuidado son diversos y se nutren de la potencia crítica de la economía feminista y de la actual economía de los cuidados (Batthyany, 2020). A partir de categorías nodales como la división sociosexual del trabajo y la revisión del estatus del trabajo doméstico, y mediante una crítica a las limitaciones de la tradición marxiana —que, aun siendo valiosa, no alcanza a revelar plenamente las “moradas ocultas del capital” (Fraser, 2023; Federici, 2013)—, se consolidan lecturas que cuestionan las jerarquías entre producción y reproducción, público y privado, emancipación y opresión en sus tramas capitalistas, patriarcales y coloniales.

Desde estos desarrollos —heterogéneos y no necesariamente coincidentes— emergen miradas inter, multi y trans-sistémicas so-bre las opresiones contemporáneas y las estrategias de resistencia (Gago, 2019). Estas lecturas se articulan con un trabajo de desmonta-je epistemológico de los sesgos andro-cis-cientificistas que delimitan qué conocimientos son socialmente válidos, incidiendo tanto en el campo científico como en la agenda pública, en el reconocimiento de los derechos a cuidar, cuidarse y ser cuidade, y en la formulación de políticas estatales orientadas a reconocer, retribuir y redistribuir cuidados mediante tiempo, transferencias y servicios (Faur, 2010; Ba-tthyany, 2020; Pautassi, 2025).

Una tercera contribución a la discusión feminista sobre los cui-dados proviene de la crítica filosófica que, en sus derivas ontológicas y éticas, asume la vulnerabilidad y precariedad constitutivas de lo humano y fundamenta una apuesta política por un común capaz de sostener la vida desde soportes colectivos, interdependientes y en dis-puta por ampliar autonomías relacionales y situadas (Tronto, 2017; Butler, 2006, 2010).

Asimismo, estas discusiones se articulan con perspectivas que buscan revertir el borramiento del cuerpo y la afectividad en los pro-cesos sociales. Nociones como cuerpo-territorio (Cabnal, 2019) y las pedagogías feministas que enlazan conocimiento, cuerpo y experien-cia situada (Báez y Sardi, 2024) permiten pensar el cuidado como práctica relacional y política que desafía los mandatos cis-heteronor-mativos en las instituciones.

Desde estas coordenadas, entendemos el cuidado en sentido amplio como el conjunto de prácticas destinadas a mantener, continuar y re-parar nuestro mundo —nuestros cuerpos, vínculos y ambientes— para que podamos vivir en él lo mejor posible. Siguiendo a Tronto (2017), el cuidado no remite a la dependencia sino a la interdependencia radical: todas las personas necesitamos cuidados, aunque no en las mismas for-mas ni condiciones, lo que redefine las bases de la igualdad. 

Una ética feminista del cuidado sitúa esta cuestión como un pro-blema de justicia: visibiliza cómo ciertas personas asumen despro-porcionadamente las cargas de cuidado mientras otras se benefician de ello, y tensiona la ficción del sujeto autónomo que funda el orden político moderno (López, 2023). La agenda de los cuidados, por lo tanto, no se limita a políticas redistributivas para compatibilizar tra-bajo y familia ni a apoyos focalizados a personas consideradas “de-pendientes”. Plantear los cuidados desde una ética feminista crítica supone cuestionar el orden democrático basado en la separación pú-blico/privado y la ficción del sujeto autónomo, negando la condición humana como relacional, vulnerable e interdependiente. Pensamos el cuidado como un sistema de prácticas orientadas a sostener la vida, que produce vínculos, pertenencias y formas de subjetividad y articula la vida social. Cuidar, ser cuidade, cuidarse y decidir cómo y cuándo ser cuidades se constituyen como derechos humanos; se aprenden y transmiten en prácticas cotidianas interpersonales, mate-riales, corporales, afectivas y relacionales.

En un tiempo de desligaduras generalizadas, hablar de una ma-triz de cuidados implica problematizar no solo las prácticas existen-tes sino también sus omisiones y descuidos (Ojea, 2021). En síntesis, cuidar es una práctica socialmente configurada que requiere tiempo, dinero y servicios para ser garantizada y redistribuida (Ellingsaeter, 1999). Frente a modelos familistas y feminizados del cuidado (Faur, 2014), lo concebimos como derecho humano y como dinamizador del bienestar y de la vida democrática (Esquivel et al., 2012). De allí la necesidad de interrogar las políticas institucionales de cuidado y de consolidar estrategias que articulen reconocimiento, retribución y redistribución con equidad.

Estas políticas comprenden tanto intervenciones dirigidas a nece-sidades específicas de cuidado como medidas transversales que pro-veen recursos y servicios para el bienestar colectivo, organizadas — siguiendo a Ellingsaeter (1999)— en torno a tres dispositivos: tiempo para cuidar, dinero para cuidar y servicios de cuidado, con distintos niveles de financiamiento y complejidad institucional. Aun en su he-terogeneidad, estas políticas no pueden eludir el trabajo institucional sobre la división sexual del trabajo, los mandatos culturales que asig-nan el cuidado a las mujeres y la necesidad de construir servicios de cuidado accesibles.

Reflexionar sobre los cuidados en la universidad implica enton-ces interrogar su función social: cómo se articulan con la enseñanza, la investigación y la extensión; de qué manera, con qué recursos y en qué condiciones cuidan quienes cuidan; y cómo las políticas uni-versitarias reconocen a quienes trabajan y estudian como sujetes con necesidades y cargas de cuidado atravesadas por desigualdades se-xo-genéricas. Supone también cuestionar los modos de producción de conocimiento y desmontar los estereotipos que sostienen una or-ganización desigual del cuidado (López, 2023).

En esta línea, retomamos a Mabel Ojea (2021), para quien una institución cuida cuando la centralidad del cuidado impide su ausen-cia de límite en la vida de las personas; cuando existe libertad para elegir con quién compartir y practicar el cuidado; cuando el trabajo de cuidado es remunerado adecuadamente y quienes cuidan también se sienten cuidados; y cuando las políticas son inclusivas y sensibles a las diferencias, en lugar de automáticas o estandarizadas.

 

3. Ejes analíticos para [des]tejer la situacionalidad de los equipos de protocolo

Si sólo ves lo obvio, no verás nada.

Ruth Bernard

En este apartado esbozamos, primero, una “fotografía” de las con-diciones en que trabajan los equipos de atención frente a las VG: su composición, sus recursos, sus cuidados y sus carencias. Esta imagen revela una sobrecarga estructural que no es accidental sino resultado de mediaciones institucionales, políticas y culturales más amplias. En un segundo momento, nos desplazamos hacia las tramas que la hacen posible, interrogando cómo se configuran los cuidados en la univer-sidad pública, qué tensiones atraviesan su institucionalización y de qué modo las políticas de género quedan inscriptas en una matriz hetero-cis-patriarcal que tiende a feminizarlas y precarizarlas. Así, este apartado busca articular datos y teoría para comprender no sólo cómo trabajan los equipos, sino bajo qué condiciones y racionalida-des institucionales se sostiene su tarea.

 

3.1. Una foto: la sobrecarga de la trama. Una aproximación desde los datos de la Comisión Protocolos RUGE-CIN 2025

 

Una fotografía no se toma, se crea.

Ansel Adams

 

En lo que sigue nos interesa compartir una lectura a partir de los datos que arrojó el Relevamiento Nacional sobre la implementación de 

Protocolos y las condiciones de trabajo de los equipos de atención (en 

adelante, Relevamiento Nacional) y su  Informe Preliminar65, cuyos resultados pueden orientarnos a la hora de fortalecer estrategias de cuidado institucional y, en específico, para dilucidar cómo cuidar a quienes sostienen la escucha feminista frente a las VG.

 

65   Cabe señalar que para este trabajo se han procesado datos del Relevamiento Nacional, que no fueron incorporados en el Informe Preliminar publicado en junio de 2025. Los mismos fueron proporcionados por la Comisión de Protocolos de RUGE - CIN. Gráfico N° 1. Equipos de atención RUGE CIN

[image: ]

 

Fuente: elaboración propia a partir del Informe Preliminar (RUGE CIN, 

2025).

Como vemos en el gráfico N°1, dicho relevamiento muestra una estructura institucional frágil: predominan equipos pequeños —in-cluso unipersonales— con alta precariedad laboral y dedicación horaria inestable, lo que limita su sostenibilidad y capacidad de in-tervención integral. A ello se suma una composición disciplinar con-centrada en psicología y derecho y una baja presencia de identidades sexodisidentes, lo que evidencia la necesidad de fortalecer abordajes interdisciplinarios y políticas de inclusión laboral (p. 44). El Informe Preliminar también da cuenta de una expansión de situaciones aten-didas —conflictos convivenciales, malestares subjetivos y violencias institucionales— que desbordan los protocolos y recargan aún más a equipos (p. 45)66. 

El formulario remitido a las universidades nacionales en el mar-co del Relevamiento Nacional, se propuso relevar “las medidas de cuidado como supervisión o beneficios en materia de licencias o re-muneración, y cualquier otra forma de cuidado y compensación a 

66   Estos elementos no serán profundizados porque, aunque vinculantes con nuestro tema, son abordados en otros capítulos de esta publicación (especialmente el capítulo N° 3). lxs miembrxs del equipo por la naturaleza de la tarea que realizan”. Para dicho objetivo, se relevó el ítem “Políticas de cuidado del equipo, licencias y adicionales por tarea”, que arrojó resultados concluyentes sobre las condiciones en que se desenvuelven los equipos de atención.

El gráfico N°2 muestra que la gran mayoría no cuenta con acom-pañamiento en salud mental, ni con régimen por tarea insalubre, ni con licencias por estrés. A su vez, casi nadie recibe adicionales por tarea asistencial o riesgo. Si bien algunas universidades implementan iniciativas de contención (formación, co-visión, talleres o espacios de intercambio), estas experiencias son aisladas y concentradas en pocas instituciones, lo que revela la ausencia de una política sistemática de cuidado a nivel de la Red.

 

Gráfico N° 2. ¿Quién cuida a los equipos de atención?

[image: ]

 

Fuente: elaboración propia a partir del Relevamiento Nacional (RUGE 

CIN, 2025).

 

Por su parte, el gráfico N°3 resume las condiciones materiales de trabajo de los equipos de atención. Aunque la mayoría dispone de un espacio físico, una proporción significativa debe compartirlo, carece de climatización adecuada o no puede garantizar la confidencialidad de los abordajes. Además, se observan importantes déficits en recur-sos básicos para la tarea: más de la mitad no cuenta con mobiliario adecuado para resguardar documentación ni con línea telefónica institucional, y porcentajes relevantes carecen de impresora, com-putadora o plataforma para consultas virtuales. Esto evidencia que, aun cuando existe voluntad de intervención, los equipos operan en condiciones materiales precarias que limitan su capacidad de trabajo.

 

Gráfico N° 3. Condiciones materiales de los equipos de atención

[image: ]

 

Fuente: elaboración propia a partir Relevamiento Nacional (RUGE CIN, 

2025).

 

El relevamiento incorporó además otras variables que permiten profundizar el diagnóstico sobre las condiciones de trabajo de los equipos. Por un lado, al indagar sobre la existencia de instancias de formación dentro de la carga horaria laboral, el 42,7 % de las 206 res-puestas individualizadas señaló no contar con este recurso. Asimis-mo, al consultar por la dedicación exclusiva a la tarea, el 67 % de las 249 respuestas procesadas indicó no disponer de ella en el marco de su contratación. Estas dimensiones, junto con las limitaciones mate-riales ya analizadas, resultan centrales para comprender los condicio-namientos estructurales que atraviesan las intervenciones cotidianas de los equipos.

Finalmente, las respuestas abiertas sobre la necesidad de modi-ficar la normativa vigente que regula el abordaje de las VG eviden-cian un consenso significativo: les profesionales enfatizan la urgencia de regularizar y mejorar las condiciones objetivas de trabajo, con-tratación y salario, así como de fortalecer mecanismos que reconoz-can, legitimen y formalicen el rol estratégico que cumplen los equi-pos de atención en las universidades nacionales.

 

3.2. De la foto a la trama de su producción: mediaciones insti-tucionales y feminización

Las tramas consisten en una serie de puntos

o líneas que se utilizan para crear sombras, texturas

y otros efectos visuales en una imagen.

Tania Izquierdo

A partir de los datos aportados por el Relevamiento Nacional y su Informe Preliminar nos interrogamos por el lugar de los cuidados en la universidad: qué tensiones y desafíos los atraviesan hoy en clave feminista, si los protocolos frente a las violencias pueden consider-arse políticas de cuidado y, en tal caso, qué supone cuidar y quién cuida a quienes cuidan. Sin pretender un análisis exhaustivo, propon-emos algunas coordenadas para cartografiar la configuración de los cuidados en las universidades que integran la Red RUGE-CIN, con el propósito de abrir el debate.

Sostenemos que las políticas de género —y en particular, las políticas frente a la VG— pueden contribuir a tejer tramas de cuida-do en las universidades, pero su emergencia e institucionalización están condicionadas por factores estructurales y por los cánones hetero-cis-patriarcales que organizan la vida institucional. Históri-camente, las dimensiones reproductivas de quienes integran la co-munidad universitaria fueron relegadas o tratadas como externas a la producción científica y a la formación profesional, entendidas como el núcleo de la misión universitaria; sin embargo, diversos actores vienen tensionando esa ficción y colocando en el centro la función social de la universidad.

Nos interesa destacar brevemente algunas inflexiones que tejen una matriz de enunciabilidad y visibilidad que habilita a cuestionar los hiatos entre producción y reproducción, entre sociedad y universidad pública, y entre producción de conocimiento y política. Estas huellas inciden en la configuración de los dispositivos frente a las VG y apor-tan pistas para pensar tanto sus procesos de institucionalización como el modo en que se (des)tratan los cuidados en ese marco.

Una primera inflexión se vincula con la organización y lucha sindical de quienes trabajan en las universidades nacionales, que históricamente han promovido reivindicaciones laborales con im-pacto en la dimensión reproductiva y de cuidado. No obstante, dichas conquistas se han articulado principalmente a la figura de la “persona trabajadora” y a los principios de la seguridad social, sin trastocar la organización familista y feminizada de los cuidados. Predomina así una lógica de “adecuaciones necesarias” frente a coyunturas vi-tales —embarazo, lactancia o cuidado de familiares— que concibe el cuidado como conciliación entre lo privado y lo laboral, tendencia que los feminismos sindicales han ido tensionando progresivamente.

Una segunda inflexión se articula con el pensamiento social críti-co, que impugna la idea de un saber universal, neutral y deslocal-izado, y pone de relieve el carácter generizado y de clase de quienes producen conocimiento. Desde allí se promueve una reflexividad política sobre la función social de la universidad y su vínculo con las necesidades y derechos de la población, reabriendo el debate sobre las relaciones entre producción y reproducción, universidad y sociedad.

La tercera inflexión se asocia a la lucha estudiantil por la edu-cación superior como derecho y su democratización, que dio lugar a políticas de inclusión y bienestar. Sin embargo, aun cuando estas ini-ciativas abordan dimensiones reproductivas y de apoyo diferencial, rara vez son reconocidas como políticas institucionales de cuidado y suelen operar bajo lógicas meritocráticas y focalizadas que, lejos de revertir, tienden a reproducir desigualdades estructurales.

Finalmente, una cuarta inflexión se articula con la lucha feminista. Con el impulso de los procesos organizativos de 2015, esta conmovió la institucionalidad universitaria al colocar en el centro la responsab-ilidad estatal e institucional de prevenir y erradicar las VG y de trans-versalizar la perspectiva de género en todos los ámbitos universitarios. Estos procesos impugnan las ficciones patriarcales que individualizan las violencias y las repolitizan como problema social complejo, eviden-ciando cómo las dimensiones reproductivas —cargas de cuidado, usos del tiempo y jerarquización de tareas— condicionan la participación equitativa de mujeres y disidencias en la vida institucional.

Esta lectura, aunque parcial, permite advertir tensiones que atra-viesan las políticas de género universitarias: la extranjería de las vio-lencias como problema público, el alojamiento restringido que las reduce a servicios específicos para sujetos específicos, y la tendencia a encuadrar las prácticas feministas dentro de moldes burocrático-ad-ministrativos y meritocráticos. Sin embargo, la práctica política colec-tiva —sindical, estudiantil y feminista— continúa siendo un motor de democratización de la vida universitaria. De allí que pensar políticas de cuidado como derecho humano implique reconocer que no hay de-mocratización ni condiciones dignas de trabajo sin enfrentar integral-mente las violencias estructurales del orden hetero-cis-patriarcal.

En este marco, sostenemos que las condiciones de institucional-ización de las políticas “de género” —y especialmente las referidas a los equipos de atención de VG— refuerzan su feminización. Siguien-do a Lorente Molina (2004), la feminización no alude sólo a la mayor presencia de mujeres en ciertos ámbitos laborales, sino a un proceso cultural que asigna valores considerados “femeninos” a relaciones sociales, prácticas profesionales, tareas y dispositivos. Como señala la autora, se trata de “una pauta cultural que afecta comportamien-tos, no que incrementa sujetos aunque en un momento determinado los presuponga” (p. 40). Desde esta perspectiva, el cuidado aparece como rasgo constitutivo de las culturas de género femeninas, históri-camente asociado a las mujeres; pero la división sexual del trabajo no solo clasifica, sino que jerarquiza y subordina estos saberes y activi-dades feminizadas (p. 50). Así, las prácticas de protección y cuidado del otre en espacios públicos permanecen ligadas a repertorios sim-bólicos y materiales femeninos, lo que ayuda a explicar la relación entre precarización laboral y subalternidad epistémica de los ámbitos encargados de gestionar “lo doméstico de lo público” (p. 46).

 

4. Apuestas por un saber-poder otro: imaginar instituciones que cuiden

En lo desarrollado hasta aquí hemos mostrado la precarización y la subalternidad que atraviesan a los equipos que acompañan situacio-nes de VG en las universidades. Más que ofrecer respuestas cerradas, proponemos que cualquier estrategia transformadora articule apues-tas epistemológicas, afectivas y ético-políticas: sin ellas, el trabajo co-rre el riesgo de quedar atrapado en el sostenimiento “heroico” (De la Aldea y Lewkowicz, 2004), la resignación o el mero ajuste a lógicas burocráticas y productivistas. Al mismo tiempo, advertimos que la urgencia no debe cristalizar nuestra imaginación política ni reducirla a demandas unilaterales, sino sostenerla en la tensión situada entre táctica, estrategia y política.

4.1. Reconocer el vínculo feminista: el sentido político del tra-bajo de atención y acompañamiento

 

Mediante el trabajo de escuchar a los otros,

de escuchar la fuerza de su dolor y la energía de su indignación,

de aprender a sorprenderse ante todo aquello contra lo que nos 

sentimos enfrentadas; a través de todo esto, se forma un ‘nosotras’

y se establece un vínculo. Este es un vínculo feminista y un vínculo 

con el feminismo, y está en movimiento. 

Sara Ahmed

(2015, p. 280)

 

Los recorridos del Informe Preliminar y del tercer capítulo de este libro describen tanto las funciones de los equipos de atención como las condiciones en que trabajan, evidenciando un menor recono-cimiento institucional anclado en inercias hetero-cis-patriarcales y en jerarquías disciplinares propias de una ciencia androcéntrica (Giamberardino, 2021; 2025).

Siguiendo a Butler y Fraser (2000), si las injusticias deben pen-sarse en las dimensiones de distribución y reconocimiento, se abren preguntas clave, tales como: ¿A dónde van los presupuestos en cada universidad?; ¿Por qué no existe un renglón presupuestario específi-co para políticas de género en las definiciones del CIN?; ¿Por qué hay tanta heterogeneidad en las modalidades de contratación y tan bajo compromiso presupuestario para garantizar condiciones dignas de trabajo?; ¿Qué estatus ocupan los espacios de género en los organi-gramas institucionales?; ¿Qué grado de prioridad se otorga a la for-mación y actualización de estos equipos? Estos interrogantes permit-en caracterizar a la universidad como un territorio atravesado por el patriarcado, donde persisten brechas en la gestión, en la producción del saber y en la vida cotidiana. 

Como advierte Morgade (2018), ello se expresa en la persistencia del acoso y las VG, la escasa presencia de mujeres en cargos de gobi-erno y la ausencia de crítica sistemática a los sesgos androcéntricos del conocimiento. Estas condiciones muestran que la universidad aún está lejos de constituirse como un espacio pleno de igualdad y justicia para mujeres y diversidades. En este contexto, algunas universidades han iniciado revisiones de sus protocolos, abriendo debates sobre pu-nitivismo, des-protocolización, reparación y autonomía institucional. 

Sin embargo, estas discusiones no pueden limitarse a la eficacia técnica de las herramientas: deben interrogar las relaciones de poder y saber que las sostienen. En línea con Haraway (1991), esto exige apos-tar por “otras ciencias”, basadas en saberes situados, parciales y encar-nados. Por ello, la revisión de equipos y protocolos requiere un análisis político-epistémico que preserve la politicidad feminista de estas inter-venciones y evite su reducción a procedimientos administrativos.

 

4.2. Recuperar la experiencia para democratizar la produc-ción de saberes feministas

Reconocemos la necesidad de ampliar los diálogos con la comunidad universitaria para visibilizar el trabajo de quienes sostienen las polí-ticas de género y tensionar sentidos en torno a las prácticas sexistas. Existe un acumulado de reflexiones sobre la práctica profesional de los equipos, a menudo disperso en informes o sistematizaciones par-ciales; el desafío es transformar esas experiencias en saber legítimo, superando el lugar del “relato catártico” para construir conocimiento político y colectivo.

Como advierte Trebisacce (2016), ciertos estudios de género han tendido a despolitizar la noción de experiencia al tratarla como rela-to individual y no como vía para revelar relaciones estructurales de poder. Por el contrario, una lectura feminista crítica la concibe como un lugar epistémico y político, donde la verdad es contextual y pro-ducida. En esta línea, los feminismos universitarios han mostrado la potencia de articular experiencia y conocimiento al institucionalizar demandas del movimiento Ni Una Menos mediante guías, protocolos y redes. Trebisacce también señala que producir conocimiento desde la experiencia no solo aporta herramientas metodológicas, sino que “abraza compromisos éticos” (2016, p. 5). Desde esta perspectiva, las epistemologías feministas operan también como políticas de cuidado del saber al desactivar jerarquías que separan razón de cuerpo, teoría de práctica y conocimiento de afecto.

Asimismo, el reconocimiento del cuidado como derecho huma-no por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ofrece un marco fértil para repensar los roles y condiciones laborales de los equipos. Garantizar el derecho a cuidar, ser cuidade y auto-cuidarse supone reconocer la interdependencia entre quienes acom-pañan y quienes son acompañades, crear espacios de supervisión y co-visión, asignar presupuestos específicos y reconocer el tiempo del cuidado como tiempo de trabajo. También exige problematizar la frontera entre militancia y empleo para evitar que la entrega personal sustituya la responsabilidad institucional.

 

4.3. La relación teoría–práctica y la necesaria validación co-lectiva de los conocimientos situados

Junto con el estatus epistemológico de las experiencias feministas, se vuelve necesario pensar cómo validar colectivamente los conoci-mientos situados. Sostenemos que ello exige, en primer lugar, revi-sar desde una mirada feminista la relación entre teoría y práctica, entendida como interdependiente: las reflexiones emergen del hacer y, a su vez, transforman el ejercicio científico. Como señalan Araiza y González, “muchas reflexiones vienen de nuestro hacer, de nues-tras prácticas encarnadas, las cuales nos llevaron a pensar la teoría y a modificar nuestro ejercicio científico” (2017, p. 17). En este sentido, el trabajo de los equipos —que articula gestión institucional y activismo feminista— constituye un espacio privilegiado de producción de saber.

Donna Haraway (1991) propone la figura del “testigo modesto mutado” para disputar la pretensión de una ciencia omnisciente: reivindica una mirada situada que produce conocimientos parciales, encarnados y relacionales. No se trata de hablar desde ningún lugar, sino de asumir una posición desde la cual conocer y conectar con otres (Araiza y González, 2017, p. 4). Siguiendo esta línea, recuper-amos la apuesta por la validación colectiva de los saberes mediante “conocimientos parciales, localizables y críticos”, sostenidos en la sol-idaridad política y en las conversaciones compartidas como forma de legitimación epistemológica.

 

4.4. La Investigación Activista Feminista: un modo de recupe-rar saberes parciales y fortalecer genealogías

Hemos delineado algunas vías para una crítica interesada a las di-námicas sexo-genéricas de las instituciones universitarias y al sesgo androcéntrico que invisibiliza los saberes feministas y disidentes. Siguiendo a Elsa Dorlin (2009), reconocemos en el saber feminista una genealogía sostenida en “saberes locales, diferenciales y oposi-cionales”, históricamente descalificados pero capaces de politizar la experiencia y transformar lo personal en político.

En este marco, la Investigación Activista Feminista (IAF) se presen-ta como una estrategia metodológica fértil para recuperar los saberes encarnados y parciales que producen los equipos que implementan los protocolos frente a las VG. La IAF emerge del cruce entre feminis-mos, movimientos altermundistas y la crisis del Estado de bienestar, y se consolida en un contexto de precarización del trabajo académico y feminización de la pobreza, que exige una investigación comprometida con la transformación social (Araiza y González, 2017).

Asumiendo los postulados de los conocimientos situados, la IAF reconoce el vínculo como unidad mínima de análisis y la afección mutua como condición constitutiva de todo proceso de producción de saber feminista. Siguiendo a Biglia (2005), estas investigaciones se caracterizan por su compromiso con el cambio social, la interdepen-dencia entre teoría y práctica, la perspectiva situada, la reflexividad constante, la problematización de las relaciones de poder y la redefin-ición colectiva de los criterios de validación del conocimiento.

Si entendemos el conocimiento como múltiple, parcial y situado, orientado a producir conversaciones desde la diferencia más que a reflejar una realidad única, la IAF se vuelve un camino privilegiado para democratizar la producción de saberes y avanzar hacia universi-dades menos excluyentes y más libres de violencias.

 

5. Tensiones y horizontes para fortalecer las políticas de cuidado institucional en clave feminista

La trayectoria de los feminismos en el sistema universitario argentino se inscribe en el horizonte de la democratización y la erradicación de las VG. A partir de la consolidación de la RUGE-CIN y de la imple-mentación de protocolos tras el Ni Una Menos (2015), las universida-des públicas han desarrollado dispositivos centrales para garantizar el derecho a una vida universitaria libre de violencias. Sin embargo, a una década de ese hito, persiste una tensión crítica: la respuesta institucional frente a las violencias se sostiene, en gran medida, sobre la precarización y la sobrecarga de los equipos de atención, conver-tidos en trincheras en un contexto de desmantelamiento de políticas públicas protectoras.

Pensar el fortalecimiento de las políticas de cuidado desde una clave feminista exige asumir que no es una tarea técnica, sino un pro-ceso político y ético que interpela la organización del trabajo univer-sitario, la distribución de recursos y las jerarquías del saber. En este escenario, las políticas de cuidado se configuran como un campo de disputa por el reconocimiento, la redistribución y la posibilidad de imaginar otras formas de habitar la universidad.

El análisis de los relevamientos de la RUGE-CIN y de las experiencias situadas de los equipos permite identificar cuatro tensiones centrales:

Entre reconocimiento y redistribución. Siguiendo a Fraser (1995), las políticas de género oscilan entre la visibilidad simbólica del cuidado y su materialización en recursos, tiempo y poder efecti-vo. En las universidades, el cuidado se enuncia como valor, pero no se redistribuye como derecho, lo que se traduce en equipos precarizados y en la persistencia de la autoexplotación.

Entre politicidad feminista y burocratización. Las prác-ticas feministas de cuidado —basadas en la escucha y la reciproci-dad— chocan con la racionalidad burocrática universitaria que tien-de a protocolizar y medir resultados. Como señala Ahmed (2021), el trabajo feminista en las instituciones es un trabajo de persistencia frente a estructuras que absorben la disidencia bajo la lógica del cum-plimiento administrativo.

Entre militancia y trabajo. El sostenimiento de las políticas de género recae mayoritariamente en mujeres y disidencias que tra-bajan en condiciones de sobrecarga, configurando un “sostenimiento heroico” (De la Aldea y Lewkowicz, 2004) que reemplaza la responsa-bilidad institucional y erosiona el derecho al autocuidado.

Entre experiencia situada y validación epistémica. Los equipos producen saberes encarnados sobre los cuidados, pero estos rara vez son reconocidos como conocimiento legítimo. Persiste una jerarquía epistémica que privilegia la distancia analítica y el ideal de objetividad deslocalizada, en detrimento de los saberes parciales y relacionales (Haraway, 1991).

Frente a estas tensiones, es urgente proyectar transformaciones que orienten políticas de cuidado institucional, entendiendo el cuida-do como principio ético, derecho humano y práctica política:

Repolitizar el cuidado. Cuidar no es complementario, sino constitutivo de la vida democrática. Una universidad que cuida re-conoce la vulnerabilidad y la interdependencia como condiciones comunes (Tronto, 2017; Butler, 2010) y reorganiza sus tiempos y je-rarquías en consecuencia.

Redistribuir recursos, tiempo y reconocimiento. Esto im-plica presupuestos específicos, estabilidad laboral y el reconocimien-to del tiempo de cuidado como tiempo de trabajo y de producción de conocimiento.

Cuidar a quienes cuidan. Las universidades deben garantizar supervisión, co-visión, licencias por estrés y condiciones laborales dignas, construyendo entornos solidarios donde el trabajo feminista no se viva en soledad ni bajo culpa.

Democratizar los saberes del cuidado. Recuperar las expe-riencias de los equipos como conocimiento legítimo demanda avan-zar hacia una epistemología feminista y potenciar la Investigación Activista Feminista (Biglia, 2005; Araiza y González, 2017).

Articular cuidado y prevención. Superar la mirada asisten-cialista supone integrar cuidado y prevención como dimensiones in-separables, entendiendo la reparación institucional como una forma de justicia redistributiva.

Imaginar universidades que cuiden. Siguiendo a Ojea (2021), una institución que cuida es aquella donde la falta de cuidado no limita la vida de nadie; ello requiere tramas horizontales y solidarias que asuman la interdependencia como principio de justicia.




6. A modo de cierre

Fortalecer las políticas de cuidado institucional implica disputar los sentidos del trabajo, del saber y del poder en la universidad. Supone construir un “nosotras”67 (Ahmed, 2015) capaz de sostener la escucha y la acción colectiva sin perder de vista las desigualdades estructura-les. Estas políticas no son un gesto benevolente ni un anexo adminis-trativo: son una estrategia feminista de democratización del conoci-miento y de la vida universitaria. Apostar por ellas es apostar por una universidad que, al cuidar, se cuide a sí misma y a su función social: sostener la vida en común.
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Introducción 

La Red Interuniversitaria por la igualdad de género y contra las vio-lencias (RUGE-CIN) desde su creación, como organización enmar-cada en el CIN, hasta la fecha, ha sido un espacio interinstitucional donde confluyen: militancia, representación, acompañamiento y mo-tivación. Ha sido fundamental en el avance de la institucionalización de los Protocolos de Actuación ante las violencias, y un espacio colec-tivo para sostener la legitimidad de los equipos.

El Informe Preliminar RUGE “Relevamiento sobre los Protocolos para el abordaje de situaciones de discriminación y violencias por motivos de Género en el Sistema Universitario” (RUGE-CIN, 2025) indaga acertadamente y en el marco de su posicionamiento met-odológico, acerca de las experiencias en primera persona de quienes integran los equipos de trabajo de los Protocolos, lo cual permite no sólo visibilizar y registrar los avances institucionales, sino también diferenciar el sostenimiento de estas políticas desde las cuerpas de las compañeras, su reconocimiento (o no) como trabajadoras y el futu-ro de las políticas universitarias en clave feminista con impacto real. Un dato no menor, que se visualiza en el Informe, es la amplia gama de situaciones que atienden los equipos, aún sin que se encuentren estructurados en los instrumentos de abordaje. 

La propuesta metodológica significó segmentar las preguntas del cuestionario en: a) Equipos de atención II: Composición y carac-terísticas del equipo; b) Equipos de atención III: Condiciones con-tractuales del equipo, siendo un insumo preliminar para comenzar a registrar y conocer de qué manera las universidades (o las personas) abordan y acompañan estas situaciones, pero también un inicio, en línea con investigaciones recientes para introducir a las universidades en el complejo enfoque de la cultura organizacional del trabajo, “que silencia elementos presentes como el poder, la ideología, la dominación, el control, la resistencia, el conflicto y los procesos productores de su-frimiento psíquico” (Freytes Frey, M. I., Gotti, A., Russo, C., Nabergoi, M. y Catalini, S., 2024, p. 46). 

Sistematizar y analizar cuáles son las condiciones (materiales e inmateriales) en que los equipos desarrollan sus funciones, resulta en este contexto una acción no sólo prudente de abordar, sino también cobra sentido al enmarcarse en una época en que los feminismos uni-versitarios asumen una tarea fundamental dentro de cualquier insti-tución que cuida y acompaña a su personal. 

Aunque fuera mencionado en capítulos anteriores, compar-timos a continuación una breve síntesis acerca del informe y sus principales resultados. El proceso de relevamiento reveló infor-mación de 263 integrantes de equipos de atención pertenecientes a 40 instituciones universitarias (IIUU), que representan el 60% de las que integran la red RUGE-CIN. Con un esquema estructurado, arrojó resultados que permitirán un desarrollo vasto y extenso de conclusiones ulteriores, produciéndose un primer informe prelim-inar en el mes de junio de 2025 en el que se conmemora el décimo aniversario del primer Ni Una Menos.

Las dimensiones trabajadas en el Informe, sobre la función, com-posición y condiciones de contratación de los equipos de atención, nos permite observar las formas en que las desigualdades de géne-ro permean en los mismos, y en este sentido, nos preguntamos si la causa de esta desigualdad se encuentra no solamente en la raigambre patriarcal de las organizaciones, sino también -como resultado de esa estructura organizacional- en la falta de reconocimiento del status y derechos laborales de quienes integran estos equipos (el 12,7% de-sempeña tareas ad honorem), asimilándose esa labor al rol de cuida-do social que siguen ocupando las mujeres en Argentina. 

En relación a la composición sexogérica de los equipos de atención (conforme categorías identitarias sugeridas para sistemas de infor-mación universitaria68), predominan con el 87,8% las mujeres cis, seguidas por 7,9%  de personas LGBT+ y un 4,3% de varones cis. En términos de la formación profesional y académica, lidera el campo de la psicología (36%), seguida por derecho (18%) y trabajo social (16%) y el casi 30% restante corresponde a otros campos disciplinares. 

Tal como fue problematizado en varias instancias del presente libro, habitualmente en los ámbitos laborales universitarios se per-petúan circunstancias vinculadas a estereotipos y roles de género, producto de la división sexual de trabajo, que generan inequidades en las relaciones de poder-saber en las instituciones, y a su vez, revelan la prevalencia de un sistema binario y heteronormativo.

En este sentido, se advierte la existencia de equipos de atención unipersonales -16 %- que en muchos casos están a cargo de las ges-tiones políticas de las áreas, lo cual da cuenta la necesidad de forta-lecimiento de estos equipos para el sostenimiento de sus laborales, donde la RUGE-CIN resulta ser una herramienta estratégica de apoyo, pero también de legitimación.    

Asimismo, analizar el grado de autonomía y decisión al interior de la institución por parte de los equipos de atención, es un desafío más para la agenda que la red RUGE-CIN viene llevando adelante.

68   Para más información, ver “Lineamientos para la incorporación de la perspectiva 

de género y diversidad en los sistemas de información universitarios” (MMGyD, SPU y RUGE-CIN).

Por último, el presente capítulo buscará desarrollar las sigui-entes preguntas: ¿Qué implicancia tiene trabajar en los equipos de atención?, ¿cuáles alianzas y tensiones desarrollan estos equipos, en pos de fortalecer su institucionalización y reconocimiento como su-jetas de derechos laborales?, ¿desde las áreas con toma de decisión o sectores de representación de derechos laborales, se problematizan las condiciones laborales de estos equipos?, ¿qué políticas de cuidado se pueden proyectar a futuro?, ¿cuál es el valor simbólico y material de los equipos hacia el interior de las universidades y su impacto en el rol social?.

 

Las condiciones laborales precarias de los equipos de atención en un contexto de complejización de las violencias

La complejidad y dinamismo en los procesos de cambio institucional universitario denotan que las instituciones no se encuentran exentas del cuestionamiento radical a los problemas estructurales de las so-ciedades en las que se emplazan, ni tampoco de la profunda discusión de valores, creencias e ideales sistémicos fundantes hacia su interior.

Concebidos como fenómenos de conflictividad social, en tanto provocan cambios socioculturales mediante el encuentro de valores sociales parcial o completamente opuestos en un mismo escenar-io, que eventualmente desembocan en una adaptación o ajuste de valores socioculturales (Coser, 1957), es imprescindible atender (y comprender) a las resistencias tanto subjetivas como instituciona-les, las cuales reproducen prácticas sexistas, misóginas y machistas, mayoritariamente de forma sutil, internalizando modelos social-mente aceptados y obstaculizando la transformación de esas con-venciones aprehendidas. 

Sin pretender profundizar, es dable que allí se encuentre un hito clave para explicar el aparente sinsentido entre, por un lado, la con-solidación sostenida y legitimación formal de políticas de género e instrumentos de abordaje de las violencias directas e indirectas en el sistema universitario, producto de sucesivos espacios de deliberación, revisión y creación de nuevas normativas; y por el otro, la titánica tarea en su implementación y seguimiento, asumida en general por pocas personas que enfrentan agobiadas no solo su propia precar-ización sino además las dificultades burocráticas para la obtención de presupuestos e infraestructuras que habiliten llevarlas a cabo. 

Novedosamente, a diferencia de los que lo precedieron, la unidad de relevamiento que trabajó el Informe se centró en cada equipo de atención de una o más personas, entendiendo como tal aquellos que fueron creados específicamente para la atención de consultas y de-nuncias comprendidas en el marco de actuación del protocolo y no a una única respuesta por universidad, permitiendo profundizar en la diversidad propia de la autonomía de las instituciones universitarias.  

El proceso de relevamiento reveló información de 263 integrantes de equipos de atención pertenecientes a 40 IIUU, que representan el 60% de las que integran la red RUGE. Con un esquema estructura-do, arrojó resultados que permitirán un desarrollo vasto y extenso de conclusiones ulteriores, produciéndose un primer informe prelim-inar en el mes de junio de 2025 en el que se conmemora el décimo aniversario del primer “Ni Una Menos”.

Dentro de la primera dimensión seleccionada de este documento se analizaron tres aspectos: manifestaciones de la violencia de género que abordan los Protocolos, tipos y prevalencia de la violencia, y por último, motivos de consulta, arrojando con preeminencia (69,7%) que los equipos de atención, además de abordar las situaciones en-cuadradas en violencia por motivos de género, dan tratamiento a otro tipo y carácter de afecciones que involucran a mujeres y diver-sidades; pudiendo identificar que se sostienen intervenciones en un universo no solo muy heterogéneo, sino sustancialmente más exten-so y dinámico al que los Protocolos previeron en su texto de origen. Este escenario complejo fue desarrollado en detalle durante el sexto capítulo de este libro.

En dicho marco, a partir del análisis de las experiencias relevadas, se advierte que la presencia de los equipos de atención en la universi-dades, producto de un proceso de irrupción de las cuestiones de género en la vida universitaria (Bagnato, 2021), permite abrir nuevos campos de reflexión, no sólo en relación al papel que las instituciones de edu-cación superior deberían asumir en un contexto de gran complejidad pero preexistente que atraviesa la vida universitaria, sino también re-specto al rol de los feminismos universitarios en relación a las deman-das y necesidades de la propia comunidad que habita sus instituciones. 

Al categorizar y agrupar los motivos de consulta con el tipo de tratamiento otorgado, se aprecia la expansión de los ámbitos en la que los equipos están actuando, independientemente en que esté for-malmente contemplado en las normas institucionales, prevalecien-do la violencia laboral y/o institucional (37,1%), conflictos de índole convivencial entre integrantes de la comunidad universitaria (25,6%) y situaciones relativas a salud mental, discapacidad y/o consumo problemático (17,9%), entre otras. Sumando a ello, la diversificación de la composición de los equipos, en cuanto no se circunscribe a situaciones internas típicas (entendidas como aquellas en que, dos o más de las personas involucradas pertenecen a la institución), o situaciones mixtas y externas (cuando una sola persona o ninguna pertenece a la universidad, respectivamente), dan cuenta de un entra-mado institucional complejo, que necesita ser reescrito y otorga nue-vos desafíos, con la necesidad de avanzar en nuevas transformaciones tanto de los Protocolos como herramientas jurídicas, como también de los equipos de atención, sin dejar de lado la importancia de crear espacios institucionales abocados a prevenir la cultura machista.

Por otro lado, atendiendo los datos cuantitativos de la integración de equipos, más del 80% de las IIUU relevadas declaran estar confor-madas por tres o menos personas, con casi un 66% con participación de dos y tres personas, mientras que apenas el 19% consigna equipos de cuatro o más personas; sin dejar de advertir que el 16% no cuenta con “equipos”, en sentido estricto, ya que la atención es responsabi-lidad de una sola persona, lo cual advierte la necesidad urgente en planificar políticas vinculadas a la gestión del recurso humano, con-siderando las diferentes perspectivas regionales y locales, bajo el fin de fortalecer estos espacios. 

Es síntesis, la información cuantitativa y cualitativa que el In-forme detalla es una herramienta para las universidades nacionales y provinciales, que permite poner el foco en los equipos de atención de problemáticas reales, pero también, reconocer el valor simbólico y estructural del trabajo que llevan adelante, lo cual permite además cumplir con el rol social de la educación superior (UNESCO, 2018). 

Por otro lado, el contexto de regresión, ataque y desfinanciamien-to del sistema universitario nacional puede haber impactado en la conformación, condiciones y sostenibilidad de los equipos, advir-tiendo que sería una dimensión de análisis importante para consid-erar el avance y/o retrocesos en la conquista de estos espacios. 

Un punto crucial puesto en énfasis en el relevamiento -siguiendo a recomendaciones de organismos rectores- es “la importancia es-tratégica de enfatizar el nivel del cuidado de las personas que realizan intervenciones psicosociales frente a las violencias de género. Ello supone el resguardo y prevención del desgaste de los equipos técnic-os” (RUGE-CIN, 2025, p. 39).

Pensar el derecho al cuidado en un contexto político, económico, social y cultural distinto y complejo a la vez, nos coloca como actoras de un tiempo en disputa, de resistencia ante acciones negacionistas y ataque estatal de la agenda de género y diversidad a nivel global. Los llamados movimientos anti-género69 o también entendidos como agenda anti-WOKE promueven no sólo la desarticulación de las áreas 

69   Fuente: investigación y respuestas a los movimientos anti género contemporáneos. Nota informativa para la Conferencia de la Coalición por la Igualdad de Derechos 

(ERC) en Buenos Aires, Argentina, del 8 al 9 de septiembre de 2022. Link: Investigación 

y respuestas a los movimientos antigénero contemporáneos. Nota informativa para la 

Conferencia de la Coalición estatales, sino también la construcción de sentidos que perpetúan desigualdades disfrazados bajo la libertad de expresión, y sustentadas en el discurso de la guerra cultural neofascista, al mostrarse como opiniones válidas dignas de debate democrático (Cammaerts, 2022). Este accionar a escala global y nacional, pretende enterrar la temática de género tanto de la agenda pública como también de la responsabil-idad estatal, perpetuando así el desarrollo de una sociedad patriarcal, o en palabras de Tronto (2020) una sociedad del riesgo 

[...] que no conversa sobre sus necesidades, sino que sufre las consecuencias de quienes actúan sintiendo que obran con total derecho. En una sociedad del cuidado, volver a equilibrar las necesidades y los derechos sería entonces una parte sustancial de la discusión. (p. 36)

Al mismo tiempo en que se producen estos movimientos, resultan ser los tiempos donde la Comisión Interamericana de Derechos Hu-manos (CIDH), a través de la Opinión Consultiva N° 31, declara al derecho al cuidado como un derecho autónomo, y reconoce el dere-cho de las personas a recibir, dar cuidado y autocuidarse, con el fin de garantizar una vida digna. En dicho marco, proponemos tomar como vital consideración el desarrollo de políticas universitarias encuadra-das en el derecho de “cuidar a quiénes cuidan”, siendo los feminismos universitarios en el entramado de la estructura de la Red RUGE-CIN, espacio legitimado de acción y conformado por actrices imprescindi-bles para abordar estos desafíos y transformaciones. 

La feminización de los equipos, al estar conformados mayorita-riamente por mujeres (cis), y la precarización de los mismos, pone en tensión la implicancia de las instituciones en reconocer al dispositivo como un espacio de valor simbólico y material, como así también revela la necesidad de avanzar en la creación e implementación efec-tiva de políticas laborales de acceso para la comunidad LGBTIQ+ que consideren en clave interseccional las condiciones de vida de esta población. Se abre así otra línea de sentido en los debates internos de los feminismos universitarios, lo cual tensiona las conquistas secto-riales y las transformaciones en la conformación de los equipos -no sin debates internos- que deberán llevarse adelante.  

En palabras de Christophe Dejours (2011), el trabajo es un elemen-to determinante de la construcción de subjetividades e identidades y sus formas organizacionales son productoras de sentidos, significados y pautas de comportamiento, como también de placer o malestar. 

Asimismo, el ya mencionado rol estereotipado y binario, en rel-ación a la división sexual del trabajo, es un fenómeno del que las uni-versidades no se encuentran exentas, ya que el orden de género y su distinción (Buquet Corleto, 2016) se ve reflejado en la composición de los equipos, sus dinámicas de articulación y toma de decisiones, mu-chas veces delegadas en forma jerárquica y complejas en su ejecución.   

En contraposición a estas dinámicas de subordinación y desven-tajas, los equipos de atención y sus referentes han encontrado en la articulación con la RUGE-CIN un espacio de sostenimiento, acom-pañamiento, reflexión y búsqueda de estrategias colectivas, trans-formándose, en algunos casos, en alianzas estratégicas. 

Finalmente, en torno a la modalidad de contratación y relación de empleo, el informe da cuenta de la existencia de un porcentaje pre-ponderante de personas que integran los equipos sin relación laboral estable. Si bien más del 50% de las personas declara vínculo laboral como docente y nodocente en proporciones equivalentes, un 15% consigna “cargo de gestión”, mientras que en el universo remanen-te 20,6% son contratadas en diversas modalidades y, por último, el 12,7% desempeña tareas ad honorem. 

Además de la dimensión cuantitativa detallada, se suma al análisis la dimensión cualitativa, respecto a pensar las cargas horarias remu-neradas (y las no remuneradas del personal ad honorem) así como también las posibilidades efectivas de atender las demandas y fun-ciones específicas vinculadas a los procesos atencionales del Proto-colo, sobre todo en los casos de quienes declaran una doble función (cargos de gestión, docentes y nodocentes). La información es al menos preocupante, en primera instancia, si ponemos en diálogo las categorías tiempo, remuneración, y carga laboral; y en segunda instancia -aún más compleja- la existencia de personal que presta un servicio que atañe a las funciones sustantivas de la universidad, pero que se realiza a costa de su tiempo y cuerpo, vulnerando dos principios fundamentales del derecho laboral: el derecho a “recibir un salario justo” y de “igual remuneración por igual tarea”, el cual es-tablece que las personas trabajadoras que realizan trabajos idénticos o equivalentes deben recibir la misma paga. Éste último derecho debe ser leído en términos comparativos entre las dimensiones detalladas y hacia el interior de cada institución, lo cual pone de manifiesto una cultura organizacional que se entrecruza con el concepto de orden de género, considerando diferentes categorías y estructuras de pod-er potenciadas entre sí al momento de construir una cultura orga-nizacional de creencias y valores determinados (Moine et al., 2023) donde se presume que el trabajo que realizan las compañeras es parte de la “militancia feminista” y por ende no debe ser remunerado. 

 

Conclusiones

Durante el presente capítulo, se realizó una breve síntesis de los prin-cipales resultados arrojados por el Informe de la Comisión Proto-colos RUGE-CIN (2025), los cuales dan cuenta de una situación de enorme gravedad respecto a las condiciones laborales de los equipos de atención de los Protocolos (cantidad de personal insuficiente, do-ble carga laboral, modalidades de contratación precarias, etc.), en un clima de complejización de las violencias que requiere necesariamen-te del sostén institucional.

La infravaloración del trabajo de los equipos, los cuales poseen un rol visible de cuidado, sin su correspondiente reconocimiento como sujetas de derecho laboral, contribuye a perpetuar las estructuras pa-triarcales y naturalizar las diferencias producidas por el orden de géne-ro, tanto en la escala material como inmaterial (Bourdieu, 2007, p. 45). 

La fragilidad en la que los equipos desarrollan sus tareas debe ser puesta en foco en las agendas institucionales, así como también reco-nocer y valorar la función sustantiva que llevan adelante para el apoyo de las trayectorias educativas y la construcción de una nueva cultura de organización hacia el interior de todas las instituciones que integran el sistema universitario nacional. Esto es un compromiso latente que no puede esperar si queremos seguir construyendo universidades femi-nistas en clave de derechos humanos y con justicia social.
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Introducción 

En las universidades públicas argentinas, los gremios docentes, ad-ministrativos y de servicios y estudiantiles constituyen actores colec-tivos fundamentales en la defensa de la educación superior pública, gratuita y de calidad. Su historia está marcada por la participación en la vida política y en el cogobierno universitario70, donde no sólo se disputan derechos, sino también el sentido social y democrático de la universidad.  Los sindicatos docentes, nucleados organizaciones como la Federación Nacional de Docentes Universitarios (CONA-DU), la CONADU Histórica o la Federación de Docentes de las Uni-

70   El cogobierno universitario en Argentina es un sistema de gestión democrática que se basa en la participación equitativa de los tres claustros principales: docentes, graduados y estudiantes. Este principio, surgido de la Reforma Universitaria de 1918, busca que la toma de decisiones en los órganos de gobierno, como los Consejos Directivos y Superiores, sea compartida entre los diferentes sectores de la comunidad universitaria, incluyendo en algunos casos al personal nodocente. versidades (FEDUN), han sido protagonistas en la defensa del salario, la estabilidad laboral y el financiamiento educativo, pero también en debates vinculados a la autonomía universitaria y la jerarquización de la docencia e investigación. En las últimas décadas incorporaron la perspectiva de género en sus organizaciones en consonancia con el proceso ocurrido al interior de las universidades, visibilizando las desigualdades que enfrentan mujeres y disidencias, e impulsando protocolos contra las violencias, como así también políticas de pari-dad y reconocimiento de la feminización de la precarización laboral. El personal administrativo y de servicio organizado principalmente en torno a la Federación Argentina del Trabajador de las Universida-des Nacionales (FATUN) ha logrado consolidar un espacio de lucha que reivindica la centralidad de las tareas administrativas, técnicas y de servicios en el sostenimiento de la vida universitaria. Aunque históricamente relegado en la visibilidad institucional, este sector ha instalado en la agenda sindical demandas propias, incluyendo en años recientes discusiones sobre igualdad de género, jerarquización de tareas y reconocimiento del impacto diferencial de las labores de cuidado, y la lucha por la implementación del cupo laboral traves-ti-trans. Por su parte, el movimiento estudiantil, heredero de la Re-forma de 1918, mantiene una larga tradición de organización gremial en centros de estudiantes y federaciones. Sus luchas han sido clave en la defensa de la gratuidad universitaria, la ampliación de derechos, las becas y el bienestar estudiantil. Más recientemente, se convirtie-ron en protagonistas de la agenda feminista y de diversidad sexual, exigiendo la implementación de leyes como la de Educación Sexual Integral o la de Identidad de Género, y promoviendo la aplicación de protocolos contra la violencia de género en las universidades. 

Debido a la relevancia del accionar de estos sectores, durante el presente capítulo nos centraremos en analizar las articulaciones actuales entre tres actores: las redes de militancia organizada de los gremios, las agrupaciones estudiantiles, y por último, las áreas de políticas de género, específicamente con los equipos de atención del protocolo, considerando que la violencia de género es, en última in-stancia, un problema estructural y público que no puede reducirse a casos individuales (Guinot, 2020). En las universidades, si bien los protocolos abordan situaciones concretas, también se diseñan estrategias más amplias para prevenir, detectar y desnaturalizar las prácticas violentas en las que la representación gremial organizada desarrolla un papel fundamental. A nivel metodológico, recurrire-mos como fuente principal al relevamiento documental de las resolu-ciones existentes sobre los protocolos en todo el sistema universitario nacional, para poder detectar, en primer lugar, la existencia -o no- de dispositivos formales de vinculación y articulación entre los gremios y los equipos de protocolos. En segundo lugar, analizaremos los dis-positivos con los que cuentan gremios y organizaciones estudiantiles para dar cuenta de la vinculación y articulación entre los espacios institucionales y de militancia gremial. 

 

1. Punto de partida: la ola feminista que permea en las universidades

En Argentina los derechos de las mujeres y del colectivo LGBTT-TIQ+ se consiguieron por medio de la organización y las luchas de los movimientos sociales. Los Encuentros Nacionales de Mujeres 

(desde 1986) y luego Plurinacionales de Mujeres, Lesbianas, Trans, 

Travestis, Bisexuales, Intersexuales y No Binaries (desde 2020), las movilizaciones  del movimiento Ni Una Menos cada 3 de Junio desde el año 2015, el Paro Internacional Feminista y Plurinacional de Mu-jeres, Lesbianas, Travestis y Trans cada 8 de marzo, la gran moviliza-ción social en reclamo del derecho a la interrupción voluntaria del embarazo fuertemente impulsado por la Campaña Nacional por el derecho al Aborto Legal Seguro y Gratuito como organización aglu-tinadora y clave para conseguir la sanción de la Ley N° 27.610 el 30 de diciembre del año 2020 (Barrancos, 2014; Martin, 2021; Rovetto y Figueroa, 2017). Estos acontecimientos repercutieron en las insti-tuciones universitarias públicas, generando espacios de encuentros, reflexión y politización de las desigualdades de género, habilitando interrogaciones sobre las relaciones de poder y los modos de la des-igualdad en su interior, además del rol estratégico de las instituciones de educación superior en la generación de políticas públicas sobre género y diversidad (Rovetto y Fabbri, 2020).

Pensar universidades con perspectiva de género no sólo implica incluir autores y autoras que sean mujeres o diversidades en el pro-grama de una materia, ni de introducir en ésta una unidad temática específica sobre feminismos. Pensar la transversalización de la per-spectiva de género es imaginar una construcción de poder diferente, más equitativa en la universidad toda. Este hecho es producto de cuestionamientos feministas y transfeministas de las últimas décadas al sistema universitario que hicieron de estas instituciones espacios más receptivos, inclusivos y críticos. El 3 de junio de 2015, el mov-imiento Ni una Menos, pone en escena y en la agenda de las insti-tuciones públicas un tema urgente a tratar de políticas públicas a raíz de la escalada de violencia de género y de femicidios en el país, como el de Ángeles Rawson, Lola Chomnalez, Melina Romero y Chiara Páez, acontecidos entre el año 2013 y en ese mismo año. Estos hechos que llegaron a ocupar la agenda mediática y que profundizaron no solo la bronca de mujeres y la diversidad sexual, sino de toda una so-ciedad en general, concluyeron en un reclamo hacia el Estado como responsable principal. Estas demandas también repercutieron al inte-rior de las universidades, lo que hizo que algunas de ellas iniciaran el diseño de protocolos para abordar, prevenir o sancionar situaciones de violencias dentro de la comunidad universitaria. 

El año 2015 también fue un año importante para el Sistema Uni-versitario Argentino ya que, tal como se ha mencionado a lo largo de este libro, fue el año en que se crea la Red Interuniversitaria por la Ig-ualdad de Género y contra las Violencias, luego denominada RUGE, en un encuentro realizado en la Universidad Nacional de San Martín (UNSAM), que posteriormente, en el año 2018 se institucionalizará con la incorporación de la misma al Consejo Interuniversitario Na-cional (CIN). 

En consonancia, el papel de docentes, personal administrativo y de servicio, y estudiantes feministas ha sido central en la transformación institucional de esta última década; su acción colectiva ha impulsado la incorporación de la teoría feminista y queer al interior de las cátedras, de las investigaciones y de proyectos de extensión; ha impulsado la ren-ovación de programas de formación, integrando equipos interdiscipli-narios de investigación y extensión, cuestionando la composición de los espacios de cogobierno y promoviendo la construcción de protoco-los y centros de atención. Estas redes han logrado irrumpir en la cul-tura institucional, promoviendo cambios normativos y simbólicos que cuestionan la mirada androcéntrica tradicional de las universidades nacionales argentinas, y han consolidado la agenda de género como un componente estructural de la vida académica.

Del mismo modo, organizaciones estudiantiles incorporaron las secretarías de género a sus estatutos, presentaron proyectos de cupo femenino en las listas de los espacios de cogobierno, diseñaron pro-cesos internos para abordar situaciones de violencia y acoso para situaciones entre compañerxs, dieron debates por la visibilización de las mujeres y disidencias en espacios de conducción, y participaron de marchas y encuentros motivando reflexiones sobre la igualdad y las violencias. 

Consideramos que el sector estudiantil ha sido el principal im-pulsor de estos procesos de transformación institucional, a partir de la denuncia que históricamente ha hecho acerca de la jerarquía de poder en la relación docente-estudiante, mediante la gran ola de escraches públicos frente a situaciones de violencias (las cuales han tomado enorme dimensión desde el Ni Una Menos). En un primer momento, tras esa visibilización sobre la problemática de la violencia de género, fue complejo abordar esas demandas y tensiones en las universidades, debido a que la mayoría de ellas aún no contaban con protocolos vigentes o equipos de atención completamente desarrol-lados. En este sentido, las instituciones se encontraban frente a situa-ciones emergentes de denuncias, en algunos casos hacia docentes con larga trayectoria universitaria, y sin un marco de referencia acorde para brindar una respuesta institucional que estuviera a la altura de la demanda. Es imperioso, considerar también que los primeros equipos de atención se conformaron con personas que habitaban las univer-sidades, principalmente militantes feministas, bajo modalidades de contratación precarias y que no tenían formación específica en situ-aciones de violencia interuniversitaria, por lo que cada intervención requería de consultas a otros equipos y también de resoluciones intu-itivas -en algunos casos-, reproduciendo modos jurisprudenciales de los tribunales ordinarios. Esa situación fue inicial frente a la redac-ción de protocolos y en organización de los espacios de atención. En este sentido, la pertenencia a la RUGE-CIN, el trabajo en cada una de las regiones que agrupan a sus representantes (CPRES), y las Clínicas de Casos organizadas a fin de socializar situaciones anonimizadas de cierta complejidad, permitieron compartir abordajes y resoluciones posibles que acompañen paralelamente al apoyo institucional. Si bien la realidad de cada una de las universidades es diferente, el encuentro en la Red posibilita proponer avances en común. 

Según el informe RUGE-CIN e Iniciativa Spotlight Argentina (2021), las violencias más frecuentes en el ámbito universitario son de tipo simbólica, psicológica y sexual. Aproximadamente un tercio de los/as encuestados/as manifiesta haber sufrido descalificaciones, burlas o acoso, y más del 60% afirmó haber escuchado comentarios sexistas o discriminatorios dentro de la universidad. Estas situaciones afectan de manera directa la trayectoria académica de las mujeres cis y diversidades sexogenéricas, ya que muchas estudiantes ven inter-rumpido o dificultado su desarrollo académico debido a experiencias de violencia o discriminación. Muchas de estas situaciones están vin-culadas al abuso de poder y a jerarquías institucionales, fenómenos que se ven amplificados por las nuevas tecnologías y las redes socia-les. La normalización de estas conductas dificulta su abordaje y puede perpetuar la violencia si las instancias de decisión no comprenden su impacto en la vida universitaria y social (Guinot, 2020, p. 51).

Las autoras Moltoni, Bagnato y Blanco (2020) caracterizan el pro-ceso de aprobación e implementación de los protocolos en el ámbito universitario en dos momentos: El primero de ellos, de surgimiento e institucionalización (2014-2016) transcurrido cuando once insti-tuciones instrumentaron estas iniciativas, y el segundo momento (2017 en adelante), de expansión y multiplicación de esta herramien-ta, ya que la instrumentalización se amplía a otras treinta y nueve casas de estudio.

Las violencias de género constituyen un problema público y político que interpela al conjunto de la sociedad. En este sentido, de-jan de comprenderse como hechos individuales, privados o aislados, para ser analizadas como fenómenos estructurales, anclados en rela-ciones históricas de desigualdad y en tramas socioculturales que las producen, reproducen y legitiman (Guinot, 2020). Esta perspectiva puede observarse en el abordaje de los equipos de atención de los protocolos, ya que, si bien se tratan caso por caso, al mismo tiempo se piensan abordajes o actividades de sensibilización que beneficien a toda la comunidad universitaria. 

Por esta razón, es necesario que las universidades llevemos adelan-te un trabajo vinculado no sólo al tratamiento de las situaciones de violencia de género existentes, fomentando sanciones no punitivas, sino también creando e implementando herramientas para prevenir y desnaturalizar estas prácticas enraizadas en nuestra sociedad. Una gran herramienta para dar estos debates es la Ley Micaela, abordada en detalle durante el capítulo N° 7. La adhesión de las universidades a dicha norma posibilita por medio de capacitaciones dar a conocer los límites y la posición que la institución adopta frente a la violencia, además de habilitar un espacio de diálogo y trabajo en conjunto con todos los claustros que conforman la vida universitaria, en especial con los gremios docentes, nodocentes y estudiantiles. Es decir, cuan-do en las universidades se institucionalizan las políticas de género lo que se refuerza son los marcos de reconocimiento (Butler, 2009, p. 18) de un entramado normativo y de vidas que ya existían con anterioridad en el ámbito universitario, abriéndose un nuevo desafío: sensibilizar y difundir información confiable sobre esas posibilidades de existencia. “El desafío de que esa norma crea un marco de reconocimiento para otras vidas, otros modos considerando la transformación en el hori-zonte de posibilidades” (Pozzi Vieyra et al., 2023, p. 4). 

Como toda institución social, las universidades reproducen lógi-cas elitistas, jerárquicas, patriarcales, colonialistas, clasistas y heter-onormativas (Rovetto y Figueroa, 2017). Si bien las quejas y denun-cias institucionalizadas han crecido en los últimos años (Ahmed, 2022), aún queda un largo camino para que la consigna de “universi-dades libres de violencias” se transforme en praxis cotidiana. 

El Informe preliminar de la Comisión Protocolos (RUGE-CIN), publicado en junio de 2025, presenta los principales resultados del relevamiento nacional sobre la implementación de los protocolos de actuación ante violencias por motivos de género y las condiciones de trabajo de los equipos de atención en las universidades públicas argentinas. Ya ha sido mencionado en capítulos anteriores las car-acterísticas de los principales datos recabados, los cuales dan cuenta de la precariedad de los equipos de atención a nivel contractual, la preeminencia de consultas por situaciones de angustia y malestar, el acoso sexual, la discriminación por motivos de género o sexualidad y la violencia laboral; la existencia de consultas por motivos que ex-ceden las problemáticas de género, tales como los conflictos convi-venciales, salud mental, discapacidad o consumos problemáticos. En un contexto en el que el gobierno nacional de La Libertad Avanza recorta, elimina y desfinancia políticas de género que atienden dichas situaciones, las personas llegan a las universidades en búsqueda de espacios de contención, escucha e información. Sin duda, al igual que el informe y en consonancia con la coyuntura socioeconómica nacio-nal que nos toca atravesar, nos encontramos frente a una ampliación de la concepción de la “violencia de género”, que abarca una multipli-cidad de conflictos, daños y padecimientos subjetivos. 

Teniendo en cuenta la incorporación de la comunidad travesti, trans y no binaria como personal administrativo y de servicio, a par-tir de la adhesión de las instituciones universitarias a la Ley de Cupo Laboral Travesti Trans, por medio de sus propias resoluciones, en las universidades comienzan a aparecer apelaciones por parte del propio colectivo hacia el binarismo de género aún arraigado en su interi-or, presentes en el sistema de licencias, la previsión social, y/o que comienzan a ser visibles en la medida que los espacios son habitados por identidades no hegemónicas. El rol de los gremios, sobre todo el administrativo y de servicio, fue fundamental para la aprobación de estas normativas en cada universidad que se llevó a cabo, pero además fue de gran impulso para el trabajo en conjunto con las or-ganizaciones LGBTTTIQ+. En algunos casos se configuraron regla-mentos sobre trato digno y/o capacitaciones sobre este tema o diver-sidad sexual; se crearon áreas o secretarías internas los gremios que incorporan género y diversidad sexual, y se promovieron proyectos de salud integral trans, entre otras acciones. Aun así, es importante destacar que la relación de tensión, indiferencia, y/o apoyo entre los gremios docentes, estudiantiles y/o administrativos y de servicios, con las reivindicaciones de derecho llevadas a cabo por las organi-zaciones trans* y no binarias depende de la realidad de cada univer-sidad o región y del activismo travesti-trans coyuntural y contextual. 

Al interior de las universidades, la simple posibilidad de habitar los espacios sin violencia o discriminación como trabajadores y es-tudiantes por parte del colectivo trans* y no binario comienza a in-troducirse en las agendas cotidianas de los rectorados y las unidades académicas. En este marco, los equipos de atención se constituyen en espacios de posible hospitalidad, contención y escucha dentro de estas instituciones. No solo en el momento de la denuncia por hechos de discriminación o violencia sino en el acompañamiento psicosocial y administrativo que puede involucrar un cambio de identidad de género, una consultas sobre licencias, el acceso a terapia psicológica, entra otras acciones. 

 

2. Las relaciones entre los gremios y los equipos de atención. Tensiones, cooperación y trabajo en paralelo

2.a. Gremios estudiantiles. ¿Cómo resolver el conflicto? Ten-sión entre las lógicas institucionalistas y del escrache/cance-lación

En los últimos años, las universidades públicas se han visto interpela-das por una tensión significativa entre, por un lado, los formalismos y procedimientos institucionales que rigen los protocolos ante situa-ciones de violencia y discriminación, y por otro, las formas de denun-cia y visibilización impulsadas desde los movimientos estudiantiles, tales como el escrache o la cancelación. Esta presión no es menor: pone en juego modos distintos de entender la justicia, la reparación y el reconocimiento. Esta disputa de sentidos es abordada con más profundidad durante el capítulo N° 5 del presente libro.

Los protocolos universitarios representan un avance importante en la construcción de espacios más seguros y en el reconocimiento institucional de problemáticas históricamente silenciadas. Su valor radica en ofrecer marcos de actuación claros, con criterios de propor-cionalidad, razonabilidad y debido proceso que buscan resguardar tanto a las víctimas como a las personas denunciadas, evitando arbi-trariedades y asegurando la confidencialidad e intimidad de quienes atraviesan estas situaciones. Sin embargo, también es cierto que estos procedimientos pueden volverse excesivamente ritualizados o buro-cráticos, con períodos administrativos que no siempre acompañan los tiempos subjetivos del dolor o de la urgencia de quienes deman-dan una respuesta.

Del otro lado, las prácticas de escrache y cancelación, especial-mente cuando surgen de espacios estudiantiles, han cumplido un rol central en la visibilización de violencias y desigualdades que duran-te años quedaron fuera de los circuitos institucionales. En especial, como lo veíamos a partir del surgimiento del movimiento Ni Una Menos en el año 2015, el ciberfeminismo escaló mediáticamente, a través de consignas que iban desde la difusión de los hashtags #vi-vasnosqueremos y #elmachismomata en redes sociales, hasta llegar a ataques personales a victimarios (Laudano, 2017; Mariescurrena, 2025) que no fueron canalizados por vía institucional universitaria. En muchos casos, la exposición pública logró abrir una vía de recla-mo legítimo ante la percepción de falta de respuesta o de lentitud en los mecanismos formales de recepción de consultas y denuncias por violencias de género. No obstante, consideramos que estas formas también pueden generar nuevos daños, difuminar la posibilidad del diálogo o dificultar los procesos de reparación cuando la denuncia pública antecede o sustituye los canales institucionales.

El escrache son utilizados como acción política colectiva de de-nuncia tomadas por el feminismo heredero del Ni Una Menos71 que surge frente a la impotencia de la impunidad institucional, como búsqueda de protección, visibilización, advertencia, exposición y generación de conciencia colectiva sobre las violencias de género (Mariescurrena, 2025). Empero, si éste es utilizado como un hecho aislado e individual de denuncia puede tener efectos adversos hacia la persona denunciante (Manso, 2019) por lo cual demanda estrate-gias especiales de cuidado hacia la víctima. Efectos colaterales como amedrentamientos, las contradenuncias, revictimización, exposición 

71   Los escraches fueron utilizados primeramente por la agrupación H.I.J.O.S., siglas que representan a los Hijos e Hijas por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio. Sus reclamos comenzaron contra de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, más conocidas como las leyes de impunidad y los posteriores indultos a los miembros implicados en el último Gobierno Militar en Argentina. Se utilizó el escrache como herramienta denunciativa a los genocidas con consignas como “juicio y castigo”, actuando bajo el lema, “si no hay justicia, que haya escrache”. innecesaria de la denunciante, banalización del caso, entre otras con-secuencias, exigen pensar estrategias de cuidado como acompaña-miento emocional y psicológico. Si bien el objetivo de este capítulo no es inmiscuirnos en la definición o carácter de los escraches, nos resulta importante reconocer a éste hecho histórico-político la inter-pelación que ocasionó hacia los dispositivos de intervención y acom-pañamiento institucionales formales e informales que las universida-des han sabido gestar frente a las violencias. El desafío del presente y del futuro de los protocolos, entonces, no parece radicar en elegir entre uno u otro modelo, sino en pensar cómo articularlos de manera ética y eficaz los mismos protegiendo a las personas involucradas. ¿De qué formas diseñar procedimientos que sean certeros, ágiles y sensibles sin caer en la burocratización ni en la exposición innecesa-ria? ¿Cómo garantizar que las víctimas puedan encontrar escucha y reparación sin que se vulneren derechos básicos ni se desdibujen las responsabilidades colectivas? ¿Cuándo, cómo y para qué visibilizar los casos, sin que la visibilización se transforme en un fin en sí mismo o en una forma de castigo social?La universidad, como espacio de pensamiento crítico y formación ciudadana, está llamada a sostener estos debates con madurez. Ello implica reconocer que tanto el recla-mo de la comunidad universitaria por justicia como la necesidad de procedimientos claros y justos son expresiones de una misma bús-queda: construir comunidades académicas más equitativas, donde el cuidado, la escucha y la responsabilidad no sean instancias opuestas, sino prácticas integralidad.

La organización institucional suele demostrar en su coyuntura o de manera estructural esa conocida tensión entre lo instituido y lo instituyente. Dejando espacio a repensarse, a transformarse, in-cluyendo la visibilización y expansión de las luchas y consignas fe-ministas con la función primordial de multiplicar los repertorios de expresión, de denuncia y manifestación dentro y fuera de la vida uni-versitaria (Mariescurrena, 2025). Pero entonces, ¿podemos pensar los entornos virtuales como complejos escenarios que se han logrado traducir y resignificar los espacios público-políticos estratégicos para la denuncia? ¿Estamos en condiciones de plantear que los protocolos de actuación y las políticas de género cumplen los requisitos de ser aspectos ya instituidos en nuestras universidades? Si esto fuera así y abrimos el juego a pensar la perfectibilidad, es decir, la mejora de nuestras herramientas, ¿serían la puja y las demandas instituciona-les estudiantiles, por ejemplo, el camino? ¿Estamos en condiciones de afirmar que todo el claustro estudiantil o al menos sus núcleos organizados plantean de forma contundente la demanda y defensa de las políticas de género? Algo es sabido desde la experiencia local: sólo las agendas tensionadas y gestionadas desde todos los claustros planteando demandas comunes ampliaron derechos en la universi-dad pública argentina.

 

2.b. Organizaciones sindicales y sus dispositivos de atención propios. ¿Cuáles alianzas y tensiones desarrollan hacia la lógi-ca institucional y los equipos de atención?

Las organizaciones sindicales se han constituido en actores funda-mentales en la elaboración y puesta en práctica de los protocolos de atención, tanto por su rol central dentro de las universidades como por su compromiso indispensable con la temática. El surgimiento de los protocolos trajo consigo el debate entre los gremios y los espacios institucionales de las universidades sobre el funcionamiento de los protocolos, sobre la responsabilidad, la transparencia en la ejecución del mismo y la legitimidad en la toma de las medidas y sanciones. La doble relación de tensión y alianza entre las universidades y los sindi-catos fue disímil según las universidades, lo que generó el seguimien-to de los equipos que llevaban a cabo los protocolos de actuación en mayor o menor medida más de cerca y más o menos periódicamente, dependiendo la universidad. 

Sin dudas, los informes anuales de los diferentes equipos de pro-tocolos, la participación de los mismos en las Clínicas de Casos re-gionales y federales organizadas por la RUGE-CIN, la adopción de la capacitación en Ley Micaela al interior de las universidades, la parti-cipación de las gestiones universitarias en publicaciones nacionales como el Informe Preliminar sobre la implementación de Protocolos y las condiciones de trabajo de los equipos de atención elaborado por la RUGE-CIN en junio de 2025, y por último, las Jornadas Nacionales Haciendo Universidades Feministas que desde el año 2022 se vienen desarrollando ininterrumpidamente en el sistema universitario, se constituyeron como acciones legitimantes de estos espacios de preven-ción, detección y acompañamiento frente a las violencias de género. 

Empero, resulta urgente y necesario continuar trabajando en la construcción de espacios laborales libres de violencias por razones de género, que garanticen condiciones de respeto, equidad y cuidado para toda la comunidad universitaria. De esta manera, al interior de las organizaciones sindicales se abrió paso a nuevas discusiones: ¿qué acciones son posibles de llevar adelante para la prevención y atención de las violencias?, ¿cómo articular con las áreas institucionales de las universidades?, ¿qué rol deben cumplir los gremios?, ¿cómo acom-pañar ante un compromiso inalienable?, entre otras. La respuesta a estos interrogantes requirió (y requiere) de un gran trabajo conjunto con Equipos Técnicos de Atención, organizaciones sociales influyen-tes, autoridades y lxs mismxs trabajadorxs, que, por supuesto, necesi-tó y necesita de tiempo y aprendizajes. 

Contar con dispositivos de atención implica asumir una corres-ponsabilidad tanto con la institución como hacia la comunidad uni-versitaria en su conjunto. Hacerlo desde una perspectiva de derechos humanos y de género posibilita intervenciones situadas, sensibles y reparadoras, que priorizan la escucha, la confidencialidad y la protec-ción de las personas afectadas. 

Del mismo modo, es esencial que estos dispositivos mantengan coherencia y articulación con aquellos vigentes en el ámbito institu-cional universitario. Esta compatibilidad no solo evita superposicio-nes o contradicciones en los procedimientos, sino que fortalece las redes de acompañamiento y respuesta ante situaciones de violencia por razones de género. La articulación conjunta entre sindicatos y universidad permite construir abordajes integrales, sostenidos en el diálogo, la corresponsabilidad y la perspectiva de derechos.

Es bien sabido que, pese a las conquistas logradas al interior de los gremios, la temática en cuestión presenta resistencias por parte de de-terminados actores, lo cual, lejos de ser una cuenta saldada, requiere de trabajo cotidiano y permanente para sostener aquello conseguido. Con este propósito también resulta necesario continuar habilitando espacios de formación y reflexión, entendiendo que la problemática requiere de un compromiso de todxs lxs integrantes de la comunidad universitaria. 

 

3. Reflexiones finales

Las universidades públicas argentinas se constituyen como territo-rios donde se disputan sentidos, derechos y formas de habitar. En ellas, los feminismos han abierto un campo de transformación pro-funda que excede lo meramente normativo: interpelan las estructuras históricas de poder, los modos de relación, los saberes legítimos y las prácticas cotidianas.

El recorrido histórico de los gremios docentes, personal adminis-trativo y de servicio, y estudiantiles demuestra que las conquistas en materia de derechos nunca fueron producto de gestos aislados, sino resultado de luchas colectivas y articuladas fuera y dentro del ámbito universitario. En esa misma línea, la consolidación de los protocolos de actuación, las áreas de género y los espacios de formación repre-sentan una institucionalización necesaria, pero también frágil, que requiere del sostenimiento político y material de la comunidad uni-versitaria en su conjunto.

Las universidades argentinas han logrado importantes avances en la institucionalización de la perspectiva de género, en la visibilización de las violencias y en la formación de equipos técnicos especializa-dos. Sin embargo, el contexto actual, atravesado por discursos de odio, desfinanciamiento estatal y retroceso de políticas de género, de-safía a las universidades a reafirmar su compromiso con los derechos humanos, la justicia social y la democracia. Las redes feministas uni-versitarias, los equipos de atención y los gremios se vuelven, en este escenario, pilares fundamentales para sostener prácticas de cuidado, escucha y acompañamiento.  

Aunque previamente existían proyectos de extensión, investigación y grupos militantes en estas temáticas, la consolidación de políticas universitarias específicas y la articulación con los gremios ha permiti-do que la agenda de género alcance mayor visibilidad y fortaleza insti-tucional. Esto ha consolidado la presencia de los derechos de mujeres y diversidades en las universidades nacionales argentinas, promoviendo la participación activa de todos los claustros en la vida académica y la construcción de un espacio más inclusivo y equitativo.

Analizar la implementación de las políticas de género en las uni-versidades nacionales argentinas constituye un desafío fundamental para comprender las transformaciones en estas instituciones. Obser-var las relaciones de poder, los obstáculos y las resistencias, así como los avances en perspectiva de género, permite evaluar el impacto de estas políticas en este contexto, la composición actual de la población universitaria exige pensar políticas que respondan a estos cambios y promuevan derechos en consonancia con los tiempos presentes. Aquí es fundamental incorporar la relación con grupos de diversidad sex-ogénero disidentes, sobre todo, con la comunidad travesti-trans y no binaria, que a partir de la incorporación de la Ley de Cupo Laboral se incorporan como personal de la universidad y pueden o no sentirse representades por los gremios docentes, no docentes o estudiantiles de las universidades. Sin duda, nos propone un acto reflexivo al inte-rior de los dispositivos institucionales de protocolo, en donde aún no se presentan formal o informalmente estos vínculos.

En definitiva, fortalecer las políticas de género en las universidades públicas argentinas es una apuesta ética y política por una educación que no se limite a transmitir saberes, sino que forme sujetos capaces de cuestionar las desigualdades y de transformar las instituciones que habitan. Reflexionar sobre las articulaciones entre gremios, equipos institucionales y movimientos estudiantiles permite reconocer no sólo tensiones y desafíos, sino también la potencia transformadora de la acción colectiva. Las universidades públicas son, al mismo ti-empo, espacios de producción de conocimiento y de construcción de ciudadanía. Incorporar la perspectiva de género en todos sus ámbitos no implica únicamente atender las violencias existentes, sino también imaginar y construir formas más democráticas, igualitarias y afecti-vas de convivencia: trabajar en prevención es un eje prioritario.
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Introducción 

En los últimos diez años los feminismos se constituyeron como una fuerza política y social con gran impacto en el espacio público-calle-jero, y gran eficacia en la inscripción de sus demandas por una mayor democratización de la vida social dentro del ámbito de las políticas públicas y los marcos normativos. De esta manera, se tensionaron los límites de lo que históricamente se consideraba “espacio público” y “espacio privado”, visibilizando las diversas formas de las violencias y la discriminación. Todo este proceso decantó en transformaciones políticas y sociales, tales como la implementación de políticas públi-cas o el fortalecimiento de áreas de género gubernamentales, siendo el Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación el 

72   Las representantes titulares y suplentes fueron contactadas de acuerdo con el listado oficial de la RUGE, al momento de la aplicación del instrumento de recolección de la información.

que mayor rango jerárquico alcanzó. Mientras que desde el plano le-gal ganaron materialidad varios derechos para las mujeres y personas de la comunidad LGBT+, a través de la sanción de relevantes leyes73. 

A su vez, los feminismos de la academia también lograron inci-dir en el sistema universitario nacional. De esta forma, las casas de altos estudios se acoplaron a las demandas sociales de lucha contra las violencias machistas, se avanzó principalmente en el diseño de protocolos de acción para prevenir, atender y erradicar situaciones de violencia, junto con la implementación de estructuras organizaciona-les dedicadas a la implementación de los mismos, tales como áreas, direcciones, equipos interdisciplinarios, coordinaciones, consejos, secretarías, entre otros. 

Desde el año 2014, con la creación del primer protocolo, se han ido sucediendo distintas actualizaciones y nuevas aprobaciones en las universidades. En este marco, el objetivo principal de este capítulo es poner en valor las experiencias de implementación de las políticas de género de las universidades nacionales, en articulación con los terri-torios en los que se insertan y con los ejecutivos provinciales y mu-nicipales, en el actual contexto signado por el vaciamiento de estas políticas y la deslegitimación de lo público. A nivel metodológico se utilizarán los datos recabados en una encuesta de elaboración propia (octubre 2025), destinada a catorce universidades públicas distribui-das en los siete CPRES.

 

Algunos aspectos metodológicos

En cuanto a la estrategia metodológica, cabe destacar que la definición del universo de análisis, dada la gran cantidad de instituciones univer-sitarias que componen el sistema y la amplitud de nuestros sujetos de indagación, se decidió elegir dos universidades por cada uno de los 

73   Por ejemplo, la Ley 27.610 de Acceso a la interrupción voluntaria del embarazo -IVE- entró en vigencia en enero del 2021.

siete CPRES: Metropolitano, Bonaerense, Centro, NOA, NEA, Sur y Nuevo Cuyo, lo cual arroja un total de 14 instituciones a encuestar74.  

De esta manera, y luego de hacer una revisión documental de normativas, programas y protocolos vigentes optamos por el criterio de elegir aquellas dos, que, dentro de cada CPRES tuvieran la fecha más antigua y la más reciente en la sanción del protocolo de acción contra las violencias. La aplicación del criterio se tomó en pos de que el objeto de estudio resultara abarcable y que nos permitiera explorar la diversidad de experiencias de las distintas universidades.

A partir de allí, procedimos al diseño de una encuesta autoad-ministrada vía Google Forms, conformada por catorce preguntas, dentro de las cuales algunas son de opción múltiple, mientras que en otros casos eran abiertas y se proponía el desarrollo de la respuesta. Luego la distribuimos entre las representantes titulares, o sus suplen-tes en algunos casos, de cada universidad ante la RUGE-CIN, durante el mes de octubre de 2025. 

El formulario fue estructurado en dos ejes75. El primero apuntó a describir las articulaciones existentes. En este sentido, se buscó iden-tificar las siguientes variables: la realización o no de articulaciones de los equipos de abordaje de violencias de las universidades con los gobiernos locales76 y, en caso afirmativo, el tipo de acciones desarro-lladas; la escala de dicha articulación, es decir provincial y/o munici-pal; y por último, la articulación con otros actores: hospitales, salitas/ centros de salud, escuelas primarias/secundarias, organizaciones so-ciales, fuerzas de seguridad y/o sindicatos.

74   Con base al criterio señalado las universidades a las que se les solicitó responder la encuestas fueron las siguientes: Universidad Nacional de La Plata, Universidad Nacional de Misiones, Universidad Nacional de la Patagonia San Juan Bosco, Universidad Nacional de Villa Mercedes, Universidad Nacional del Comahue, Universidad Autónoma de Entre Ríos, Universidad Nacional de Jujuy, Universidad Nacional del Sur, Universidad Nacional del Oeste, Universidad Nacional de San Juan, Universidad Nacional de San Martín, Universidad Nacional de Salta, Universidad Nacional de Córdoba, Universidad Nacional de Rafaela.

75   Para ambos ejes se contó con preguntas cerradas, abiertas y de múltiple opción. 76   Gobierno local, refiere al gobierno ejecutivo provincial y municipal. gundo lugar, el 21,4% se encontraron destinadas a la colaboración mutua para la elaboración de protocolos o dispositivos conjuntos de abordajes de las violencias; en tercer lugar, el 14,3% fueron destinadas a tareas de investigación o diagnóstico; y por último, el porcentaje restante a otro tipo de proyectos. 

El segundo eje del formulario tuvo como propósito explorar lo significativo o no de las articulaciones para gestionar los casos de vio-lencias que trabajan los equipos de las universidades, los aprendizajes que identifican de esta experiencia, las acciones institucionales para fortalecer las articulaciones y las condiciones que consideran las hi-cieron posibles. En síntesis, buscamos mapear las características de las articulaciones institucionales entre los equipos de atención y los dispositivos de los poderes ejecutivos a escala provincial y municipal, además de indagar si dichas articulaciones resultaron significativas para los mencionados equipos.

 

Acerca de los resultados

Es importante destacar que de los catorce formularios que aplicamos, obtuvimos catorce respuestas, las cuales expresan la información re-presentativa sobre los siete CPRES que conforman la RUGE-CIN.

Sobre las articulaciones con los gobiernos, el 71.4% de las uni-versidades articularon con el ejecutivo provincial y el 57.1% con el ejecutivo municipal. Esto da cuenta de que la mayoría de los equipos de abordaje de violencias en las universidades realizaron alianzas de articulación con ambos niveles. 

Los anteriores porcentajes dialogan con los siguientes porcenta-jes, los equipos de 1377-trece- universidades habían tendido puentes de articulación con las áreas del ejecutivo provincial en los últimos años (92, 9%), mientras que solo 1 -una- de ellas no las había tenido. Este resultado expresa con claridad la amplia inserción territorial de las universidades en las provincias.

Respecto del tipo de articulaciones, en primer lugar, el 64,3% de los casos estuvieron encaminadas a la prevención de violencias, el abordaje de casos específicos y la capacitación en la temática. En se-

77   En números naturales.

La lectura de los datos sobre el tipo de articulaciones, nos hace pen-sar en las urgencias signadas por dar prioridad a los emergentes de las violencias machistas en los territorios y la necesidad de aunar recursos técnicos, económicos y estratégicos para el abordaje de casos.

Respecto a la vinculación con otros actores, obtuvimos los si-guientes resultados: el 71.4% de las respuestas indican que las áreas de género de las universidades articularon prioritariamente con sin-dicatos. El 42,9% señaló que habían realizado tareas de articulación con hospitales públicos y salitas; mientras que el 35.7% apuntó que su universidad había realizado proyectos conjuntos con escuelas pú-blicas primarias y secundarias. En último lugar, se encuentra la arti-culación con las organizaciones sociales, fuerzas de seguridad y con otros actores, representando un porcentaje del 28.6%.

En relación con el aporte efectivo de las articulaciones para favo-recer la gestión de los casos, el 64,3% de los equipos de abordaje de las violencias en las universidades las evaluó como “positivas y mediana-mente positivas”; mientras que el 21,4% como “poco positiva”; y en última instancia, el 14,3% no evaluó la articulación. Estos datos dan cuenta de un abanico de grises sobre lo que representaron las articu-laciones realizadas desde la perspectiva de los equipos de atención.

Respecto a los aprendizajes a partir de las experiencias de articu-lación, es importante señalar que solamente un equipo de atención no reporta ningún aprendizaje. En tanto, las 13 universidades restan-tes sí describen algunas claves de análisis. 

Uno de los aprendizajes en los que coinciden los equipos es la construcción de redes, lo que a su vez permite de un lado, compren-der la importancia de abordar las violencias de manera intersectorial e interdisciplinaria; de otro lado, fortalecer la intervención en casos específicos, por ejemplo, mediante la disminución de situaciones de riesgo y ampliación de abordajes en los casos aún no tipificados como violencias por motivos de género.

Otro de los aprendizajes refiere al fortalecimiento de los equipos de las universidades, en tanto enriquece la construcción de expedien-tes (particularmente cuando se trata de delitos sexuales) e incorpo-ran la lógica de los circuitos de las denuncias. Ambos aspectos, mejo-ran el acompañamiento a las denunciantes por violencias en las altas casas de estudio.

Relevamos un tercer aprendizaje, el cual refiere a la necesidad de voluntad política tanto de los equipos de las universidades como por parte de los gobiernos provinciales y municipales, entendiendo en este último punto que son los equipos técnicos profesionales guber-namentales con quienes específicamente se debe establecer el vín-culo. Observamos que en este tercer tipo de aprendizajes emerge la categoría militante, para describir el compromiso [voluntad política] de los equipos de las universidades en la búsqueda de alternativas de intervención en los casos de las violencias de género.

Sobre las acciones que deberían realizar las universidades para fortalecer las articulaciones, nos encontramos con que las respues-tas más recurrentes fueron: formalizar convenios de cooperación con los gobiernos locales; garantizar recursos específicos para el sosten-imiento de los equipos; promover instancias de capacitación y sensi-bilización dirigidas a autoridades, equipos docentes y personal no-docente; y consolidar canales de comunicación estables con las áreas provinciales y municipales de género. Estas acciones se plantean como condiciones necesarias para asegurar la continuidad y eficacia de las políticas de articulación interinstitucional.

Por último, respecto a las condiciones que hicieron posibles las articulaciones, el 93% indica que la voluntad institucional es el prin-cipal factor habilitante. Por otro lado, el 71% considera que la exis-tencia de los vínculos previos entre referentes hace posible la articu-lación y, en menor medida, el 57%, lo atribuye a la coincidencia del signo político entre las gestiones78. Estos datos recabados permiten inferir que la sostenibilidad de las articulaciones depende más del compromiso institucional y de las redes interpersonales que del alin-eamiento político.

 

Cruces, interrelaciones y consideraciones finales

Sobre el cierre del capítulo nos gustaría trazar algunas reflexiones in-terpretativas acerca de los datos obtenidos en la encuesta, con la par-ticularidad de contrastar las respuestas de, por un lado, los equipos que llevan más tiempo ejerciendo la atención y, por el otro, los más recientes. 

El análisis de los datos recabados por el instrumento, mediante la unidad de análisis integrada por catorce universidades públicas, permitió reconocer que las trayectorias más consolidadas en la im-plementación de protocolos tienden a desarrollar articulaciones más estables y diversas, mientras que aquellas de creación reciente, sos-tienen las articulaciones con el compromiso individual de quienes integran los equipos interdisciplinarios. 

Podríamos pensar que la idea del “compromiso individual” seña-lada por los equipos de atención más recientes en las universidades, dialoga con la propuesta de “formalizar convenios interinstituciona-les” para fortalecer las articulaciones; por el contrario, las integrantes con más tiempo de atención expresan que el vínculo se debe estable-cer con “los equipos técnicos de los gobiernos locales”, como parte de los aprendizajes. Es decir, no resulta suficiente lograr la formalidad de los convenios, es necesario tejer minuciosamente las relaciones con los equipos que implementan la política pública de género en las áreas gubernamentales.

78   Se aclara que cada valor está referido al 100% de cada una de las opciones, dado que la pregunta sobre las condiciones de articulación permitía seleccionar más de una respuesta.

Por otra parte, al analizar las respuestas a las preguntas abiertas en las que las encuestadas podían explayarse observamos que, ade-más de entenderse a la evaluación general de las articulaciones de forma positiva y medianamente positiva, en la mayoría de los casos se valoró la posibilidad de generar redes intersectoriales e interdiscipli-narias. También señalaron que la falta de formalización de las articu-laciones y la escasez de recursos, constituyen obstáculos recurrentes. 

Otro aspecto relevante muestra que las articulaciones provinciales estuvieron más vinculadas con la capacitación y la planificación es-tratégica, mientras que las de escala municipal se concentraron en la atención de casos y la derivación inmediata. Esta diferencia evidencia la necesidad de complementar ambos niveles de acción: la planifica-ción de políticas y la respuesta concreta a las situaciones de violencia.

Además, entre los factores que facilitaron las articulaciones, las encuestadas destacaron en primer lugar la voluntad institucional, luego los vínculos previos entre personas referentes y, en menor me-dida, la coincidencia de signo político entre las gestiones. Este dato revela a las claras que las relaciones interpersonales y el compromiso técnico de quienes integran los equipos son determinantes para dar sustento y sostener las redes, incluso en contextos de cambios o re-trocesos políticos.

En síntesis, esta primera exploración nos lleva a reflexionar acerca de la imposibilidad de plantearnos un cierre a las preguntas propues-tas en este capítulo, sólo nos hemos “asomado” a la importancia de seguir profundizando en la densa red de articulaciones que han cons-truido los equipos de abordaje de las violencias en nuestras universi-dades durante estos últimos 10 años. En este escenario de indagación es claro que las articulaciones con los gobiernos locales, aunque des-iguales y en muchos casos informales, representan una forma concre-ta de resistencia institucional y de consolidación de los derechos de las mujeres y diversidades en el territorio.

Dicha resistencia institucional no depende solo de las capacida-des internas de las universidades, sino también de la existencia de las estructuras estatales que actúen como contrapartes legítimas y téc-nicamente competentes. La presencia de las áreas de género en los gobiernos locales y provinciales son importantes, ya que ordena los circuitos de derivación y de responsabilidad institucional, evitando respuestas aisladas o sostenidas únicamente por voluntades indivi-duales que vuelven vulnerables los procesos. En cambio, los equipos estables y las políticas públicas consolidadas de género fortalecen esa coordinación y sus abordajes. 
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FoReVi79

 

Introducción

“Ninguna mujer está sola,

somos muchas luchando

por la justicia”.

Lema Feminista80

 

El Foro de Rectoras y Vicerrectoras de Universidades Públicas (Fo-ReVi), constituido en el año 2022, es una organización de rectoras y 

79   Bergesio, Liliana (Vicerrectora UNJu) lilianabergesio@gmail.com; Leal, Mercedes (Vicerrectora UNT) lealmer@gmail.com; Leceta, Andrea (Vicerrectora UNSJ) andreleceta@gmail.com; Martearena, María Rita (Vicerrectora UNSa) marteamer@ gmail.com; Oliva Cúneo, Julia (Rectora UPC) juliaolivacuneo@upc.edu.ar 80   Se trata de una frase-marco que circula en marchas y movilizaciones feministas en América Latina (Argentina, México, Chile, Perú, etc.) acompañando a víctimas y familiares de femicidios o abusos, en intervenciones frente a tribunales durante juicios por violencia sexual o asesinatos y en campañas en redes sociales para visibilizar casos de injusticia. Es frecuente en pancartas, banderas, posteos y comunicados colectivos. vicerrectoras pertenecientes a diversas instituciones universitarias de gestión pública de la República Argentina que se encuentran dentro del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN). El FoReVi tiene como fin contribuir al fortalecimiento de las políticas universitarias desde y con la perspectiva de género y en la promoción de la igualdad de gé-nero en la gestión de las universidades públicas. Comparte y sostiene los principios y objetivos de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las violencias (RUGE-CIN), entre los cuales se encuentran el impulso hacia políticas activas en las universidades e institutos nucleados en el CIN para la promoción de relaciones más igualitarias y respetuosas entre los géneros, con el objetivo de brindar pares oportunidades y desde allí educar en la prevención de las vio-lencias y discriminación sexual.

En el presente capítulo se abordará la historia de la conformación y objetivos del FoReVi, así como su vinculación con las políticas de género en el ámbito universitario nacional. Además, y de forma cen-tral, se expondrán las acciones del Foro en torno a los protocolos de prevención e intervención frente a las violencias de género en las universidades públicas argentinas. Así, a diez años de su puesta en marcha, se buscará reflexionar sobre los logros alcanzados, los de-safíos pendientes y la necesidad de consolidar políticas de Estado que garanticen instituciones libres de violencias.

Los objetivos centrales del documento serán: en primer lugar, analizar brevemente las brechas de género en el sistema universitar-io nacional. En segundo lugar, describir el rol del FoReVi en la vis-ibilización de la relevancia de los protocolos de prevención e inter-vención frente a las violencias de género en las universidades públicas argentinas como dispositivos que garantizan derechos, fortalecen la confianza institucional y promueven transformaciones culturales. En tercer lugar, evaluar el impacto de una década de implementación de los protocolos, destacando avances en materia de acompañamiento integral, sensibilización y formación con perspectiva de género, lo cual posibilitará proyectar lineamientos futuros que permitan ampli-ar, articular y sostener los protocolos en un marco de políticas públi-cas más amplio y estructural, centrando la atención en rol que les cabe a las máximas autoridades universitarias en esta tarea. 

El análisis se desarrollará desde una metodología cualitativa, basada en la reflexión y sistematización de experiencias de las univer-sidades públicas argentinas, expresadas a través del FoReVi, centrada en la identificación tanto de logros y avances como en la detección de obstáculos estructurales y culturales.

Para ello, entonces, en un primer momento se expondrá la situ-ación de las universidades argentinas con respecto al género en su conformación y distribución de cargos. Luego, en una segunda in-stancia, se presentará la historia de la conformación y desarrollo ac-tual del FoReVi-CIN. El tercer apartado se focalizará en el rol del Foro en torno a los protocolos y, finalmente, se expondrán algunos comentarios finales tendientes a resaltar los principales avances y proyecciones futuras. 

En relación a ello enfatizamos que los protocolos de prevención e intervención frente a las violencias de género en las universidades públicas de Argentina generaron instancias de confianza para que las personas que atraviesan situaciones de violencia puedan de-nunciar sin temor a la revictimización e impulsaron la creación de áreas de género y programas de acompañamiento psicológico, legal y social, entre otras. Ellos deben entenderse como marcos dinámicos en permanente revisión, que necesitan ampliar su cobertura, lograr una mayor articulación interinstitucional, incorporar mecanismos de monitoreo, avanzar en la transversalización de la perspectiva de género e inscribirse en un marco más amplio de políticas públicas contra las violencias de género, que requieren abordajes sostenidos, intersectoriales y coordinados.

Estado de la situación: brechas de género en el sistema universitario nacional

El sistema universitario argentino exhibe una marcada feminiza-ción en matrícula y egresos del estudiantado. Según datos de la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU) en 2018, el 58,1 % de matrícula y el 61,2 % de egresadas eran mujeres. Esta tendencia se repite a nivel de posgrado, con más mujeres inscriptas y gradua-das (59,5 % y 59,6 %, respectivamente). Esta proporción se man-tenía para el ciclo 2020-2021, ya que las mujeres representaron el 59,4 % del alumnado, el 59,2 % de las ingresantes y el 61,8 % de las graduadas en universidades estatales.

En cuanto al profesorado y personal nodocente, hay paridad de género en Argentina: el cuerpo docente está compuesto por al-rededor del 49 % de mujeres y representación equilibrada también entre nodocentes. Sin embargo, a pesar de la presencia numérica, la distribución interna revela desigualdades según jerarquía.

El término “techo de cristal” alude a una barrera invisible que impide a mujeres acceder a puestos de alta jerarquía pese a la equivalencia o superioridad en preparación académica. En Ar-gentina, aunque las mujeres predominan en matrícula y profeso-rado, representaban en el año 2022 solo el 12 % de las autoridades máximas de universidades de gestión pública (nacionales y pro-vinciales) y durante 2025 ese número ha ascendido levemente a 16%. Este porcentaje es notablemente mayor para los cargos como vicerrector/a, secretario/a de universidad, decano/a y vicedeca-no/a, donde las mujeres ocupan entre el 38 % y el 45 %. Para los cargos en vicerrectorados, año a año, se nota un claro incremento de mujeres en esos puestos, aunque no parecen traducirse necesa-riamente luego en el acceso a cargos rectorales. Del mismo modo, los decanatos no habilitan tales cargos a las mujeres, en contraste con las trayectorias de sus pares varones.

Así, en el año 2000, las mujeres ocupaban apenas el 4% de los cargos de rectorado/presidencia; en el 2010 este porcentaje ascen-dió a 9 %; y en el 2020 a 11%; lo cual confirma una brecha histó-rica persistente. Estos datos describen con claridad la segregación vertical masculina, a pesar de la sostenida feminización horizon-tal en el caso de Argentina.
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Fuente: gráfico elaborado por Liliana Bergesio, en base a datos 

brindados por autoridades del CIN.

 

Sin embargo, nuestro país no es un caso aislado ya que según da-tos del Instituto Internacional de la UNESCO para la Educación Su-perior en América Latina y el Caribe, en 2020 apenas el 18% de las universidades públicas en América Latina eran dirigidas por mujeres rectoras (UNESCO-IESALC, 2020). Este dato revela una profunda brecha de género en los máximos niveles de toma de decisión en la educación superior, a pesar que, en muchos países de la región, las mujeres son mayoría entre el estudiantado universitario e incluso en-tre el personal académico en algunos niveles.

Esta desigualdad también se expresa en otras partes del mun-do. De acuerdo con un informe de la Asociación Universitaria Eu-ropea (EUA) correspondiente al año 2020, en las universidades de los 48 países miembros, sólo el 15 % de los rectorados estaban a cargo de mujeres, frente a un 85 % de hombres. Además, en 20 países no había ninguna mujer desempeñando el cargo de rectora (UNESCO-IESALC, 2021).     

Esta desigualdad no solo afecta a la equidad de género, sino que limita la diversidad de perspectivas en la conducción de las universidades y, por ende, empobrece la toma de decisiones y las agendas de transformación educativa. En este contexto, promover liderazgos femeninos y adoptar políticas con perspectiva de géne-ro resulta clave para construir una educación superior más inclu-siva y democrática.

 

FoReVi: breve recorrido por su conformación e historia 

El FoReVi-CIN se conformó en junio del 2022 en la sede del CIN situada en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, presentándose for-malmente en el Plenario de Rectoras y Rectores del CIN del mencio-nado mes y año en la Universidad Nacional de Córdoba. La propues-ta inicial de este Foro se había concretado en el Plenario Ordinario de Rectoras y Rectores del CIN durante el mes de abril del 2022 en la Universidad Nacional de Jujuy, como una forma de fortalecer el diá-logo entre las autoridades femeninas de las instituciones públicas de educación superior del país. En ese Plenario en Jujuy, varias rectoras y vicerrectoras promovieron su creación enfatizando la aún escasa re-presentación de mujeres en los rectorados, pero también la creciente participación femenina en los vicerrectorados, lo cual fue entendido como una evidencia empírica de un proceso de transformación insti-tucional, enmarcado en la democratización de la vida universitaria y en la ampliación de la equidad de género en los espacios de gestión. No obstante, este proceso aún se encuentra condicionado por la per-sistencia de estructuras patriarcales que limitan el acceso de las muje-res a los máximos cargos rectorales, muestra clara del ya mencionado “techo de cristal” en las instituciones universitarias argentinas. 

En ese mismo año, 2022, el FoReVi redacta y aprueba su Estatu-to donde se establece que su finalidad es la de contribuir al fortale-cimiento de las políticas universitarias desde y con perspectiva de género, así como también a la promoción de la igualdad de género en la gestión de las instituciones públicas de educación superior de Argentina. Este Foro representa una experiencia novedosa de diálo-go horizontal y construcción de políticas universitarias con perspec-tiva de género, inclusivas y sostenibles, que recupera la historia de las militancias feministas universitarias del país, las Áreas de Géne-ro (muchas pioneras de las décadas de 1980 y 1990), los Protocolos de Prevención e Intervención en situaciones de Violencia de Género (del 2000 en adelante) y, sobre todo, la trayectoria de la Red Interu-niversitaria por la Igualdad de Género y Contra las Violencias (RU-GE-CIN), conformada en el 2015 y formalizada en el CIN a partir de 2018. El FoReVi mantiene con la RUGE-CIN un constante diálogo, articula acciones y comparte principios entre los cuales se encuen-tran el impulso hacia políticas activas en las universidades e institutos nucleados en el CIN para la promoción de relaciones más igualitarias y respetuosas entre los géneros, con el objetivo de brindar igualdad de oportunidades y desde allí educar en la prevención de las violen-cias y discriminación por motivos de orientación sexual y/o género.

Los propósitos fundamentales del Foro son: constituir un ámbi-to que reúna a las autoridades femeninas y diversidades en cargos de Rectorado y Vicerrectorado dentro de instituciones universitarias nucleadas en el CIN; visibilizar y garantizar la participación de las mujeres y diversidades en cargos de gestión y toma de decisiones del mismo modo que sus colegas varones; generar y promover un de-bate colectivo, participativo y federal sobre la creación y aplicación efectiva de políticas universitarias con perspectiva de género y diver-sidad, así como los desafíos a futuro en la materia, desde la mirada de las rectoras y vicerrectoras participantes del Foro; asesorar e in-tervenir en las diferentes comisiones del CIN; asesorar a gobiernos, organizaciones no gubernamentales y comunidades en la promoción de acceso igualitario a cargos decisionales, adecuación de protocolos formales de eventos públicos, construcción de información para la elaboración de instrumentos que garanticen igual cargo y remune-raciones sin distinción de género, prevención y erradicación de las violencias y discriminaciones por motivos de género; visibilizar en la comunidad académica la necesidad de un ejercicio efectivo de los derechos a la no discriminación y violencias por motivos de género y diversidad sexogenérica; apoyar a las redes entre grupos e indivi-duos a nivel local, nacional, regional e internacional en asuntos de géneros y diversidades; generar políticas transversales para garanti-zar la igualdad y erradicar las violencias de género mediante el ase-soramiento en las comisiones del CIN, así como también de manera mancomunada y complementaria con la Red RUGE-CIN; promover la identificación de problemas y elaborar posibles soluciones en la temática; impulsar la articulación con otras redes o espacios de rec-toras y vicerrectoras de América latina y el Caribe, así como de otros continentes; y desarrollar cualquier otra acción que este Foro, me-diante asamblea, se proponga como propósito o meta estratégica para garantizar el alcance y el ejercicio de los derechos antes enunciados.

Forman parte activa de este Foro las personas de género femenino y diversidades que se encuentre ejerciendo en la actualidad el cargo de rectora o vicerrectora en una institución universitaria de gestión pública perteneciente al CIN. A su vez, también continúan como in-tegrantes plenas las rectoras y vicerrectoras que han adherido en ejer-cicio de su mandato al mismo.

En el Estatuto del Foro se estableció que el mismo es adminis-trado por una Junta Directiva compuesta por una Coordinación Ejecutiva, una Representante de la RUGE-CIN y representantes de los Consejos Regionales de Planificación de la Educación (CPRES). De esta manera la Junta Directiva se compone de dos coordinado-ras: una Coordinadora RUGE-CIN y una Coordinadora Rectora/vi-cerrectora, y siete Coordinadoras en representación de cada CPRES en calidad de Titulares y siete en calidad de suplentes. No obstante, luego de dos períodos (2 años) se tomó la decisión de modificar esta normativa, ante lo cual la Junta Directiva está conformada por una Coordinadora Ejecutiva y dos Co-Coordinadoras Ejecutivas. Hasta la actualidad estos cargos fueron ejercidos por:

 

•  Período 2022-2023: Liliana Bergesio (Vicerrectora UNJu) y San-

dra Torlucci (Rectora UNA/RUGE).

•  Período 2023-2024: Andrea Tapia (Vicerrectora UNRN) y San-

dra Torlucci (Rectora UNA/RUGE).

•  Período 2024-2025: Elizabeth Theiler (Vicerrectora UNVM), 

Co-Coordinadoras María Ester Legizamón (Vicerrectora UNLu) y Analía Ponce (Vicerrectora UNSJ)

•  Período 2025-2026: María Ester Legizamón (Vicerrectora 

UNLu), Co-Coordinadoras Elizabeth Theiler (Vicerrectora UNVM) y Mercedes Leal (Vicerrectora UNT)

 

Los cargos de la Junta Directiva tienen la duración de un año, o hasta la siguiente elección, y su mandato puede ser renovado por un único período, considerándose un cargo honorífico. 

El FoReVi es un espacio de construcción colectiva con perspecti-va de género que busca intervenir en las políticas universitarias, vis-ibilizando el rol de mujeres en diversos ámbitos (como lo hicimos al Homenajear a las Veteranas de Malvinas en el año 2022 y ex rectoras y Presidentas del CIN en el 2023), participando en reuniones académi-cas, mesas de trabajo y comisiones vinculadas al ámbito universitario en múltiples temáticas, promoviendo la formación y capacitación de diferentes áreas, entre muchas otras acciones. 

Desde su conformación, el Foro ha participado activamente en mesas, paneles en diversos encuentros académicos, entre ellos, el 1er Encuentro Regional de Género, Feminismos y Diversidades: “A 40 años de Democracia: mujeres y disidencias en las universidades”, en junio de 2023. El propósito de este evento fue la promoción de un espacio de encuentro entre las universidades del CPRES NOA para compartir las experiencias en materia de políticas de géneros y diversidades y, a su vez, generar acuerdos y agendas comunes que aporten a la construcción de una universidad más inclusiva e ig-ualitaria. De este evento participaron la Rectora Coordinadora de la RUGE-CIN, Sandra Torlucci (mandato cumplido a inicios del 2025), las integrantes del FoReVi NOA (Mercedes Leal, Marcela Juárez, María Corso y Liliana Bergesio), y la Dra. Dora Barrancos quien tuvo a su cargo la conferencia principal. En junio de 2024 se desarrolló el 2° Encuentro Regional de Género, Feminismos y Diversidades del NOA “Evaluación y proyección de la gestión de políticas de Género del NOA”, con la participación de las Vicerrec-toras de CPRES NOA antes mencionadas y de las Coordinadoras de FoReVi (Elizabeth Theiller, Analía Ponce y María Ester Legui-zamón). Además, el FoReVi participó del III Encuentro Nacional de Cátedras de Comunicación y Género de la Red de Carreras de Comunicación y Periodismo de Argentina (Jujuy, 2023) organizado por las Universidades Nacionales de Jujuy y de Salta y la Mesa de Género de RedCom donde la por entonces Coordinadora Ejecu-tiva del FoReVi, Liliana Bergesio, expuso los objetivos y alcances del Foro; el Pre Congreso Argentino de Ciencias Sociales (Jujuy, 2023) contó también con el panel de Beatriz Garrido quién habló sobre el rol de las mujeres en las ciencias sociales y los avatares de la justicia de género en 40 años de democracia y Liliana Berge-sio expuso sobre el FoRevi; el Encuentro Supraregional de Mujeres (Córdoba, 2023), expuso en la Mesa Educación para la igualdad contando con la participación de varias Rectoras y Vicerrectoras del Foro; las III y IV Jornadas Nacionales Haciendo Universidades Feministas (Buenos Aires, 2024; Córdoba, 2025) habilitaron espa-cios (mesas paneles) para visibilizar la creación del FoReVi y las políticas en materia de igualdad de género que viene sosteniendo desde su creación. Nuestro Foro estuvo presente presentando un escrito en la Tercera Conferencia Regional de Educación Supe-rior (Cres+5), celebrada en Brasilia durante 2024, en el Eje N° 9 Inclusión, diversidad y papel de la mujer en la educación superior, mostrando la relevancia que representa la existencia de un espa-cio institucionalizado de debate con agendas de políticas univer-sitarias de género integrado por mujeres que se encuentran en los máximos niveles de gestión de gobierno en las universidades argentinas; en agosto del 2025 el Foro participó en el I Congreso Nacional de innovación universitaria (Rosario, 2025) con un sim-posio bajo el título “Mujeres en la conducción universitaria: ed-ucación, investigación e innovación con perspectiva de género”. En el contexto de los 17 años del Centro Cultural Argentino “El Pericón”, Andrea Tapia presentó el homenaje que el FoReVi hizo a las Mujeres Combatientes de Malvinas (Padova-Italia, 2025). También se destaca que el Foro ha participado, en permanente articulación con la RUGE-CIN, en el impulso para llevar adelante la “Capacitación sobre perspectiva de género en el proceso su-marial de las instituciones universitarias” (2023) dirigida a las áreas jurídicas universitarias. Esta iniciativa fue realizada en ar-ticulación con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, una actividad fundamental para la incorporación de la perspectiva de género y diversidad en los procesos sumariales como en los dictámenes ante denuncias de violencia de género formalizadas. En esta línea señalamos que el trabajo conjunto y articulado con RUGE robustece la agenda del CIN incorporando los asuntos de género en esa dimensión institucional, asignando a las rectoras y vicerrectoras un rol principal en garantizar que las políticas de género sean tratadas e impulsadas en procura de prevenir la violencia y promover los derechos de las mujeres y las diversidades sexo genéricas en todas las universidades argentinas.

Junto con la participación en estos eventos, ante situaciones críticas, el FoReVi expresa, mediante comunicados y marchas, su posicionamiento de manera fundamentada y colectiva, en defensa de la aplicación plena de una política de género y diversidad en el ámbito de la educación superior. Además de expresarnos ante situaciones críticas y mediante comunicados, el FoReVi se pro-nuncia en temas de implementación de políticas de género, proto-colos de actuación ante situaciones de violencias y fortalecimiento de mecanismos institucionales de inclusión y diversidad.

De esta forma, el FoReVi trabaja para que las instituciones de educación superior de Argentina sean espacios más igualitarios e inclusivos. Entre los avances se puede señalar la importancia de la presencia territorial de las universidades para favorecer el acceso de mujeres y jóvenes jefas de hogar a la oportunidad y derecho de la educación superior. Tenemos en Argentina muchas instituciones localizadas o con sedes en el interior del interior por lo que esta brecha mejoró en los últimos años. También se están generando de forma creciente espacios de cuidado (espacios am-igables con la lactancia, centros de cuidados infantiles, ludotecas, etc.), así como programas de becas especiales, que favorecen la inclusión de las mujeres y disidencias en la educación superior. Se promovieron y organizaron áreas específicas, fomentando la investigación y actividades de extensión y la formación de gra-do y postgrado en temáticas vinculadas a los estudios de género. Además, se han ampliado y fortalecido redes de trabajo colectivo y colaborativo que favorecen la concreción de resultados y el im-pacto a nivel de la formulación de políticas universitarias. 

Sin embargo, las deudas y desafíos son múltiples. Por un lado, la desigualdad por cuestiones de género sigue siendo una con-stante en los cargos de gestión y en el acceso a la educación supe-rior. Por ello, es necesario avanzar en la promoción de procesos de paridad en el acceso a cargos políticos institucionales que for-talezcan la construcción de escenarios de igualdad. 

Por otro lado, es central contar con presupuestos instituciona-les con perspectiva de género, ya que las acciones, aún hoy, están signadas por un fuerte voluntarismo y compromiso militante, sin estructuras sólidas ni sustentos presupuestarios. Se requiere for-talecer presupuestariamente a las áreas específicas de género, los Protocolos ante situaciones de violencia y los espacios de cuidado. 

También es necesario ampliar el trabajo en red, ya que no sólo debe darse entre instituciones universitarias, sino con los otros niveles del sistema educativo, diversas organizaciones de la so-ciedad civil y el Estado en general. Se debe profundizar la for-mación continua y transversal con perspectiva de género en to-dos los niveles educativos. Resaltando que esta no es una cuestión sólo de formación para mujeres en términos individuales, sino que se vincula con la construcción de una ciudadanía igualitaria y democrática para todes, todas y todos. Y, entre otros temas, se re-quiere ampliar y mejorar los sistemas de información disponibles sobre situaciones de violencia y discriminación por motivos de género para poder implementar políticas públicas efectivas en el nivel superior de la educación.

 

Protocolos de actuación frente a violencias de género en las universidades públicas

Desde su creación, el FoReVi-CIN sostiene la imprescindible urgencia de contar con políticas claras, firmes y transversales para prevenir e intervenir en situaciones de violencia de género dentro de los espacios universitarios. La Universidad, como institución formadora de ciuda-danía crítica y como parte del sistema público, no puede permanecer ajena a estas problemáticas que atraviesan a la sociedad en su conjunto. Por ello, nuestro foro asume que la construcción de protocolos espe-cíficos se presenta como un paso fundamental en el camino hacia la erradicación de las violencias y la consolidación de comunidades edu-cativas seguras, equitativas y libres de discriminación.

En este sentido, reivindica la tarea que viene sosteniendo la RUGE-CIN en articulación con todas las universidades públicas para la implementación y permanente revisión de los protoco-los de actuación frente a violencias de género debido a constituir una herramienta institucional esencial. No son solo documen-tos administrativos, sino dispositivos que orientan a las univer-sidades en el reconocimiento de las violencias, la protección de las víctimas, la sanción de las conductas violentas y la promo-ción de una cultura de respeto e igualdad. Consustanciado con la relevancia que revisten, el Foro asume, junto a la RUGE-CIN, constituirse en garante de los protocolos, dado que ofrecen un marco de acción que asegura el acceso a la justicia y la protec-ción de quienes sufren violencia en el ámbito universitario. Estos instrumentos logran visibilizar la problemática porque permit-en que ciertas situaciones previamente silenciadas puedan ser reconocidas y abordadas colectivamente. A su vez, trabajan en la prevención y formación favoreciendo la sensibilización de las comunidades universitarias y contribuyen a modificar prácticas y representaciones naturalizadas. El compromiso que asumen rec-toras y vicerrectoras, integrantes del Foro y máximas autoridades universitarias, es consolidar todas las herramientas y dispositivos fundamentales para que la universidad como un actor social asu-ma un rol activo frente a una problemática estructural, como es la violencia contra las mujeres y disidencias.

Por ello, es necesario destacar que dichos Protocolos, a 10 años de su implementación, han tenido un impacto concreto en las univer-sidades públicas de Argentina. Este impacto se observa en la gener-ación de instancias de confianza para que las personas que atraviesan situaciones de violencia puedan denunciar sin temor a la revictim-ización. Además, han impulsado la creación de áreas de género y pro-gramas de acompañamiento psicológico, legal y social, que ofrecen respuestas integrales.

Los protocolos de prevención e intervención ante las violencias de género refuerzan así el compromiso de la universidad con la igualdad de género, enviando un mensaje claro a la sociedad: la violencia no será tolerada en ninguna de sus formas. Este posicionamiento for-talece la legitimidad de las universidades como instituciones com-prometidas con los derechos humanos y con la construcción de una cultura democrática. Además, su implementación ha promovido procesos de transformación interna: capacitaciones en perspectiva de género, revisión de normativas académicas y administrativas, in-clusión de contenidos de género en planes de estudio, y articulación con organismos estatales y organizaciones feministas, entre otras.

Sin embargo, es necesario destacar que dichos protocolos no deben entenderse como instrumentos estáticos, sino como marcos dinámicos en permanente construcción. Sus posibilidades están vin-culadas con la capacidad de adaptarse a contextos cambiantes y a nue-vas demandas sociales. Es así que entre las principales proyecciones, se encuentra: ampliar su cobertura para llegar a todos los claustros y niveles de la vida universitaria; lograr una mayor articulación in-terinstitucional que posibilite conformar redes entre universidades y organismos estatales para fortalecer las intervenciones y compartir buenas prácticas; generar mecanismos de monitoreo y evaluación a partir de sistemas de seguimiento que permitan medir su efectividad y realizar ajustes; y por último, avanzar en la transversalización de la perspectiva de género de manera integral en todas las políticas y funciones universitarias.

En relación a las tareas pendientes, tal vez el mayor desafío es la fal-ta de recursos específicos, las resistencias culturales, las dificultades de acceso en universidades con sedes en territorios alejados y la necesidad de sostener las políticas más allá de los cambios de gestión. Por ello, es necesario enfatizar que los protocolos universitarios contra las violen-cias de género, aunque valiosos e imprescindibles, no son suficientes por sí mismos. Deben inscribirse en un marco más amplio de políticas públicas sostenidas contra las violencias de género, las cuales requieren abordajes sostenidos, intersectoriales y coordinados.

La universidad tiene la potencialidad de ser un laboratorio de ex-periencias y un espacio de innovación en políticas de género, sien-do requisito indispensable el respaldo del Estado para garantizar su financiamiento, fortalecer la articulación con el sistema judicial y acompañar la implementación de medidas. De allí la importancia de la Ley Micaela y de otras normativas nacionales y provinciales que respaldan y legitiman el trabajo realizado en las casas de estudio. Por ello es que se sostiene que las políticas contra la violencia de género deben ser consideradas políticas de Estado, es decir, acciones sosteni-das en el tiempo, con continuidad y estabilidad, más allá de los cam-bios coyunturales en la gestión política.

 

Comentarios finales

El FoReVi-CIN, a 10 años de la implementación de los Protocolos en la Universidades de Argentina, reafirma su claro compromiso con la erradicación de las violencias de género, argumentando que los protocolos se presentan como herramientas indispensa-bles para prevenir, intervenir y transformar, pero también como catalizadores de un cambio cultural más amplio. Su relevancia radica en que garantizan derechos, visibilizan problemáticas his-tóricamente silenciadas y fortalecen a la universidad como ins-titución democrática. Su impacto se traduce en la creación de espacios de confianza, en la transformación de las prácticas ins-titucionales y en la formación de generaciones con mayor con-ciencia de género.

Sin embargo, las posibilidades futuras dependen de la capaci-dad de sostener y ampliar estos dispositivos, enfrentando de-safíos estructurales y culturales. Pero, sobre todo, dependen de la articulación con políticas públicas nacionales y provinciales que reconozcan que las violencias de género no son un proble-ma individual ni sectorial, sino social y estructural. Por ello, sin políticas activas y sostenidas contra las violencias de género, no hay universidad pública posible que cumpla plenamente con su misión social. Desde el FoReVi-CIN sostenemos nuestro com-promiso con la educación universitaria como un derecho huma-no fundamental que debe ser garantizado por el Estado y en este marco disponer de todo nuestro esfuerzo institucional para la construcción de universidades como ámbitos libres de violencias, donde se garantice la igualdad, el respeto y la dignidad de todas las personas.
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Epílogo

 

Dora Barrancos1

 

Mientras atravesamos un ciclo aciago de retroceso de los derechos humanos en nuestro país, con especial impacto regresivo para los segmentos populares y sobre todo para las mujeres, la diversidad sexo genérica, las personas con discapacidad y en general para las comu-nidades que ya venían sufriendo déficit de reconocimiento, emerge este texto encomiable desde el seno de la vida universitaria, también azotada por la condena al ostracismo dado el ahogo de recursos. Este epílogo cierra un conjunto expresivo de reflexiones de un muchxs colegas de todas las regiones del país en torno del crucial significado que tiene el enrolamiento de las Universidades públicas en la procura fundamental de la equidad de género y la transformación decisiva de los fundamentos patriarcales del conocimiento. La encrucijada de la extrema derecha, empeñada en obstruir prerrogativas y degradar lo conseguido en más de un siglo de luchas, exhibe obstinación en ani-quilar el sistema educativo público. Y no puede dejar de mencionarse el combate explícito al conocimiento científico que se expresa en las fórmulas neo fascistas –una inversión paradójica de las concepciones 

1 Es investigadora, socióloga, historiadora, educadora y feminista argentina. Es doctora en Historia por la Universidad Estadual de Campinas (UNICAMP), Brasil, profesora consulta de la Universidad de Buenos Aires, fue Directora del Instituto Interdisciplinario de Estudios de Género (IIEGE) de la Facultad de Filosofía y Letras (UBA) y es Investigadora Principal del Conicet, en donde formó parte del directorio entre 2010 y 2019.

iluministas que dieron sustento al liberalismo–, lo que amplía el sig-nificado de los análisis aquí congregados. Desde inicios de la década de 1990 nuestras casas de estudios superiores iniciaron el camino de examinar específicamente la condición de las mujeres en sus múlti-ples realidades y dimensiones, tanto como los cambios socio-históri-cos que afectaron las mallas complejas de las relaciones de género. En 1991 hubo un primer encuentro en la Universidad Nacional de Lu-ján que alojó a un puñado de colegas de diversa formación –aunque abundaban las historiadoras–, cuyo interés era investigar la situación de las mujeres desde una perspectiva que, para la mayoría de quienes participaron, remitía también a una identificación feminista. Largo trecho el recorrido desde entonces en el que la mayoría de los núcleos y programas se transformaron en centros especializados, y en el que se advirtió una inexorable modificación de la nomenclatura “mujer” por la admisión del concepto de “género”, que pudo ser muy discutido en otras experiencias, pero no así en los diversos ámbitos locales en los que se verificó una amplia adopción del lexema. Los abordajes de este libro dan cuenta de la conmoción suscitada en todos nuestros recintos académicos, el desborde de las exigencias de paridad más allá de los equipos investigativos. 

Pero evoquemos algunos hitos. El siglo XXI se abrió de manera dramática con los acontecimientos de la derrocada de un gobierno constitucional obligado a renunciar –crisis que fue la culminación esperada de las infortunadas medidas neoliberales de los años 90–, pero tuvo más de una década de aciertos incontestables con el giro político asumido bajo el paradigma económico de la expansión del mercado y la redistribución del ingreso. Dígase también de expansión del estatuto de ciudadanía, de reconocimiento de derechos personalísimos como lo fueron la ley de matrimonio igualitario y la ley de identidad de género que confirieron a nuestro país un estatuto peculiar en el ascenso de los derechos humanos. La expansión del sistema universitario público resultó una de las realizaciones más im-pactantes en términos de ofrecer significado tangible a la conjunción valorativa de la educación superior como derecho. Y deben admitirse las transformaciones de la sociedad civil y el calado de las sensibili-dades feministas, pues fueron sus movilizaciones las que consagraron el “Ni Una Menos” desde junio de 2015. El movimiento consiguió una proyección notable y sus consecuencias sobre las instituciones de nuestro país han resultado de incontestable magnitud. La sanción de la “Ley Micaela” en 2018 sumó efectos incrementales sobre el tejido de mentalidades y posiciones de no pocos funcionarios (y funcionarias), especialmente cuando la obligación de capacitarse resultó ineludible desde 2020 –aunque debe decirse que en la actual coyuntura el Poder Ejecutivo Nacional ha suspendido por completa esa responsabilidad, tributando a su postura por completo adversa a la “ideología de género”–

Lo que resulta evidente, y creo que el acuerdo es unánime, es la re-percusión de los fenómenos epistémicos, culturales, sociales y políti-cos en clave de equidad de género, del reconocimiento de la asimetría sexo genérica y de la percepción del vínculo ínsito entre patriarcado y todas las otras formas de desigualdad en la vida universitaria. Aunque se hubieran extendido y consolidado en los ambientes académicos los análisis y las reflexiones sobre la múltiple condición femenina y las diversidades sexo genéricas, fue relativamente tardía la aparición de lo que podríamos sindicar formas del “para sí”. En efecto, tal como lo he sostenido algunas veces, investigábamos y denunciábamos a un tiempo la violencia que se ejercía sobre “las otras”, pero no sobre “no-sotras” y así omitimos por largos años las referencias a las agresiones situadas en nuestro contexto institucional. Seguramente en no pocos de los núcleos/programas/centros dedicados a indagar las relaciones de género surgieron las cuestiones acuciantes en torno a la necesidad de crear algún dispositivo, tal vez un observatorio, destinado a servir de receptáculo de denuncias sobre todo teniendo en cuenta lo que circulaba con asiduidad: las quejas, y las angustias, sobre coacciones sexuales por parte de profesores a menudo prestigiosos. Pero creo no equivocarme en sostener que esos impulsos quedaron tronchados por la persistencia de sentimientos que anticipaban la frustración, convencidas de la imposibilidad de llevar adelante tamaños desafíos. Era una empresa condenada a lo inviable.

Hasta que sobrevino el ciclo de 2014 que nos convocó con la primera iniciativa de protocolo que debemos a la Universidad Na-cional del Comahue. La emulación se hizo imperativa y asistimos a una acción concatenada que demandó ingentes esfuerzos y no pocos disgustos, porque es cierto que en algunas universidades fueron ma-yores los tropiezos. En septiembre de 2015 la construcción colectiva permitió el primer acuerdo inter universitario con una veintena de representaciones, muñón de lo que más tarde sería la RUGE con el paso histórico del reconocimiento realizado por el CIN en 2018. Es-tamos cerca de una década de acciones más incisivas para prevenir y sancionar las violencias de muy distinto orden que se experimentan en todos los sectores y en cualquiera de los espacios en los que trans-curre la vida institucional.

Este libro ofrece un conjunto enfático de experiencias y revela di-ferentes circunstancias según contextos que toman la forma de un balance crítico de lo actuado. La percepción aguda de quienes han elaborado los análisis se torna una contribución para seguir reflexio-nando sobre los caminos que debemos transitar para que se transfor-men radicalmente las asimetrías patriarcales, las fórmulas violatorias del principio basal de la integridad, la punición proporcional y no la arbitraria, y los desafíos –como se sostiene en las páginas preceden-tes– para una pedagogía que desarticule la supremacía de cualquier género. Estoy segura de que, en su amalgama común, el feminismo que tracciona en la base de las consideraciones aquí expuestas, no refiere erróneamente al mito de un cauce que se refiere sólo a las mu-jeres, sino a la emancipación de la condición humana. Los varones cuyas vidas transcurren en alguna medida y de determinada manera en los espacios institucionales de la universidad deben saber que el feminismo les atañe pues se trata de una interpelación decisiva para extinguir la mochila violenta e irracional del patriarcado.

Si hay una conclusión que pueda exprimirse de este libro es la con-vicción de que es fundamental la ampliación de los dispositivos que puedan ser correctores, modificadores de las conductas, pero sobre todo que resulten de gran eficacia pedagógica. Y que nada será tan decisivo como la contribución de los diferentes grupos de varones, envolviéndose en ejercicios de aprendizaje para poner en entredicho sus equipamientos mentales, sensibles, emocionales. Proponemos revisión de la masculinidad hegemónica, propensión a la apertura crítica, creación de espacios de conocimiento comunes intergenéros –sí, desde luego, con el aporte de las disidencias sexo genéricas que puedan trascender a los pactos y los acuerdos–. Necesitamos nuevas estructuras relacionales y también una alteración epistémica profun-da de todas las vertientes de las canónicas formas del conocimiento. Buscamos dignificar los vínculos y alterar la hermenéutica del cono-cimiento. Apostamos a la convicción, el compromiso y la pasión de quienes adhieren a la gran marcha RUGE, y a ella nos sumamos.
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